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1. El Poder Legislativo
Nuestra constitución formal comienza el articulado dedicado a la parte orgánica o derecho constitucional del poder con las normas sobre el congreso, encabezando la sección primera del título primero (Gobierno Federal) de la segunda parte (Autoridades de la Nación) con el rótulo “Del Poder Legislativo” (arts. 44/86).
La constitución ha querido denominar al congreso “poder legislativo”, con lo que la palabra “poder” aquí y así empleada, más que sugerir una “función” del poder está referido a un “órgano”.

El poder legislativo es, por definición, el poder que hace las leyes, facultad que implica la posibilidad de regular, en nombre del pueblo, los derechos y las obligaciones de sus habitantes, en consonancia con las disposiciones constitucionales. Para ejercer dicha facultad está investida de una incuestionable autoridad que le otorga la representación de la voluntad popular.

Este poder es derivado, porque constituye un desmembramiento de una única y primitiva autoridad, que concentró todas las funciones en un órgano ejecutivo. Es político en cuanto, junto con el poder ejecutivo y en el marco de sus respectivas competencias constitucionales, tiene a su cargo la dirección política del Estado. Es colegiado por naturaleza, puesto que su forma de organización no admite otra posibilidad que una integración plural y pluripersonal (dos cámaras o salas), o dicho de otra forma, se compone de varios individuos (diputados y senadores).

El Congreso tiene independencia funcional en relación con los otros poderes, y sólo mantiene una “relación de interdependencia por coordinación” (K. Loewenstein) con el Poder Ejecutivo, es decir, ambos órganos políticos preservan su independencia, pero están obligados a cooperar en materias determinadas por la Constitución.
2. Su función en el constitucionalismo clásico

Durante la Edad Media se creó en Europa un sistema que consistía en convocar a las clases política o “estamentos” o “Estados Generales” (como se los llamó en Francia), para consultarlos sobre la creación de nuevos impuestos o el aumento de los existentes, los que debían ser consentidos por los contribuyentes o sus representantes.
La Carta Magna (sancionada por el rey Juan I en Londres el 15 de junio de 1215) es uno de los antecedentes de los regímenes políticos modernos en los cuales el poder del monarca o presidente se ve acotado o limitado por un consejo, senado, congreso, parlamento o asamblea. Lo que pide la carta magna es una limitación de poder por parte de los normandos. El Parlamento británico fue consecuencia de la Carta Magna de 1215 y durante mucho tiempo no tuvo otra misión que limitar el poder de la Corona y vigilar sus actos. Siguiendo este antecedente, la función parlamentaria sigue siendo típica y esencialmente una función de control político.

3. Su formulación en el Estado social de Derecho; de órgano de decisión a órgano de control.
El Poder Legislativo desempeña hoy dos funciones separables, de distinta naturaleza y carácter, que son: la función legislativa propiamente dicha y la de órgano de control, que consiste en vigilar la acción del ejecutivo y la conducta de los funcionarios de ese poder, y del judicial que estén sujetos a juicio político.

Dos sistemas prevalecen en el constitucionalismo:

a) El de gabinete, en el que el control se ejerce de un modo natural sobre sus miembros que han sido escogidos dentro del mismo Parlamento. Este órgano puede determinar la caída del Gabinete mediante un pronunciamiento desfavorable a su conducta política, sin necesidad de un juicio formal contra alguno de ellos.

b) El presidencialista: originado en los Estados Unidos, en el que se controla al presidente elegido por el pueblo por un Congreso integrado por dos Cámaras, denominado bicameral.

4. Funciones actuales del Poder Legislativo.

El Poder Legislativo está desempeñado en nuestro país por dos Cámaras: la de Senadores y la de Diputados.
Los Senadores representan, en forma igualitaria, a las provincias como entidades políticas autónomas, y los Diputados representan al pueblo de la Nación.

Las facultades del Congreso están determinadas en forma expresa y se las llama “facultades delegadas” en el artículo 75 en sus 32 incisos, a lo que debe agregarse las llamadas “facultades implícitas” para poner en ejercicio los poderes delegados (inciso 32) y las competencias concurrentes que surgen de los artículos 4, 7, 9, 14, 14 bis, 17, 18, 20, 21, 85, entre otros. Es decir, de la sistemática de la Ley fundamental se puede extraer que las competencias del Congreso no se agotan en la tarea de hacer la ley y contabiliza otras funciones, que son:

a) Función legislativa, elaboración y sanción de las leyes;

b) Función preconstituyente, declaración de la necesidad de reforma de la Constitución;

c) Función jurisdiccional, en cuanto a órgano habilitado a realizar el juicio político;

d) Función de control sobre los restantes poderes del Estado federal para evitar la ilimitación del poder (art. 29, de la Constitución Nacional), en las actividades administrativas y financieras del Ejecutivo, y sobre las provincias para asegurar la forma republicana de gobierno (art.6 de la Constitución Nacional);

e) Función de colaboración y gobierno, con la fijación de la dirección política y formación de otros órganos de gobierno.

f) Función ejecutiva, por disponer de medidas concretas para casos o situaciones no recurrentes.

g) Función semiconstituyente, cuando a tenor del especial procedimiento del artículo 75, inciso 22, párrafo 3º de la Constitución Nacional, otorga jerarquía constitucional a un tratado de derechos humanos no incluido en la enumeración del artículo 75, inciso 22, párrafo 2º.

h) Función de investigación, en cuanto se lo autoriza a hacer todo lo conducente “para poner en ejercicio los poderes antecedentes” (artículo 75, inciso 32 de la Constitución Nacional), fundamento implícito de dicha función, que se canaliza a través de cada Cámara por medio de las denominadas “comisiones investigadoras” uni o bicamerales (de duración temporaria y creadas con un objeto determinado). Esta actividad consiste en una potestad instructora de averiguación que abarca tanto al ámbito público como al privado.
4.1. Efectivización de la representación política.

El tema de la representación política, o de la forma representativa, ha sido abordado por la Constitución que alude en la norma de su artículo 44 a los “diputados de la nación”, es decir del “pueblo”, como reza el artículo 45.
El artículo 1º de la Constitución define la forma de gobierno como representativa. El artículo 22, por su parte, dice que el pueblo no delibera ni gobierna sino por medio de sus representantes. Quiere decir que en las normas de la Constitución, la representación del pueblo por el gobierno queda enfáticamente afirmada.

En la Cámara de Diputados, especialmente, se efectiviza la representación política del país, dado el sistema electoral de la proporcionalidad que nos rige, que da una mayor participación a las distintas corrientes que se manifiestan en el país. Con la reforma de 1994, en el Senado, si bien se mantiene la representación igualitaria de las provincias, al haberse dispuesto su elección en forma directa por el pueblo y no por medio de las legislaturas provinciales, como lo establecía el sistema anterior, prevalece también la representación político-partidaria más que la de la provincia como tal.
4.2. La función de decisión.
Desde el punto de vista formal, el órgano legislativo tiene la función esencial de sancionar las leyes. Mediante esta atribución realiza actos de contenido social, político, económico, financiero, administrativo, militar, etc., ya que el Congreso es rico en facultades.

Si bien su carácter de órgano legislativo destaca la atribución más importante, ello no importa en manera alguna excluir la pesada carga de competencia que tiene asignado el Congreso, de modo inherente a la vida misma del Estado.

Cabe recordar que, conforme a la estructura federal de nuestro régimen, hay actos parlamentarios que deben ser cumplidos con consentimiento o participación de las legislaturas provinciales, así por ejemplo: la fijación de la sede del gobierno nacional (art. 3), o la admisión de nuevas provincias en el territorio de una u otras (art. 13) como la atribución de fijar límites provinciales.

Además, las provincias pueden celebrar tratados parciales e internacionales, con conocimiento del Congreso y dentro de las limitaciones establecidas por la Constitución.
4.3. La función de control.
Otra importante y diversa actividad del Congreso son sus múltiples atribuciones de contralor sobre los restantes poderes del Estado federal para evitar la ilimitación del poder (art. 29, CN) y sobre las provincias para asegurar la forma republicana de gobierno (art. 6º, CN). Es una de las formas específicas de darse el subprincipio de control. Eta función es discrecional y exclusiva, y en ella no opera el principio de cooperación, por lo cual no cabe la intervención del Poder Ejecutivo, especialmente porque se trata de órgano controlado.

4.4. La intermediación entre la sociedad y el Estado.
No cabe ninguna duda acerca de la importancia que reviste el Congreso como factor de intermediación entre el pueblo o sociedad y los órganos de gobierno del Estado, especialmente el Poder Ejecutivo.
Si bien la última reforma constitucional ha establecido en su artículo 38 que los partidos políticos son instituciones fundamentales del sistema democrático, atribuyéndoles a ellos la competencia para la postulación de candidatos a cargos públicos electivos (entre los que se encuentran diputados y senadores), no es menos cierto que los legisladores sirven de factor de enlace con los poderes instituidos, en merito de las amplias facultades no sólo para proponer leyes, sino también solicitar informes, realizar investigaciones y formular declaraciones, que sean consecuencia de las exigencias de la sociedad, ya que la opinión pública actúa como un importante factor de presión.
5. Consideraciones acerca de su eficacia.

quiroga Lavié expresa que este poder es el órgano de gobierno por excelencia dentro de la distribución de funciones que hace la Constitución, y que es el depositario de la soberanía del pueblo, aunque mediatizada por la representación política. En los tiempos modernos se ha visto declinar la capacidad decisoria a favor del Poder ejecutivo.
La realidad política del país ha mostrado en los hechos la desvirtuación de la relación de interdependencia por coordinación. Lo más destacable durante los últimos años de vida institucional ha sido la relación de dependencia que ha mostrado el Congreso respecto del liderazgo político presidencial, distorsionando el modelo clásico del presidencialismo republicano. En este marco, ni los resortes propios del bicameralismo ni los mecanismos de control previstos pudieron ser plasmados plenamente en la realidad. Paulatinamente, el gobierno diseñado por la Constitución se fue convirtiendo en un presidencialismo desfigurado, lo cual se vio agravado por la recurrencia de los golpes militares durante el siglo XX.
6. Organización del Poder Legislativo.

El órgano legislativo del Estado federal está compuesto por dos Cámaras: la de Diputados, que expresa la forma representativa proporcionalmente a la población y manifiesta la voluntad del pueblo de la Nación, y la de Senadores, que expresa la forma federal: representa, en forma igualitaria, la autonomía de las provincias y de la Ciudad de Buenos Aires (art. 44 de la Constitución Nacional).
6.1. Sistema unicameral o bicameral. El bicameralismo y el Estado Federal.
El constituyente argentino escogió como más apropiado para nuestras prácticas políticas al sistema bicameral, que aparece definido en el artículo 44, cuando expresa: Un Congreso compuesto de dos Cámaras, una de diputados de la Nación y otra de senadores de las provincias y de la Ciudad de Buenos Aires, será investido del Poder Legislativo de la Nación.

En cuanto a los antecedentes, encontramos a la Constitución de los Estados Unidos de América, donde a la hora de elegir el sistema legislativo aparecieron opiniones divididas. Así, los de mayor población auspiciaban el principio de representación según el número de habitantes, al tiempo que los menos poblados postulaban la igualdad política de todos los componentes de la federación, defendiendo por una representación similar para cada uno. En ambos casos la propuesta era unicameral.
Finalmente, la fórmula ideada por Franklin permitió acordar razón a cada una de las partes en conflicto, y se instrumentó entonces un Poder Legislativo organizado con dos cámaras.

En nuestro país, en 1853, la forma de estado federal ayudó a la concreción de un Poder Legislativo con dos cámaras, y el unicameralismo no tuvo predicamento en nuestra tradición política.
Los argumentos a favor del sistema bicameral son:

1. La existencia de dos cámaras permite entre ellas un mutuo contralor, evitando  el predominio institucional o político de una sobre otra.

2. Posibilita la corrección de errores por la doble lectura de proyectos.

3. Permite que intervengan en el quehacer del Congreso un mayor número de intereses.

Además, por un lado consagra una justa desigualdad que se ve reflejada en la composición de la Cámara de Diputados, donde cada distrito elige representantes en proporción a su población. Y por otro lado, produce una absoluta parificación entre los miembros de la federación, ya que las provincias y la ciudad de Buenos Aires, tienen el número de tres senadores en la llamada cámara alta.

7. El Poder Legislativo en la Constitución Argentina.

La reforma de 1994 ha aumentado las atribuciones exclusivas de cada Cámara, lo cual acentúa la modalidad de bicameralismo “cuasidiferenciado” por oposición a los dos modelos puros (“diferenciado” y “perfecto”). A continuación se exponen dichas facultades de diputados y senadores, según que existieran antes de la reforma de 1994 o sean incorporadas por ella.
La Cámara de Diputados tiene las siguientes atribuciones exclusivas:

· Provenientes del texto anterior a 1994:

1) Es cámara de origen en materia de leyes sobre contribuciones y reclutamiento de tropas (art. 52, CN).
2) Es fiscal en el juicio político (art. 53, CN).

· Incorporadas en 1994:

1) Es cámara receptora de las iniciativas populares (art. 39, párrafo 1º, CN).

2) Tiene la iniciativa para someter a consulta popular vinculante un proyecto de ley (art. 40, párrafo 1º, CN).

El Senado tiene las siguientes atribuciones exclusivas:

· Provenientes del texto anterior a 1994:

1) Es cámara juzgadora en juicio político (arts. 59 y 60 CN).

2) Autoriza al Presidente de la Nación para declarar en estado de sitio uno o varios puntos de la República en caso de ataque exterior (arts. 61 y 99, inc. 16, CN).

3) Presta acuerdo a las siguientes designaciones efectuadas por el Presidente: a) de magistrados de la Corte Suprema y de los demás tribunales federales inferiores (art. 99, inc. 4º, párrafos 1º y 2º, CN); b) para nombrar y remover a los ministros plenipotenciarios (embajadores) y encargados de negocios (art. 99, inc. 7º, parte 1º, CN); y c) de los encargados oficiales superiores de las fuerzas armadas siempre que no sea en el campo de batalla, pues en tal caso los nombra el Presidente sin acuerdo (art. 99, inc. 13, CN).
· Incorporados en 1994:

1) El Senado es cámara de origen en el tratamiento de materias que interesan a las entidades miembros del Estado federal: ley convenio de coparticipación (art. 75, inc. 2º, párrafo 4º, CN), y sobre promoción y desarrollo de provincias y regiones (art. 75, inc. 19, párrafo 2º, CN).
7.1. Cámara de diputados. A quién representa. Bases de la representación. Formas de elección. Condiciones de elegibilidad. Duración del mandato. Renovación de la cámara. Elección en caso de vacancia. Privilegio de iniciativa. Arts. 39, 40 y 52 C.N.
Cámara de diputados:
La reforma de 1994 mantuvo el régimen anterior con una sutil modificación.

A quién representa:
Los diputados son, de acuerdo con la letra y el espíritu de la constitución formal, representantes de la “nación” (art. 44) o del “pueblo” (art. 45).

Bases de la representación:
Se mantiene el clásico sistema de no establecer un número fijo de miembros: éste es indeterminado pero determinable en proporción a los habitantes de cada distrito electoral. Adviértase que el hoy artículo 46, subsistente erróneamente en la letra constitucional por su carácter transitorio, optó por fijar un número determinado sólo “para la primera Legislatura” para las catorce provincias originarias (incluida Buenos Aires).
Las cifras de habitantes fijadas por el actual artículo 45, parte 2º de la Constitución Nacional introducidas por la reforma constitucional de 1898, constituye una base mínima, un “piso”, que puede el Congreso “aumentar pero no disminuir” a tenor del final del artículo 45. La competencia de cambiar hacia arriba aquélla base poblacional se efectúa en función del “censo general” que “sólo podrá renovarse cada diez años” (artículo 47 in fine, CN). Así, distintas leyes fueron fijando indirectamente el número de diputados que correspondía a cada distrito al fijar la cantidad de habitantes por diputado conforme a los sucesivos censos, y en varias ocasiones fijando un número mínimo de diputados por distrito.

La ley de facto 22.847/83, además de convocar a elecciones por restablecimiento del gobierno democrático, fijó la base de un diputado cada 161.000 habitantes o fracción no inferior a 80.500 pero creado tres bancas más por cada distrito, y aclarado que en ningún caso la representación podrá ser inferior a 5 diputados por distrito.

La permanencia de 257 diputados, determinados desde la provincialización de Tierra del Fuego, no parece ajustarse a nuestra realidad poblacional finisecular.

Formas de elección:
La elección de los diputados se efectúa de modo directo y a simple pluralidad de sufragios, considerándose a las provincias, a la ciudad de Buenos Aires y a la capital federal como distritos electorales de un solo estado.
El artículo 45, parte 1ª de la Constitución Nacional señala que son “elegidos directamente por el pueblo de las provincias, de la Ciudad de Buenos Aires, y de la Capital en caso de traslado […] a simple pluralidad de sufragios”. Se mantiene la técnica tradicional del ex artículo 37 de no establecer el régimen electoral y dejar librada esta cuestión a la discrecionalidad del Congreso mediante una  “ley general” (art. 49). También se mantiene la división del país en distritos electorales coincidentes con las entidades miembros del Estado federal a los exclusivos fines de la elección (no de la representación).

La novedad introducida en 1994 es la de distinguir entre la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y la Capital Federal como “distritos electorales” diferentes, lo que solo cobrará sustancia en caso de que efectivamente se produzca el traslado capitalino fuera del distrito porteño.
Condiciones de elegibilidad:
Artículo 48: “Para ser diputado se requiere haber cumplido la edad de veinticinco años, tener cuatro años de ciudadanía en ejercicio y ser natural de la provincia que lo elija, o con dos años de residencia inmediata en ella”. 
Este artículo establece una serie de recaudos asertivos (que se deben tener o poseer) a la época de la incorporación de los diputados a la Cámara a tenor del propio texto:

· Edad de veinticinco años: se ha adoptado por fijar una edad mínima fija, por encima de la mayoría de edad.

· Cuatro años de ciudadanía en ejercicio: dicho término se comienza a contar desde el día en que los nativos cumplen 18 años, pues a partir de ese momento pueden ejercer la ciudadanía y desde el día en que los extranjeros obtienen la carta de ciudadanía, por sentencia firme de la justicia federal.

· Ser natural de la provincia que lo elija o tener dos años de residencia inmediata en ella: los nacidos en la provincia no precisan residir en forma inmediata a la elección durante ningún período de tiempo para ser elegido diputado. El servicio federal, civil o militar no da residencia en la provincia en que se lo ejerza cuando no sea la del domicilio habitual del empleado (art. 34, CN).
Duración del mandato y renovación de la cámara:
Los diputados duran cuatro años, y son reelegibles indefinidamente, pero la cámara se renueva por mitad cada bienio (a cuyo efecto, los nombrados para la primera legislatura debían sortear, luego que se reunieran, los que habrían de salir en el primer período; el primer sorteo tuvo lugar el trece de julio de 1855).

Esta norma del artículo 50 sufrió fractura en el orden de las conductas cuando el poder ejecutivo de facto en 1930, 1943, 1955, 1962, 1966 y 1976, disolvió las cámaras del congreso. El sorteo previsto para la “primera Legislatura”, necesario para posibilitar el comienzo de la renovación parcial que luego se transforma en automática, fue repetido al reinstalarse la democracia luego de cada gobierno de facto. La última vez que esto ocurrió fue el 10 de diciembre de 1983, por ello es que las renovaciones parciales se hacen a fines de cada benio y no al comienzo del año legislativo, que hoy es el 1º de marzo. A su vez, el artículo 50 dispone la simple reelegibilidad, lo cual debe entenderse, lo cual debe entenderse como indefinida.
Elección en caso de vacancia:
El artículo 51 de la Constitución Nacional establece que “en caso de vacante, el gobierno de provincia, o de la Capital, hace proceder a elección legal de un nuevo miembro”. Este artículo hace referencia a que, ante la vacante de uno o más diputados por muerte, renuncia, separación, inhabilidad o incapacidad permanente, la Constitución prevé una nueva elección; es decir, el gobierno a cuyo distrito electoral corresponda el cargo vacante debe ejecutar la ley nacional por medio de la convocatoria respectiva. El nuevo diputado electo no cumple un período íntegro, sino que completa el de su antecesor.
Esta regulación ha caído en desuso, y con el dictado de la ley 16.582, luego la 19862 y por último la 22.838, los candidatos que no resultasen electos asumen la calidad de suplentes, en el orden en que se encuentran colocados en las listas partidarias.
Por su parte, el vigente Código Nacional Electoral dispone en su art. 164: “En caso de muerte, renuncia, separación, inhabilidad o incapacidad permanente de un Diputado Nacional lo sustituirán quienes figuren en la lista como candidatos titulares según el orden establecido. Una vez que ésta se hubiere agotado ocuparán los cargos vacantes los suplentes que sigan de conformidad con la prelación consignada en la lista respectiva. En todos los casos los reemplazantes se desempeñarán hasta que finalice el mandato que le hubiere correspondido al titular”.
Privilegio de iniciativa. Arts. 39, 40 y 52 C.N.:
· Es cámara de origen en materia de leyes sobre contribuciones y reclutamiento de tropas (art. 52, CN).
· Es fiscal en el juicio político (art. 53, CN).

· Es cámara receptora de las iniciativas populares (art. 39, párrafo 1º, CN).

· Tiene la iniciativa para someter a consulta popular vinculante un proyecto de ley (art. 40, párrafo 1º, CN).
7.2. Cámara de Senadores. A quién representa. Bases de la representación. Formas de elección. Condiciones de elegibilidad. Duración del mandato. Renovación. Elección en caso de vacancia. Privilegio de iniciativa. Art. 75 incisos 2 y 19 C.N. El Senado como Consejo de Gobierno.

Cámara de Senadores:
La reforma de 1994 ha sido tan profunda, indica Quiroga Lavié, que podemos hablar de un nuevo Senado tanto en su versión permanente como transitoria en relación a su histórica formulación. La Convención Constituyente de 1994 optó por esta dualidad de regímenes al introducir modificaciones sustanciales en la composición senatorial, pero, a la vez, respetando el mandato de los senadores en funciones al momento de la reforma y hasta “la extinción del mandato correspondiente a cada uno” (D. T. 4ª, párrafo 1º, CN), circunstancia que operaría en forma definitiva recién el 9 de diciembre de 2001 (D. T. 4ª, párrafo 8º y D. T. 5ª, CN). De esta forma, el senador transitorio abarca el período 1955-2001, y el senador permanente a partir de esta última fecha.
A quién representa:
Las provincias son entidades políticas integrantes del Estado (Preámbulo), que contribuyeron a la organización constitucional, dice Zarini. Por esos motivos se les dio representación en el Gobierno federal, y se instituyó el Senado para que todas las provincias gozaran de igual influencia política. Se consideró que ninguna tenía derechos particulares que pudieran darle hegemonía; ésta fue pretendida más de una vez por Buenos Aires, pero fracasó ante la cerrada oposición de las demás provincias.
Bases de la representación:
La primera parte del artículo 54 de la Constitución Nacional establece que “El Senado se compondrá de tres senadores por cada provincia y tres por la ciudad de Buenos Aires”.
En la reforma de 1994 se suprimieron los senadores por la Capital Federal, que dejará de tenerlos si se traslada fuera de la ciudad de Buenos Aires. Así el Senado se integrará con senadores de cada provincia y con senadores por la ciudad de Buenos Aires (como un distrito autónomo).

El número de tres senadores por provincia y por la ciudad de Buenos Aires obedece al propósito de organizar una Cámara poco numerosa, que sirva de contrapeso y de equilibrio al otro cuerpo legislativo, con muchas más integrantes en virtud del sistema establecido para su organización.
Formas de elección:
Continúa el artículo 54 disponiendo que serán “elegidos en forma directa y conjunta, correspondiendo dos bancas al partido político que obtenga el mayor número de votos, y la restante al partido político que le siga en número de votos. Cada senador tendrá un voto”.
Antes, los senadores eran elegidos en forma indirecta, por medio de las legislaturas en las provincias y, en Capital Federal, en elección indirecta por el colegio electoral. Con el sistema adoptado ahora por este artículo, la elección de los senadores será directa y estará a cargo del pueblo de cada provincia y, en su caso, de la ciudad de Buenos Aires. El adjetivo “conjunta” debe entenderse como simultáneo de los tres representantes de cada distrito (para hacer posible la distribución de bancas).
Corresponden “dos bancas al partido político que obtenga el mayor número de votos, y la restante al partido político que le siga en número de votos”. Este fragmento del artículo encuentra su fuente en el “fundamento” de la Comisión Asesora para el Estudio de la Reforma Institucional (mayo de 1971) que expresa: “El aumento cuantitativo persigue el objetivo de acentuar una composición que, numéricamente, confiera más importancia a la representación provincial y a la propia función del Senado, y fundamentalmente al propósito de asegurar la participación de las minorías”.
La Ley 24.444 de modificación del Código Nacional Electoral dispone que “cada elector votará por una lista oficializada con dos candidatos titulares y dos suplentes” (art. 156), resultado electos “los dos titulares correspondientes a la lista del partido o alianza electoral que obtuviere la mayoría de los votos emitidos y el primero de la lista siguiente en cantidad de votos” (art. 157). Quiroga Lavié objeta a esta reglamentación legal que ha omitido el respeto al denominado “cupo femenino” que impone el artículo 37, párrafo 2º de la Constitución Nacional y que por la disposición transitoria 2ª de la Constitución exige armonizar lo normado por la Ley 24.012 también a la hora de elegir senadores. Esta situación subsanada por el Decreto 1246 (art. 2: El TREINTA POR CIENTO (30%) de los cargos a integrarse por mujeres, según lo prescripto por la Ley N° 24.012, es una cantidad mínima […]; y art 3: se aplicará a la totalidad de los candidatos de la lista respectiva que cada Partido Político).
Condiciones de elegibilidad:
Artículo 55: “Son requisitos para ser elegidos senador: tener la edad de treinta años, haber sido seis años ciudadano de la Nación, disfrutar de una renta anual de dos mil pesos fuertes o de una entrada equivalente, y ser natural de la provincia que lo elija, o con dos años de residencia inmediata en ella”.
Quiroga Lavié expresa que, si bien la Constitución dice que estos requisitos son exigidos “para ser elegidos senador” y no para su incorporación (como sí lo hace para los diputados), ello no significa que los mismos deban ser elegidos a la época de la elección de los senadores. Dice Zarini, por otro lado, que un ciudadano es elegido senador cuando la mayoría del pueblo de la provincia respectiva, o de la ciudad de Buenos Aires, le otorga sus sufragios; pero no es senador hasta que esa Cámara (el Senado) aprueba su diploma (art. 64), si bien goza de dichos privilegios desde el momento de la elección (art. 69).
En consecuencia, es preciso reunir los requisitos de este artículo al tiempo de la elección:

1. Treinta años de edad: al igual que para los diputados, se optó por fijar una edad mínima superior a la mayoría de edad, con la diferencia de que aquí es mayor. Dice Zarini que el constituyente determinó esta edad con la finalidad de formar una Cámara con representantes reposados, con madurez y experiencia.

2. Haber sido seis años ciudadano de la Nación: se requieren dos años más que para ser diputado. Zarini, por un lado, señala que se esta diferencia se da en virtud de las importantes atribuciones políticas, diplomáticas y judiciales del Senado que exigen un indiscutible patriotismo, mientras que Quiroga Lavié, afirma que esta ampliación del pazo se por el aumento mínimo de edad. Esta exigencia se impone a los argentinos legales (por opción o por naturalización) y se empieza a contar desde el día en que los extranjeros obtienen la ciudadanía argentina por sentencia firme de la justicia federal.
3. Disfrutar de una renta anual de dos mil pesos fuertes o de entrada equivalente: este requisito no está de acuerdo con un régimen democrático y republicano ni responde a los antecedentes del país, en el que existieron grandes patriotas carentes de fortuna. Hoy esta cláusula carece de significación por su exiguo (pequeño, insignificante) monto y la desvalorización monetaria, es decir, ello ha motivado que se la considere derogada por desuetudo. Bidegain, por su lado, ha señalado que la renta exigida rondaría mensualmente los US$ 3.000.
4. Ser natural de la provincia que lo elija, o con dos años de residencia inmediata en ella: al igual que los diputados, los nacidos en la provincia no precisan residir en forma inmediata a la elección durante ningún período de tiempo para ser elegido senador. El servicio federal, civil o militar no da residencia en la provincia en que se lo ejerza cuando no sea la del domicilio habitual del empleado (art. 34, CN).
Duración del mandato. Renovación:
El nuevo artículo 54 de la Constitución introduce tres novedades respecto al sistema anterior:

1. Reduce el mandato de nueve años de los senadores a sólo seis.
2. La renovación parcial de la Cámara se efectúa cada benio por tercios en lugar de hacerla cada tres años.

3. Dicha renovación se hará “por distritos electorales” (se renuevan conjuntamente los tres senadores del mismo) en sustitución del anterior sistema que imponía la renovación con independencia del distrito representado.

Para posibilitar el comienzo de la renovación parcial, también se recurre a la suerte: por ejemplo en el 2001 se determinaron qué distritos renovarían senadores en el 2003 y en el 2005 (disposición transitoria 5ª, CN).
Elección en caso de vacancia:
Artículo 62: “Cuando vacase alguna plaza de senador por muerte, renuncia u otra causa, el Gobierno a que corresponda la vacante hace proceder inmediatamente a la elección de un nuevo miembro”.
Antes de la reforma de 1994 para senadores, con base en el adverbio “inmediatamente” (ex art. 54, similar al actual 62) y facilitado por la elección indirecta de los mismos, no regía la figura del senador “suplente” en caso de vacancia.

La situación se modifica a partir de la disposición transitoria 4ª, párrafo 7º de la Constitución Nacional al disponer que “Toda vez que se elija un senador nacional se designará un suplente, quien asumirá en los casos del artículo 62”. No obstante estar inserta esta cláusula en las disposiciones transitorias, debe considerarse de aplicación permanente. Así lo entendió la Ley 24.444 al modificar el Código Nacional Electoral y disponer que habrá candidatos a senadores titulares y suplentes (art. 156: “Cada elector votará por una lista oficializada con dos candidatos titulares y dos suplentes”) y que “los suplentes sucederán al titular por su orden en el caso previsto en el artículo 62 de la Constitución” (art. 157).

Privilegio de iniciativa. Art. 75 incisos 2 y 19 C.N:
El Senado es cámara de origen en el tratamiento de materias que interesan a las entidades miembros del Estado federal: ley convenio de coparticipación (art. 75, inc. 2º, párrafo 4º, CN).
También para las iniciativas que prevé el artículo 75, inciso 19, párrafo 2º, el Senado ha de ser cámara de origen a efectos de proveer el crecimiento armónico de “la Nación” y al poblamiento de su territorio, y para promover políticas diferenciadas que tiendan a equilibrar el desigual desarrollo relativo de provincias y regiones.
El Senado como Consejo de Gobierno.
El Senado actúa como Consejo de Gobierno en todas aquellas oportunidades en que presta consentimiento o autorización para que el Poder Ejecutivo realice determinados actos de gobierno. Así, por ejemplo, la declaración de estado de sitio o cuando presta acuerdo para el nombramiento de magistrados judiciales.
8. Comisión bicameral Permanente. Base constitucional. Conformación. Competencia.

En nuestro derecho constitucional, el bicamerismo no se apoya en una mera división interna del órgano y del trabajo que la constitución le encomienda al asignarle sus competencias. Así, indica Bidart Campos que la división del Congreso atiende a la forma federal de nuestro Estado.

El bicamerismo federal tiene su modelo en la constitución de los Estados Unidos, y responde  a la teoría de que la cámara de representantes (diputados) representa al “pueblo”, y la de senadores a los Estados miembros o provincias.

Nuestro art. 45 establece que “un congreso compuesto de dos cámaras, una de diputados de la nación, y otra de senadores de las provincias y de la ciudad de Buenos Aires, será investido del poder legislativo de la nación”. La Cámara de diputados, según la norma escrita, representa al “pueblo” (o a la nación). Es la dogmática de la representación política en la teoría de la democracia popular.

La norma no tiene ni puede tener vigencia sociológica, porque no hay representación de todo el pueblo ni de la nación. De la norma sólo tiene vigencia sociológica la existencia de una Cámara de diputados, que no representa al pueblo en su conjunto (a lo sumo, en la constitución material, los diputados representan a sus partidos políticos). La Cámara de Senadores representa, según la misma norma, a las provincias respectivas y a la Ciudad de Buenos Aires. Esta representación puede tener vigencia, porque las provincias sí son representables en cuanto a Estados miembros con calidad de personas jurídicas; lo mismo la ciudad de Buenos Aires.

9. Derecho de Procedimiento Parlamentario. Concepto. Contenido. Fuentes; Constitución Nacional y Reglamentos Internos de las Cámaras del Congreso.

El derecho parlamentario es la parte del derecho constitucional del poder que se refiere a:

a) La constitución del Congreso en sentido formal, o sea, desde las sesiones preparatorias hasta la incorporación de los legisladores, abarcando el juicio sobre la validez de la “elección-derecho-título” de los mismos, la aceptación de sus diplomas, el juramento, y la constitución de las autoridades;

b) Los llamados privilegios o inmunidades individuales y colectivos;

c) El funcionamiento del Congreso: sesiones y sus clases, duración, modo de reunión, carácter de las mismas, formas de emisión de los actos de su competencia, quórum, mayoría de votos, etc.

Algunos de estos aspectos están regulados por la propia constitución formal; otros mediante el Reglamento Interno de cada Cámara que ambas dictan por expresa competencia acordada por la constitución (art. 66, CN); muchos surgen de la práctica o costumbre (derecho espontáneo), especialmente por la intercalación de los partidos políticos en la dinámica del derecho constitucional del poder.

9.1. Sesiones preparatorias. Sesiones ordinarias. Sesiones prórroga. Sesiones extraordinarias.
Las sesiones preparatorias:
No están previstas expresamente en la Constitución; su base normativa surge de los reglamentos internos de cada Cámara y son las primeras en el orden del tiempo.

Tiene por objeto recibir a los electos que han presentado diploma expedido por autoridad competente, y elegir las autoridades de cada Cámara. El juramento de diputados y senadores es exigido por el artículo 67 de la constitución, y se presta en el acto de la incorporación con objeto de desempeñar debidamente el cargo y de obrar en todo de conformidad a lo que prescribe la Constitución. Las Cámaras han elaborado sus fórmulas, que pueden ser religiosas y laicas.
En la Cámara de Senadores, según su reglamento, se reúnen el 24 de febrero de cada año para designar autoridades y fijar días y horas de las sesiones ordinarias (art. 1º), y el 29 de noviembre de cada año de renovación parcial para incorporar a los nuevos senadores (art. 2º).
En la Cámara de Diputados, según su reglamento, se reúnen dentro de los diez primeros días de diciembre de cada año para elegir autoridades, y dentro de los últimos diez días de febrero de cada año para fijar días y horas de las sesiones ordinarias (art. 1º).

El juicio de la elección por las Cámaras
La constitución también prevé una facultad de las Cámaras, privativa de cada una de ellas y que suele incluirse entre sus “privilegios colectivos”. Ésta se ejercita normalmente en las sesiones preparatorias y es la que contiene el artículo 64 que establece que “cada cámara es juez de las elecciones, derechos y títulos de sus miembros en cuanto a su validez”.

Es decir, este artículo confiere a las cámaras el privilegio de examinar la validez de “título-derecho-elección” (por ejemplo, si el electo reúne las condiciones que la constitución exige), pero no puede juzgar el acto electoral en su totalidad, ya que serían aspectos contenciosos del proceso electoral (por ejemplo, la validez de los votos). Además, según Bidart Campos, en ciertas situaciones especiales cabría el control judicial sobre los juicios hechos por cada Cámara, empero a que nuestra Corte Suprema indique que el ejercicio de esa facultad no debe ser interferido o limitado por una resolución de ella debido a que muchas causas judiciales fueron reputadas como políticas o no justiciables.
Las sesiones ordinarias:
El Congreso tiene asignado un período ordinario de sesiones y un receso entre tales períodos.
El artículo 63 dice que ambas Cámaras se reunirán en sesiones ordinarias todos los años desde el 1º de marzo hasta el 30 de noviembre.

Como el artículo 99 inciso 8º menciona entre las facultades del presidente de la República la de hacer anualmente la apertura de las sesiones del Congreso, se suscita la duda de si es imprescindible ese acto presidencial para que el Congreso entre en funciones. Pero se ha llegado a la conclusión de que el ejecutivo tiene la “obligación constitucional” de convocar a las Cámaras el 1º de marzo y de abrir sus sesiones ordinarias; si no lo hace, el Congreso tiene competencia para reunirse de pleno derecho, y debe hacerlo. De lo contrario, estaríamos en presencia de un obstáculo ocasionado por una omisión presidencial que la división de poderes no tolera.
Sin embargo, en el derecho constitucional material, la fecha inicial del período ordinario no siempre ha sido respetada.

También cabe destacar que, fuera del período de sesiones, no pueden las cámaras sesionar, pero sí ejercer las competencias que no demandan sesión (por ejemplo, pueden reunirse las comisiones, los bloques, las comisiones investigadoras, etc.).
Las sesiones de prórroga y extraordinarias.
El artículo 63 agrega que “pueden ser convocadas (las Cámaras) extraordinariamente por el presidente de la Nación, o prorrogadas sus sesiones”. Coordinando esta norma con la del inciso 9º del artículo 99, que establece que el presidente de la República “prorroga las sesiones ordinarias del Congreso o lo convoca a sesiones extraordinarias cuando un grave interés de orden o de progreso lo requiera”.
En suma, siguiendo la interpretación de Bidart Campos:

a) Las sesiones extraordinarias deben siempre ser convocadas por el poder ejecutivo no pudiendo el Congreso disponer por sí solo su realización;

b) La prórroga de las sesiones ordinarias puede ser dispuesta tanto por el presidente de la República como por el mismo Congreso.

En la prórroga de las sesiones ordinarias el Congreso continúa su período anual, y mantiene la plenitud de la competencia del cuerpo, y cada Cámara la propia de sus facultades privativas. En cambio, en las sesiones ordinarias el Congreso no dispone de la plenitud de su competencia, que queda circunscripta a las cuestiones que provocan la realización de las sesiones, y que son fijadas por el presidente de la República.

Ahora bien, una vez efectuada la convocatoria y determinado el temario, el poder ejecutivo no puede privar al Congreso de su competencia para reunirse y tratarlo; la facultad del ejecutivo se limita al impulso inicial (con la determinación de los asuntos a tratar), una vez dado el cual tampoco puede sustraer el proyecto.

9.2. Quórum. Concepto. Tipos de quórum. Quórum para sesionar. Quórum para aprobar: quórum simple y quórum agravado.
Concepto:
En el derecho parlamentario se denomina quórum al número mínimo de miembros para que el órgano colectivo (en el caso, cada Cámara del Congreso) pueda sesionar (tanto para su inicio, duración o finalización), de modo que los miembros presentes superen a los ausentes. Cada Cámara necesita para sesionar la presencia de la mitad más uno (o más de la mitad, en ciertos casos) del número de legisladores (art. 64: ninguna de las Cámaras entrará en sesión sin la mayoría absoluta de los miembros). Por ejemplo suponemos 187 legisladores, más de la mitad son 94.
La minoría compele a los legisladores que no concurran a formar quórum en los términos y bajo las penas que cada Cámara establecerá (art. 64 in fine). Ni la Constitución ni los reglamentos de ninguna de las Cámaras establecen qué se entiende por minoría; por ende, cualquier número mayor a dos legisladores puede sesionar en minoría con el señalado fin. En cambio, es claro el procedimiento a seguir según el texto constitucional: la minoría (reunida en sesión de tal carácter) intimará la asistencia de los ausentes, bajo apercibimiento de las penas que cada Cámara ha dispuesto previamente para tales casos y que serán aplicadas a posteriori por el cuerpo.
Mayorías para decidir:
La regla general es la mayoría absoluta de los presentes, es decir, sobre los votos válidos emitidos. El texto constitucional no lo dice claramente, pero surge del artículo 66 in fine y del artículo 81, parte 3ª de la Constitución Nacional.
Sin embargo, la Constitución, en especial luego de la reforma de 1994, introduce casos de excepción en los que se exige una mayoría especial o calificada:

a) Mayoría absoluta de la totalidad de los miembros, y

b) Dos terceras partes, sobre los presentes o sobre la totalidad de los miembros.
9.3. Privilegios e inmunidades parlamentarias: colectivos e individuales. De la formación y sanción de las leyes. Arts. 77 y siguientes. Iniciativa popular. Consulta vinculante y no vinculante. Arts. 38 y 40 C.N.
Privilegios e inmunidades parlamentarias: colectivos e individuales:
Los llamados “privilegios parlamentarios” se reputan establecidos en interés del parlamento o Congreso como órgano, y se alega que tienen como finalidad asegurar la independencia, el funcionamiento y la jerarquía del mismo. Por eso se los llama también inmunidades, en cuanto preservan el órgano.
Quiroga Lavié afirma que las inmunidades parlamentarias son aquellas protecciones especiales cuya finalidad es conservar la independencia y seguridad tanto de los miembros del Congreso como del conjunto de éste. Se señala que son parte esencial del sistema representativo sin las cuales éste no puede funcionar. En suma, su justificación se encontraría en el origen popular del mandato de los miembros del Congreso, los cual recién se consuma plenamente para los senadores a partir del 2001. 

Estas prerrogativas son de dos clases: las personales (a favor de cada uno de los miembros, explícitamente reconocidas en el texto constitucional) y las colectivas (a favor de cada Cámara como cuerpo, contenidas implícitamente).

Entre los privilegios colectivos se incluyen: a) el juzgamiento por cada Cámara de la validez de “elección-derecho-título” de sus miembros; b) la competencia de cada Cámara para hacer su reglamento; c) el poder disciplinario de cada Cámara sobre sus propios miembros, y aún sobre terceros extraños; d) el derecho de cada Cámara de hacer comparecer a su sala a los miembros del poder ejecutivo; e) se incluye también como privilegio el aceptar las renuncias que voluntariamente hacen de sus cargos los legisladores.
Entre los privilegios personales se cita: a) la inmunidad de opinión y expresión; b) la inmunidad de arresto; c) el desafuero; d) la dieta.

Inmunidades individuales de los legisladores:
La Constitución reconoce dos inmunidades a los legisladores (art. 68 y 69/70, CN). Éstas se fijan en función de los altos fines políticos que se ha propuesto: asegurar la independencia y la existencia misma del órgano al cual pertenece. Por ello no ceden las inmunidades durante el estado de sitio, y además rigen en todo el territorio del país.
Quiroga Lavié las define como limitaciones constitucionales a la aplicabilidad penal y/o procesal penal, más o menos amplias. Se distinguen dos tipos de inmunidades o dos aspectos de ellas:

· de opinión (art. 68, CN), y

· de arresto (arts. 69/70, CN).

La reforma de 1994, si bien no modificó el contenido de las inmunidades de dichos artículos, las extendió al Defensor del Pueblo (art. 86, párr. 2º, CN) y a los integrantes del Ministerio Público (art. 120, párr. 3º, CN).

Estas cláusulas constitucionales habían sido tradicionalmente reglamentadas por los códigos procesales penales (la última vez, por los arts. 189/191, CPPN). Las mismas fueron derogadas en septiembre de 2000 por la denominada “Ley de Fueros” (25.320). Esta ley modifica el trámite de desafuero de quienes tienen inmunidad de arresto.
INMUNIDAD DE OPINIÓN:
No “ser acusado, interrogado judicialmente, ni molestado por las opiniones o discursos que emita desempeñando su mandato de legislador” (art. 68, CN).

Conductas protegidas: La prohibición comprende a todo dicho, expresión o manifestación de ideas, tanto en forma verbal como escrita, en la medida en que se formulen en el ejercicio de sus funciones. De esta forma, se encuentran alcanzadas por esta inmunidad las expresiones formuladas durante las sesiones de las Cámaras o en las reuniones de comisión o con motivo de redactar o preparar un informe o un proyecto de ley, de resolución o de declaración; la prohibición también cubre la emisión de los votos en la Cámara y la publicación de dichas opiniones, discursos o votos por la prensa.

No cubre las opiniones o expresiones de los legisladores vertidas fuera del desempeño de sus tareas tanto en la vía pública, en la actividad privada como durante una reunión de prensa; La amplitud de la protección comprende a los efectos de las opiniones o manifestaciones que afectan tanto a particulares como a otros legisladores o a cualquier funcionario público. No alcanza a otras manifestaciones que no sean verbales o escritas.

Ámbito temporal: Si bien no lo dice el artículo 68, se infiere del gerundio “desempeñando”. Por tanto, su protección recién opera desde el día de su incorporación a la Cámara y no desde la elección. Así lo interpretó la Corte en el caso “Varela Cid” de 1992 (F. 315:1470). De igual forma, vencido su mandato continúa gozando de esta protección por los dichos manifestados durante aquél (la inmunidad de opinión es vitalicia).
Ámbito espacial: Tampoco lo señala el artículo 68, pero debe entenderse que alcanza a dichos u opiniones manifestadas tanto adentro como afuera del recinto legislativo.

Alcance de la protección: Ha dicho la Corte que la inmunidad de opinión debe interpretarse en el “sentido más amplio y absoluto” (caso “Benjamín Calvete” – 1864 – F. 1:297). Este carácter absoluto consiste en que los legisladores expresen sus opiniones o discursos sin que pueda por ello exigírseles responsabilidad civil ni penal, presente o futura. Es decir, que no pueden ser llevados a juicio en los supuestos indicados ni siquiera una vez vencido su mandato. Sólo están sujetos a la remoción que puede efectuar la Cámara de acuerdo con el trámite previsto en el artículo 66 de la Constitución Nacional.
Es necesario darle adecuada precisión a la ambigua palabra “molestado”, pues, toda crítica (política, literaria, etc.) puede molestar mucho, lo que no significa que la libertad de expresión de las personas esté enfrentada por esta inmunidad.
A quiénes protege: Además de los “miembros del Congreso” (art. 68, CN) y la extensión expresa dispuesta por la reforma de 1994 (arts. 86 y 120, CN), también los ministros del Ejecutivo y jefe de Gabinete en tanto desempeñen funciones parlamentarias por convocatoria de alguna de las Cámaras (art. 71 y 101, CN) o por asistencia espontánea a ellas (arts. 106 y 1000, inc. 9º, CN), deberían estar alcanzados por la inmunidad de opinión del artículo 68; asimismo, el vice en tato el presidente del Senado (art. 57, CN).
INMUNIDAD DE ARRESTO:
Ningún legislador “desde el día de su elección hasta el de su cese, puede ser arrestado; excepto el caso de ser sorprendido in fraganti en la ejecución del algún crimen que merezca pena de muerte, infamante, y otra aflictiva” (art. 69, CN).
Conductas protegidas: cubre a todos los actos presuntamente delictivos, excepto los alcanzados por el artículo 68, es decir, por hechos no originados en opiniones vertidas en el desempeño de sus funciones.

La única excepción prevista es que el legislador sea sorprendido in fraganti delito, en cuyo caso cede parcialmente la inmunidad ya que allí procede el arresto mas no la persecución penal plena pues no existe el desafuero automático. Por ende, efectuado el arresto del legislador por haber sido sorprendido flagrantemente, el juez interviniente debe dar cuenta de ello a la Cámara respectiva, con la información sumaria del hecho a fin de proceder al desafuero (caso “Rufino Ortega” -1891-, F. 41:405).

La percepción directa e inmediata por parte de terceros justifica la adopción de la medida cautelar de la detención del legislador, ya sea para interrumpir la comisión del delito o detener sin más al autor. Existen tres supuestos de flagrancia:

1. estricto: sorprenderlo cuando comete el delito;

2. amplio: perseguirlo inmediatamente después de cometerlo; y

3. amplísimo: encontrarlo inmediatamente después de cometerlo, existiendo meras sospechas de su participación.

Ante las imprecisiones semánticas del artículo 69, pareciera que la flagrancia sólo comprende a delitos de cierta gravedad (al menos, nunca a aquellos con pena privativa de libertad inferior a tres años), a tenor del significado que se puede atribuirle al vocablo “crimen” a la luz del Código Procesal Penal de la Nación que distingue entre delitos “correccionales” y “criminales”, según que la prisión prevista sea menor o superior a tres años (art. 25 y 27, Ley 23.984).

El artículo 3º de la Ley de Fueros (25.320) reitera que debe actuarse conforme al artículo 70 de la Constitución Nacional y aclara que en caso de que la Cámara deniegue el desafuero “el juez dispondrá la inmediata libertad del legislador”.

Ámbito temporal: expresamente el artículo 69 duce que esta inmunidad protege a los legisladores desde el día en que fueron elegidos (no desde que se incorporaron a la Cámara, como la inmunidad de opinión) hasta el fin de sus mandatos.
Ámbito temporal: no lo señala el artículo 69. Empero, esta inmunidad no sólo rige dentro del Congreso o durante el viaje del domicilio del legislador hasta el mismo (in itinere), sino también en cualquier lugar y circunstancia.

Alcance de la protección: la inmunidad es de “arresto” (privación de la libertad dispuesta por autoridad competente) pero no de proceso penal, de modo que éste puede iniciarse y continuarse en causas fundadas en razones distintas de las contempladas en el artículo 68, mientras no se dicte orden de arresto o prisión preventiva. En cambio, la prerrogativa no alcanza a los procesos civiles que tengan los legisladores, de tal forma que ellos pueden ser llevados a juicio para satisfacer una responsabilidad civil, contractual o extracontractual.
Así, la inmunidad de arresto no implica una exención del proceso penal a favor de los legisladores, sino que el proceso iniciado queda bajo condición suspensiva de prosecución. El juez penal puede y debe adelantar el sumario cuanto le sea posible (con tal de que no arreste al legislador acusado) hasta averiguar la verdad de la causa.
Los legisladores arrestados en violación de la inmunidad tienen derecho a que la Cámara adopte medidas efectivas e inmediatas para obtener su libertad, puesto que el objeto de estos privilegios es asegurarles su asistencia a las sesiones legislativas.

La Corte ha sentado la doctrina de la improcedencia de la inmunidad si el legislador es arrestado por orden de un juez por haber menospreciado su investidura con motivo de ejercer defensas a sus estrados (si los legisladores lo desacatan, sin corrección inmediata, en las audiencias o escritos que presentan ante él o en actos ajenos a su mandato de tales).
El artículo 1º de la Ley de Fueros establece que “el tribunal competente seguirá adelante con el procedimiento judicial hasta su total conclusión”; aclara luego que el “llamado a indagatoria no se considera medida restrictiva de la libertad” y que “aun cuando no hubiere sido indagado”, el legislador imputado tiene “derecho […] a presentarse al tribunal, aclarando los hechos e indicando las pruebas que, a su juicio, puedan serle útiles”. Si el legislador no concurriera a prestar declaración indagatoria el juez “deberá solicitar su desafuero”, lo que desactiva cualquier apercibimiento convirtiendo en potestativa del legislador sospechado su comparencia o no ante la justicia. Además, admite que puede dictarse la prisión preventiva mientras ésta no se haga efectiva; y hace una limitación diciendo que  “el allanamiento del domicilio particular o de las oficinas de los legisladores” y “la interceptación de su correspondencia o comunicaciones telefónicas sin la autorización de la respectiva Cámara”.
Desafuero:
Es atribución privativa de cada Cámara suspender en sus funciones a los legisladores querellados ante la justicia penal, a fin de suspenderlos (no removerlos) y ponerlos a disposición del juez competente para su juzgamiento por los hechos involucrados en el sumario examinado (art. 70, CN).
El artículo 70 exige los siguientes pasos para que proceda el desafuero del legislador:

a) pedido de juez penal que está procesando al legislador, quien debe remitir el “sumario” a la Cámara respectiva;

b) recibido el mismo por la Cámara, en “juicio público”, debe examinar el “sumario” y evaluar el mérito probatorio de la acusación para verificar si prima facie (a primera vista, en principio) la misma tiene seriedad;
c) en caso afirmativo, se requiere el voto de los dos tercios de los miembros de cada Cámara (se debe entender de los miembros presentes).

Efecto del desafuero: la Constitución habla de “suspender sus funciones al acusado, y ponerlo a disposición del juez competente para su juzgamiento”. Ello significa que el legislador no pierde su calidad de tal, sino que sólo es “despojado” de sus inmunidades  (la de arresto y la de opinión), se le veda el ejercicio del cargo y se lo priva de las remuneraciones.

Si es absuelto, reasume su cargo; sin embargo, la reincorporación no es automática, pues debe ser dispuesta por la respectiva Cámara a tenor del artículo 64 de la Constitución Nacional. Nada le impide a la Cámara, si considera el legislador se halla incurso en inhabilidad moral sobreviniente a su incorporación, en razón de los hechos analizados en el juicio público substanciado.
Producido el desafuero, como el legislador queda privado temporariamente del ejercicio de su cargo, bien cabe considerar producida una situación de vacancia transitoria que deberá cubrirse que deberá cubrirse por el suplente del partido político del legislador suspendido, mientras la Cámara no resuelva la respectiva reincorporación del desaforado.
Inmunidades colectivas de las Cámaras:
Estas prerrogativas colectivas carecen de recepción expresa en el texto constitucional. El artículo 66 de la Constitución Nacional concede facultad disciplinaria a cada Cámara sobre los mismos legisladores, pero nada dice de terceros ajenos al cuerpo. Se admite que deriva de la facultad expresa de dictar su reglamento, en servicio de los objetivos de independencia y eficiencia en la tarea parlamentaria.

El ejercicio de esta facultad implícita de corregir a terceros no ofrece dudas cuando el hecho se lleva a cabo ante una flagrante inconducta de un extraño dentro de las dependencias del Congreso, pues en esos supuestos es nítida la capacidad de obstaculizar o impedir el ejercicio de las funciones congresionales.

La jurisprudencia de la Corte convalidó sus facultades punitivas a quienes vulneran sus privilegios a partir del leading case de 1877 (“Lino de la Torre”, F. 19:231).

En el derecho parlamentario se denomina “desacato” a toda violación a los privilegios individuales o colectivos inherentes al órgano legislativo, producida por una persona ajena al cuerpo. Se procura asegurar su normal funcionamiento pero también resguardar, según dice, “su decoro” (el art. 165 del Reglamento de la Cámara de Diputados prohíbe “las alusiones irrespetuosas y las imputaciones de mala intención o de móviles ilegítimos hacia las Cámaras del Congreso y sus miembros”). Sobre esa base, las Cámaras han llegado a disponer penas privativas de la libertad a particulares con motivo de “desacatos” a legisladores o al cuerpo, ya sea cometidos dentro del recinto legislativo o fuera del mismo (por ejemplo, por medio de la prensa escrita).
De la formación y sanción de las leyes. Arts. 77 y siguientes:
La Constitución sólo tiene previsto el procedimiento para la formación y sanción de las leyes en el Capítulo V de la Sección Primera (arts. 77/84, CN), actualizado por la reforma de 1994.
Como consecuencia de nuestro sistema presidencialista, en el procedimiento legislativo también interviene el Presidente a través de las denominadas atribuciones colegislativas en virtud del subprincipio de cooperación, y como resultado de la forma bicameral de nuestro Congreso, necesariamente ambas Cámaras deben concurrir con su voluntad a la formación de la ley. En el procedimiento legislativo de sanción de la ley, entonces, se distinguen varias etapas: 1) etapa iniciativa; 2) etapa de sanción de la ley; 3) etapa de control del Poder Ejecutivo; 4) etapa de publicación; y 5) etapa de implementación.
1. Etapa iniciativa:
El artículo 77 de la Constitución Nacional, permite diferenciar dos aspectos del comienzo del iter (el camino) legislativo: Cámara donde se inicia el tratamiento del proyecto de ley y quienes se encuentran habilitados para presentar ese proyecto.
Cámara de origen: la regla es que los proyectos se presentan en cualquiera de ambas Cámaras, salvo las excepciones previstas expresamente en el texto constitucional:

· Cámara de Diputados como Cámara de origen: proyectos relativos a las contribuciones y reclutamiento de tropas (art. 52, CN), iniciativa popular legislativa (art. 39, párr. 1º, CN), y consulta popular vinculante (art. 40, párr. 1º, CN).

· Cámara de Senadores como Cámara de origen: proyectos referidos a coparticipación federal (art. 75, inc. 2º, párr.. 4º, CN), e impulso al desarrollo de provincias y regiones (art. 75, inc. 19, párr. 2º, CN).
Los proyectos pueden ser presentados por:

· Los legisladores: diputados o senadores (individualmente o en grupo) en su respectiva Cámara. También el presidente del Senado (Vicepresidente) lo puede hacer, por ser miembro de la Cámara, cuando tiene un voto en caso de empate.

· El Presidente: salvo las excepciones mencionadas, presenta el proyecto en cualquiera de las Cámaras acompañándolo con un mensaje donde fundamenta las razones del mismo. La reforma de 1994 introdujo dos novedades en esta temática, una de forma y otra de fondo: a) el Jefe de Gabinete debe refrendar “los mensajes del Presidente que promuevan la iniciativa legislativa” (art. 100, inc. 8º in fine, CN), y b) por inferencia del artículo 100, inciso 6º CN, sólo el Presidente tiene iniciativa legislativa en materia de leyes de Ministerios y de presupuesto.
· El pueblo: a través de la iniciativa popular legislativa prevista en el artículo 39 CN, con las limitaciones formales y sustanciales allí previstas: Art. 39.- Los ciudadanos tienen el derecho de iniciativa para presentar proyectos de ley en la Cámara de Diputados. El Congreso deberá darles expreso tratamiento dentro del término de doce meses. 
El Congreso, con el voto de la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara, sancionará una ley reglamentaria que no podrá exigir más del tres por ciento del padrón electoral nacional, dentro del cual deberá contemplar una adecuada distribución territorial para suscribir la iniciativa.
No serán objeto de iniciativa popular los proyectos referidos a reforma constitucional, tratados internacionales, tributos, presupuesto y materia penal.
2. Etapa de sanción de la ley:

Este momento se desarrolla única y exclusivamente en el seno del Congreso, donde se debate y vota la sanción de la ley.

Dentro de esta etapa, luego de la reforma de 1994 se distinguen diversos procedimientos alternativos y/o complementarios a través de los cuales se manifiesta la voluntad del órgano que consiste en la sanción de la ley, para lo cual se usa la siguiente fórmula: “el Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina, reunidos en Congreso […] decretan o sancionan con fuerza de ley” (art. 81, CN que precisa lo dispuesto en el art. 35 in fine CN).
Procedimiento ordinario:
Supone la necesaria intervención del plenario de ambas Cámaras para que el proyecto quede sancionado. Admite dos modalidades:

· Trámite simple: previsto en el artículo 78, parte 1º CN, supone la coincidencia sucesiva e inmediata de ambas Cámaras (la de origen y la revisora) y posteriormente el proyecto sancionado “pasa” al Poder Ejecutivo para su examen eventual y promulgación (art. 78, parte 2ª CN).

Los proyectos de ley presentados en mesa de entradas de la Cámara respectiva son girados por la Presidencia a la respectiva Comisión para su estudio y despacho. Producido éste, el proyecto se trata en pleno de la Cámara donde se informa en general y en particular sobre el mismo. Luego se abre el debate. Concluido éste, se vota por la afirmativa o por la negativa el despacho de la mayoría de la Comisión; sólo cuando el mismo es rechazado se votan los demás despachados.

Los proyectos se discuten, en general, con intervención sucesiva del miembro informante del dictamen mayoritario de Comisión, del informante por la minoría y del autor del proyecto, y por orden de anotación de los demás legisladores. Aprobado en general se discute en particular (en detalle, artículo por artículo) recayendo votación sobre cada artículo.

Aprobado de esta forma el proyecto de ley por la Cámara de origen, pasa para su discusión a la Cámara revisora, donde se repite lo dicho anteriormente.

· Trámite con discrepancias entre las Cámaras: con la reforma de 1994, el nuevo artículo 81 de la Constitución Nacional permite hasta tres (antes de la reforma, cinco) tratamientos por parte de las Cámaras para quedar sancionado definitivamente un proyecto. Este artículo introduce dos novedosas prohibiciones tendientes a la agilización del trámite legislativo: 
1ª prohibición: el 81, parte 2ª CN dispone que “Ninguna de las Cámaras puede desechar totalmente un proyecto que hubiere tenido origen en ella y luego hubiese sido adicionado o enmendado por la Cámara revisora”. 

2ª prohibición: el artículo 81 in fine CN dispone que “La Cámara de origen no podrá introducir nuevas adiciones o correcciones a las realizadas por la Cámara revisora”. Sólo puede aceptarlo o rechazarlo, ambos en forma total, pero nunca volver a modificarlo.

La discrepancia de la Cámara revisora puede ser absoluta o relativa:

Supuesto de discrepancia absoluta: (art. 81) “Ningún proyecto de ley desechado totalmente por una de las Cámaras (por la revisora) podrá repetirse en las sesiones de aquel año”. Ello significa que no puede volver a iniciarse hasta el nuevo período ordinario de sesiones, es decir, no se puede tratar en las de prórroga ni en las extraordinarias correspondientes a ese año legislativo. Bidart Campos sostiene que habrá identidad de proyectos cuando se proponen los mismos objetivos aunque el texto y la redacción sean diferentes.


Supuesto de discrepancia relativa: se da cuando la Cámara revisora introduce “adiciones o correcciones” al proyecto aprobado por la Cámara de origen, lo que necesariamente implica el reenvío a ésta. El artículo 81, parte 3ª dispone para esos casos que “deberá indicarse el resultado de la votación a fin de establecerse si tales adiciones o correcciones fueron realizadas por mayoría absoluta de los presentes o por las dos terceras partes de los presentes”. Si la Cámara de origen está de acuerdo con las modificaciones de la revisora, basta con que ello sea decidido con la mayoría absoluta de los presentes para que el proyecto pase al Ejecutivo para su promulgación (art. 81, parte 4ª CN). Pero si la Cámara de origen pretende insistir en su redacción originaria hay que tener cuenta con qué mayoría la Cámara revisora introdujo modificaciones:

a) Si la revisora modificó con mayoría absoluta de los presentes, a la de origen le basta con la misma mayoría para insistir en el proyecto originario, el cual “pasa” al Ejecutivo (art. 84, parte 4ª CN). En cambio, si la de origen ni siquiera logra esta mayoría, el proyecto que “pasa” al Ejecutivo es el modificado por la revisora.
b) Si la revisora modificó con dos tercios de los presentes, entonces la de origen sólo podrá insistir en el proyecto original con una mayoría igual. Si no logra esta mayoría , el proyecto que “pasa” al Ejecutivo es el modificado por la revisora (art. 81, parte 5ª).

Procedimiento especial (abreviado):
También denominado como “aprobación en Comisión”, es introducido por la reforma de 1994 con el artículo 79 CN a partir de la indicación formulada por la Ley 24.309, con el objetivo de agilizar el trámite en cada Cámara.

Luego de aprobado  un proyecto de ley en general por el pleno de la Cámara (como cualquier proyecto, luego del dictamen de la Comisión), la propia Cámara puede delegar, en ese momento o posteriormente, el tratamiento en particular en la comisión permanente que lo despachó originariamente. Esta delegación debe efectuarse con una mayoría especial (mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de la Cámara), que es la misma que se necesita para que el pleno de la Cámara eventualmente la deje sin efecto y retome el trámite ordinario.
“Una vez aprobado el proyecto en comisión se seguirá el trámite ordinario” (art. 79 in fine CN): esto significa que el proyecto se considera aprobado en la respectiva Cámara por la votación de la Comisión. Si este trámite especial lo dispuso la Cámara de origen, el proyecto “pasa” a la revisora para su discusión y sanción definitiva de la delegación en su respectiva comisión. En cambio, si la delegación la decidió la Cámara revisora, aprobado el proyecto en Comisión “pasa” directamente al Ejecutivo.
Procedimiento ordinario con intervención posterior extraparlamentaria:
La reforma de 1994 prevé dos supuestos en que luego de la sanción congresional es necesaria otra aprobación especial fuera de su ámbito:

· Aprobación por el pueblo en la consulta popular vinculante (art. 40, párr. 1º, CN): el cuerpo electoral interviene en el tramo final del procedimiento de sanción de las leyes.

· Aprobación por las provincias en la denominada ley convenio de coparticipación federal (art. 75, inc. 2º, párr. 2º y ss., CN): se requiere que esta ley sea luego “aprobada por las provincias” y Ciudad de Buenos Aires (art. 75, inc. 2º, párr. 4º in fine). 
Prohibición de sanción tácita o ficta:
Esta normativa introducida por la reforma de 1994 a través del artículo 82 de la Constitución Nacional (“La voluntad de cada Cámara debe manifestarse expresamente; se excluye, en todos los casos, la sanción tácita o ficta.”) no sólo es aplicable para la sanción de las leyes como indicaría su ubicación sistemática, sino que rige para todos los casos (por ejemplo, las resoluciones de ambas Cámaras o de las Comisiones).
Constituye la clave  para efectivizar el control del Congreso sobre las atribuciones normativas del Ejecutivo. La doctrina de Quiroga Lavié opina que, por el nuevo artículo 82, si el Congreso no ratifica expresamente en un lapso razonable los decretos de necesidad y urgencia y los que promulgan parcialmente leyes (o la Comisión Bicameral Permanente para los decretos delegados), todos éstos podrán ser nulificados por la justicia.
Esta disposición, a su vez, tiene el benéfico efecto de evitar en el futuro que se repita cierta jurisprudencia de la Corte Suprema como la doctrina del caso “Peralta” de 1990 en materia de decretos de necesidad y urgencia sobre la validez del silencio legislativo en la materia. 

Caducidad del proyecto de ley:
Se entiende que caduca (“pierde” su estado parlamentario) todo proyecto no sancionado en una Cámara, durante un período determinado. Ante el silencio constitucional, el Congreso ha reglamentado este aspecto mediante diversas leyes.
Por el régimen actual (Ley 13.640 de 1949 modificada por Leyes 23.821 y 23.992), todo proyecto de ley sometido a consideración del Congreso que no obtenga sanción en una de sus Cámaras durante el año parlamentario en que tuvo entrada en el cuerpo o en el siguiente, se tendrá por caducado (art. 1º, párr. 1º); si el proyecto obtuvo sanción en alguna de las Cámaras en el término indicado, éste se prorrogará por un año más (art. 1º, párr. 2º).

3. Etapa de control del Poder Ejecutivo:
Sancionado un proyecto de ley por el Congreso “pasa” al Ejecutivo para su examen: si coincide con la voluntad congresional, lo aprueba (promulga); en cambio, si discrepa, lo desaprueba (veta). Esta etapa supone la obligación del Congreso de comunicar y enviar el proyecto sancionado al Ejecutivo, aunque la Constitución no establece plazo para hacerlo.

Promulgación presidencial:
Esta atribución surge de los artículos 78 in fine y 99, inciso 3º, párrafo 1º de la Constitución Nacional. Es la aceptación sin objeciones al proyecto sancionado que le otorga fuerza imperativa por parte del órgano constitucional encargado de ejecutar la ley. El ejercicio de esta facultad colegislativa admite dos modalidades:

Promulgación expresa: cuando el Presidente manifiesta explícitamente su voluntad concordante con las Cámaras del Congreso a través del dictado de un decreto. La promulgación puede ser total o parcial.

Promulgación tácita: el artículo 80 mantiene el texto histórico al regular la aprobación por el mero transcurso de “diez días útiles” (hábiles) sin que el Ejecutivo se pronuncie expresamente. La norma no señala cuándo empieza a correr el plazo indicado; como dijo la Corte Suprema en el caso “Giulitta” de 1941, debe computarse desde la recepción del proyecto en sede presidencial.

Veto presidencial:
El Presidente puede desechar en todo o en parte un proyecto que venga del Congreso para su examen (art. 83, CN). El veto es una atribución del Presidente por medio del cual impide transitoriamente que el proyecto sancionado por el Congreso se convierta en ley.
No se trata de un impedimento absoluto sino suspensivo que puede sortearse con insistencia del Congreso (subprincipio de no bloqueo). La reforma de 1994 ha completado la regulación básica con el nuevo artículo 80 de la Constitución Nacional.

El plazo para el ejercicio de esta atribución presidencial es de diez días hábiles, a contrario sensu del término para la promulgación tácita (art. 80, parte 1ª, CN).

La reforma de 1994 prevé un caso explícito de prohibición de veto en su artículo 40, párr. 1º, donde dispone que “El Congreso, a iniciativa de la Cámara de Diputados, podrá someter a consulta popular un proyecto de ley. La ley de convocatoria no podrá ser vetado”. Hay otros casos implícitos: declaración de necesidad de la reforma y rechazo congresional de un decreto de necesidad y urgencia.
Trámite ante el Congreso: (art. 83, CN). Es obligación del Ejecutivo que veta un proyecto de ley en forma total o parcial, reenviarlo al Congreso para su reconsideración. En concreto, debe hacerlo a la Cámara de origen. Si el Presidente lo mandase a la revisora, ésta debería girarlo a la de origen.
Si el veto al proyecto es total, no se suscita problema alguno: todo proyecto observado vuelve al Congreso para continuar el trámite legislativo.

En cambio, si el veto es parcial, el efecto que produce no es la promulgación parcial tácita de la parte del proyecto no vetada, pues el artículo 83 de la Constitución dispone que todo el proyecto vuelva a la Cámara de origen (lo aprobado y lo objetado). Según Quiroga Lavié, el Congreso puede modificar lo no vetado (el proyecto es una unidad y su sentido total puede cambiar al modificar una parte), interpretación que surge del artículo 83 que dice: “ésta lo discute de nuevo” (refiriéndose al proyecto y no a las objeciones) y agrega: “si ambas Cámaras lo sancionan por igual mayoría, el proyecto es ley y pasa al Poder Ejecutivo para su promulgación”.
Aclarando lo anterior, la Cámara de origen lo discute de nuevo, y si lo confirma por mayoría de los dos tercios de votos nominales (de los presentes), pasa a la Cámara revisora, quien lo debe sancionar por igual mayoría y método de votación nominal (por sí o por no). Sancionado por el Congreso, el proyecto es ley y pasa al Poder Ejecutivo para su promulgación imperativa. Es decir, que si el Congreso insiste con la mayoría especial requerida por el artículo 83, de ninguna forma cabe un segundo veto del Ejecutivo por tratarse de un mismo proyecto de ley. La insistencia congresional supone su promulgación automática y al Ejecutivo sólo le resta su publicación. En caso de que las Cámaras difieran sobre las objeciones o no reúnan la mayoría exigida el proyecto no puede repetirse en las sesiones de aquel año (art. 83 in fine, CN).

Veto parcial y promulgación parcial: 

A partir de 1967, la Corte Suprema admitió este supuesto en el caso “Colella”, cuya doctrina se ha constitucionalizado con la reforma de 1994 (art. 80, CN).
Prohibición general de promulgar parcialmente: 
El artículo 80, parte 2ª de la Constitución Nacional establece una directiva general al Ejecutivo al decir que “Los proyectos desechados parcialmente no podrán ser aprobados en la parte restante”. Esta cláusula se vincula y refuerza con el artículo 99, inciso 3º, párrafo 2º de la Constitución Nacional en tanto prohíbe al Presidente “emitir disposiciones de carácter legislativo”, expresión que incluye a los decretos de promulgación parcial de leyes, junto a los decretos delegados y de necesidad y urgencia. Pero esta prohibición no es absoluta.

Atribución excepcional de promulgar parcialmente:
Luego de esa prohibición general, el artículo 80 regula la excepción habilitante. A partir de la expresión “Sin embargo” se establecen dos condiciones de fondo (art. 80, parte 3ª) y una remisión procedimental para que el Ejecutivo pueda promulgar parcialmente un proyecto de ley (art. 80 in fine):
· Condiciones de fondo:

a) “autonomía normativa”: significa que la parte no vetada y promulgada (que se convierte en ley) no está vinculada ni sometida a la parte vetada y, por ende, tiene vigencia propia; y

b) “no tolera el espíritu ni la unidad del proyecto”: se suma a lo anterior, en la medida que exige que lo promulgado parcialmente no debe afectar la voluntad del Congreso plasmado en el proyecto completo.

· Remisión procedimental: la promulgación parcial está sujeta al “procedimiento previsto para los decretos de necesidad y urgencia”. Es decir, que se produce un reenvío a lo dispuesto por el artículo 99, inciso 3º, párrafo 3º in fine y párrafo 4º, y al artículo 100 inciso 13 de la Constitución Nacional (reunión de gabinete, refrendo conjunto del Jefe de Gabinete y demás ministros, y control posterior del Congreso previa intervención del la Comisión Bicameral Permanente).
En la medida en que el Jefe de Gabinete debe llevar personalmente a la Comisión Bicameral Permanente el decreto de la promulgación parcial, lo promulgado y vetado parcialmente es lo único que vuelve al Congreso en su trámite normal del artículo 83 CN.

La Constitución, al decir que debe seguir el mismo trámite de los decretos de necesidad y urgencia, pareciera que le otorga la misma fuerza provisoria de éstos. En estos casos, el contralor del Congreso no necesita los dos tercios de los presentes de ambas Cámaras porque no se está rechazando un veto sino ratificando o no la autonomía normativa de un texto y sancionado por las Cámaras anteriormente.

Jurisprudencia de la Corte Suprema:

Caso “Colella c/Fevre y Basset SA” -1967- (F. 268:352):
Hechos: el Presidente por decreto 3643/66 promulgó sólo 4 artículos de la ley 16.881 (sobre contrato de trabajo), y vetó los 59 restantes. Lo promulgado regulaba la extinción del contrato de trabajo y aumentaba la indemnización por antigüedad. Ciríaco Colella invocó esas disposiciones legales en juicio laboral por despido; la empresa, por su parte, invocó la falta de validez de esas normas por la viciosa promulgación parcial con base en el ex artículo 72 CN; acogido el planteo patronal en la Cámara, el actor interpone recurso extraordinario.

Sentencia de la Corte: confirma la sentencia de grado. Considera justiciable la cuestión planteada, sin abrir juicio de un modo general sobre el régimen de la promulgación de las leyes, considera que el proyecto sancionado por el Congreso constituía un todo inescindible, de modo que las normas no promulgadas no han podido separarse del texto dotal sin detrimento de la unidad de éste”. Con esta argumentación declaró inconstitucional la promulgación parcial de la ley 16.881.
Caso “Bustos” -1996- (F. 319:1479): ya reformada la Constitución, la Corte tuvo oportunidad de pronunciarse en un caso donde se discutía la promulgación parcial de la Ley Nacional de Empleo 24.013 que agraviada al actor por fijar un nuevo tope a la indemnización por despido de la Ley de Contrato de Trabajo. Reitera la doctrina del caso “Colella”, pero en esta oportunidad para declarar válida la promulgación parcial. Agrega que esa jurisprudencia se ha visto confirmada por el nuevo artículo 80 CN. Por su parte, el voto del Petracchi aclara correctamente que una promulgación parcial puede ser válida en un determinado contexto e inválida en otros; que una cosa es la unidad en un proyecto y otra muy distinta es que un proyecto sea una y sólo una unidad, ejemplificando con el caso de las leyes “ómnibus” en donde suelen discernirse entidades diferentes en un mismo proyecto.
4. Etapa de publicación:
Sin publicación, la ley no tiene fuerza de tal, como lo recepta el Código Civil (arts. 1º/2º), el que además agrega que la ignorancia del derecho (publicado) no sirve de excusa (art. 20).
La reforma de 1994 le reconoce el lugar que le corresponde e individualiza al órgano encargado de realizarla: luego de promulgar las leyes, el presidente las “hace publicar” (art. 99, inc. 3º, párr. 1º, CN).

La publicación es el acto de hacer conocer el contenido de la ley a toda la comunidad. En la práctica, esta obligación constitucional del Ejecutivo se viene cumpliendo con la inclusión del texto de la ley sancionada y promulgada en el Boletín Oficial, cuya circulación es restringida, más dirigida a funcionarios que a los habitantes.
Quiroga Lavié afirma que esta publicación formal es insuficiente porque no facilita su divulgación, y que, ante esto, debiera darse una efectiva difusión a través de diversos medios (gráficos y/o audiovisuales) que aseguren el real conocimiento de los derechos y obligaciones por parte de sus destinatarios.

Son esencialmente antirrepublicanas (ya que la forma republicana de gobierno implica la publicidad de todos los actos de gobierno) y, por ende, inconstitucionales e inexigibles, tanto las denominadas leyes no publicadas en el Boletín Oficial como las secretas o reservadas.

En los casos de las leyes no publicadas, el Congreso deberá disponer la publicación, ya sea motu proprio (espontáneamente, sin responder a petición previa) o por orden judicial ante un caso concreto de amparo por omisión de esta obligación constitucional del Ejecutivo. Y respecto de las leyes secretas o reservadas, la Corte Suprema en el caso “Díaz Reynolds” de 1973 (F. 286:62)  consideró que la ley de facto “secreta” 19.111 no es “norma jurídica obligatoria” por no haber sido objeto de publicación, además de su origen de facto. Empero, sentó un obiter dictum (“dicho de paso”) donde parece convalidar las leyes secretas cuando se cumplan dos condiciones: a) que no se refieran a la situación individual de las personas, y b) que se trate “de leyes relativas a los graves asuntos de Estado que, por necesaria excepción, pueden no ser publicadas”.
5. Etapa de implementación:
Una vez nacida la ley, puede ocurrir que la misma no sea autoejecutiva, es decir, que necesite para su aplicación de otra norma: un decreto reglamentario o reglamento de ejecución emitido por el presidente (art. 99, inc. 2º, CN). Esta etapa final no se trata de un momento necesario para toda ley, sino sólo para aquellas que carezcan de operatividad.

10. ATRIBUCIONES DE CONTROL

Son las múltiples facultades de control que tiene el Congreso sobre los restantes poderes del Estado federal para evitar la limitación del poder (art. 29, CN) y sobre las provincias para asegurar la forma republicana de gobierno (art. 6 CN). Es una de las formas específicas de darse el subprincipio de control, de manera discrecional, exclusiva y en ella no opera el principio de cooperación por lo cual no cabe la intervención del Poder Ejecutivo.

10.1 JUICIO POLÍTICO. CONCEPTO. FINALIDAD

El juicio político es el control que ejercen ambas Cámaras del Congreso sobre otros órganos del gobierno federal con el fin de hacer efectiva su responsabilidad por las causas que indica la Constitución  a través de un procedimiento especial.

Es un juicio de responsabilidad política, lo cual significa que no se aplica ninguna sanción a los acusados al separarlos de su cargo; la privación de una competencia pública no es sanción, porque ellas no se ejercen a titulo de derecho subjetivo propio, lo mismo respecto a la inhabilitación que se puede disponer. Luego de la destitución, el condenado quedará sujeto a la acusación, juicio o castigo, conforme a las leyes, ante los tribunales ordinarios (art. 60 CN) si correspondiere, en tanto la causa de remoción   que haya sido la comisión de un delito.

Una parte de la doctrina sostiene que es un antejuicio, porque sino se lleva a cabo, no será posible substanciar el proceso penal que pudiera corresponder; esto no surge en forma expresa de la Constitución sino de la doctrina. Se justifica para evitar la frecuencia y facilidad de querella  criminales que podrían estar motivadas en razones políticas, con lo cual se vería afectada más la función que el funcionario. Mientras que la tesis contraria sostiene  que si no fuera posible procesar penalmente a los funcionarios mencionados en el art. 53 CN antes de ser destituidos por el juicio político ¿qué sentido tiene el inciso 5° del artículo 99 CN que exceptuó de la facultad del indulto presidencial a dichos delitos?, si la Constitución previó en forma expresa tal excepción, es porque esos funcionarios pueden ser procesados y penados.

SUJETOS

El articulo 53 CN menciona como funcionarios enjuiciables al Presidente y Vice, Jefe de Gabinete de Ministros y los ministros y los miembros de la Corte Suprema. La Reforma constitucional de 1994 incluyó al Jefe de Gabinete y excluyó a los jueces de los tribunales inferiores, sujetos estos últimos a un nuevo mecanismo de remoción. Esta nómina es en principio taxativa y no puede ser ampliada por ley del Congreso; sin embargo es correcto que la ley  24946 sobre Ministerio Público extienda la aplicación del juicio político a las cabezas de ese órgano: procurador general y defensor general. Fuera de esos supuestos, si una ley exige el juicio político para remover a otros funcionarios, en principio sería inconstitucional.

CAUSAS

El art. 115, párrafo 1° CN lo determina para la remoción de los jueces de los tribunales inferiores, que luego de la reforma están sujetos a un procedimiento diverso de responsabilidad. Dichas causales son:

· Mal desempeño en sus funciones: cuando el comportamiento de los acusados afecta o pone en peligro el orden político del país (sin que se llegue a configurar un delito), o cuando ha excedido en forma reiterada o notable  las competencias que le son propias. La misma la determina ambas Cámaras (Diputados cuando acusa, el Senado cuando juzga). 

· Delito en el ejercicio de sus funciones: se refiere a todas aquellas figuras delictivas previstas en el Código Penal con motivo de la realización de las funciones (incumplimiento de los deberes del funcionario, prevaricato, etc.).

· Crímenes comunes: son los delitos cometidos por el funcionario público sin vinculación alguna con el ejercicio de sus funciones.

PROCEDIMIENTO

· Acusación: sólo la puede realizar la Cámara de Diputados, pues se trata de una atribución exclusiva y excluyente de ésta. Primero se formará una comisión investigadora que estudiará los antecedentes del caso y luego una encargada de sostener en el Senado la acusación.

· Mayoría para acusar: el artículo 53 plantea dos mayorías (a fin de que Diputados ejerza la acusación): por las “causales de mal desempeño” o “por delito en el ejercicio de sus funciones”, basta la mayoría absoluta. En cambio, por la causal de “crímenes comunes”, es necesaria la mayoría de las dos terceras partes de los miembros presentes.

La última parte del articulo exige que Diputados, antes de acusar ante el Senado, haya “conocido de ellos”, lo cual indica que se refiere a los delitos comunes y no a las causales de responsabilidad, y que el párrafo tiene una unidad sintáctica independiente de la primera parte. Si no se respeta ese criterio sintáctico, el resultado será que los dos tercios son requeridos para la acusación por todas las causales previstas en el artículo 53 CN.

Ésta es la tesis prevaleciente en la doctrina constitucional, con  lo cual se le da una máxima estabilidad a los funcionarios que pueden ser acusados, a pesar de que las causales de mal desempeño y delitos cometidos en ejercicio de sus funciones son de mayor notoriedad y trascendencia pública, por lo cual es razonable que se requieran menores exigencias políticas para llevar a cabo el juicio político.

· Juzgamiento: lo realiza el Senado en juicio público; la culpabilidad sólo puede ser declarada por el voto de los dos tercios de los miembros presentes en juicio público (art. 59). Previo a ella podrá disponer la suspensión en las funciones del acusado. Ante el silencio solo puede ser dispuesta por el Senado (es el tribunal constitucional), por simple mayoría.

Este juicio público se efectúa de acuerdo a los siguientes requisitos:

Juramento: los senadores deben prestar juramento en cada juicio en que intervinieran, si no lo realizasen no podrán intervenir durante el trámite del juicio ni votar la sentencia. Bastará con el juramento colectivo ante el presidente del cuerpo.

Presidencia del Senado: la ejercerá el presidente de la Corte Suprema cuando el acusado sea el Presidente de la Nación.

Debido Proceso Legal: debe respetarse en la tramitación del juicio todas las garantías y derechos constitucionales.

El efecto principal del juicio político es la destitución (remoción del  cargo público) o la absolución del que fue juzgado (lo que se logrará de hecho al no obtenerse la mayoría requerida.

REVISIÓN JUDICIAL DE LA DECISIÓN DEL SENADO

Ello sólo cabe a título excepcional y por vía del recurso extraordinario federal ante la Corte Suprema cuando hubiera sido violada la garantía constitucional del debido proceso legal adjetivo (art. 18 CN), por caso, violación de la defensa en juicio o incumplimiento de la mayoría de los dos tercios para producir la destitución. El fallo de la Corte decidirá sólo sobre la validez o invalidez  del procedimiento seguido por el Senado; éste recurso se debe interponer ante el mismo Senado que viene a actuar como superior tribunal de la causa (art. 14, Ley 48 y art. 6, Ley 4055), y en caso de denegatoria o silencio se podrá recurrir directamente ante la Corte Suprema por recurso directo o de queja. Lo podrán interponer: la Cámara de Diputados y obviamente el destituido en su calidad de afectado.

JURISPRUDENCIA DEL CONTROL JUDICIAL DE LA DESTITUCIÓN DEL SENADO

Tradicionalmente  había sido considerada una cuestión política no justiciable (caso Castellanos -1992-, F136:147). Recién a partir de 1986 (caso Graffigna Latino, F 308:961) la Corte aceptó la revisión judicial en caso de estar comprometido el derecho de defensa en juicio (art.18 CN) para supuestos de enjuiciamiento de magistrados locales, que luego se extendió al supuesto de intervención del Senado como órgano  de destitución en el ámbito federal (caso Nicossia de 1993, F316:2940). 

10.2 INTERPELACIÓN A LOS MINISTROS DEL PODER EJECUTIVO

Cada Cámara del Congreso puede interpelar a Ministros y Jefe de Gabinete: “puede hace venir a su sala a los Ministros del Poder Ejecutivo para recibir las explicaciones e informes que estime conveniente” (art. 71, CN); disposición extendida al Jefe de Gabinete por el artículo 101, parte 1° in fine CN.

Se trata de una facultad discrecional de las Cámaras pero de cumplimiento imperativo para quienes son convocados por cada Cámara. La incomparecencia puede determinar la conveniencia de una investigación dirigida a iniciarles juicio político. La materia de la interpelación debe estar referida a cuestiones de interés a la gestión legislativa especialmente lo relativo al cumplimiento por el Poder ejecutivo de las leyes de la Nación; no cabe ni el voto de censura a los ministros ni la renuncia de éstos. La presencia de los ministros en la Cámara debe ser personal, no pueden enviar delegado ningún informe por escrito.

10.3 REMOCIÓN DEL JEFE DE GABINETE MEDIANTE MOCIÓN DE CENSURA.

El mecanismo constitucional para realizarlo funciona como máxima sanción política cuando a los Legisladores (siguiendo criterio político) ya no les merece “confianza”.

Para la misma se exige una mayoría calificada del Congreso pues la votación debe realizarse sobre la totalidad de los miembros a pesar de que el texto no lo diga expresamente (“el voto de la mayoría absoluta de los miembros de cada una de las Cámaras”).
La cláusula constitucional (moción de censura) señala que cualquiera de las Cámaras con una mayoría especial (“mayoría absoluta de la totalidad” de sus miembros) puede interpelar al Jefe de Gabinete “a los efectos del tratamiento de una moción de censura”.

Comienza con la convocatoria de cualquiera de las cámaras a la interpelación, para lo cual, ante el silencio de la constitución, es suficiente la mayoría ordinaria (mayoría absoluta de los presentes). De tal manera que la mayoría calificada que se exige solo es aplicable al momento de decidir si el Jefe de Gabinete es censurado.

Si prospera la moción de censura su efecto principal será que el funcionario no pierda su cargo: le quita credibilidad a su gestión, deslegitima su continuidad en el cargo y puede inducir al presidente a removerlo para recomponer posiciones con el Congreso o al propio Jefe de Gabinete a presentar su renuncia; tampoco implica nulificar sus actos. A su vez, la censura puede constituir, de hecho, la primera etapa en el procedimiento de remoción.

11. ATRIBUCIONES LEGISLATIVAS

11.2 DICTAR CÓDIGOS DE FONDO

La Ley Suprema argentina adoptó el sistema de uniformar el dictado del derecho común atribuyendo dicha competencia al Congreso.

El artículo 75, inc. 12 de la Constitución Nacional establece como atribución del Congreso de la Nación lo siguiente:

“Dictar los códigos civil, Comercial, Penal, de Minería y del trabajo y Seguridad Social, en cuerpos unificados o separados, sin que tales códigos alteren las jurisdicciones locales, correspondiendo su aplicación a los tribunales federales o provinciales, según que las cosas o las personas cayeren bajo sus respectivas jurisdicciones..”

Se precisa que su aplicación se realiza indistintamente por los jueces federales o provinciales, conforme a las reglas de competencia en razón de la materia o la persona.

11.3 APROBAR EL PRESUPUESTO Y CONTROLAR LAS CUENTAS DE INVERSIÓN 

Bielsa definió al presupuesto como un cálculo previo y exacto de los recursos o ingresos y de los egresos o gastos fijados por el Poder Legislativo, para ser realizado en un periodo administrativo que, por principio es de un año. En el caso argentino la confección del presupuesto está a cargo del Poder Ejecutivo y su aprobación o rechazo corresponde, por diferentes procedimientos, al Poder Legislativo. Por la tradicional importancia que se asignó el manejo de los fondos públicos, ha sido siempre representativo el que ha tenido esa elevada misión. 

No puede desconocerse la importancia que mantiene el presupuesto como instrumento formal de conocimiento de la actividad gubernamental, no bastando  con la adecuación formal a las normas, de donde surge la necesidad de aplicar principios concretos de distribución que hagan plena la justicia social establecida como objetivo en la Constitución (art. 75 inc 19 CN). Aquí  debe analizarse la justicia en su contenido intrínseco, en sus dos grandes partes: ingreso y gasto.

Esta atribución le permite al congreso comparar las previsiones presupuestarias para gastar con las ejecutadas por el Poder Ejecutivo Nacional  acorde a dicho presupuesto.

En el caso de la República Argentina la Constitucional Nacional en el artículo 75 inciso 8º, determina: “Fijar anualmente, conforme a las pautas establecidas en el tercer párrafo del inciso 2 de este artículo, el presupuesto general de gastos y cálculo de recursos de la administración nacional, en base al programa general de gobierno y al plan de inversiones públicas y aprobar o desechar la cuenta de inversión”.
Es decir que el congreso debe controlar sobre el cumplimiento de lo fijado en la ley de presupuesto y lo atinente a la autorización del gasto.

La cuenta de inversión debe contar con toda la información que se relacione de una u otra forma con la gestión financiera y patrimonial ejecutada por el poder ejecutivo durante el ejercicio culminado.

Los principales contenidos de la cuenta de inversión podemos dividir en cuatro grandes lineamientos:

1)      La cuenta de inversión debe informar sobre la ejecución del presupuesto, en lo atinente a gastos como a recursos, y es aquí donde el sistema presupuestario de competencia le otorga por intermedio de esa cuenta, la visión íntegra de la gestión financiera y patrimonial del Estado en sus diferentes aspectos.

Mediante este sistema entonces, se reflejan junto a los recursos calculados, los que hubiesen fijado, lo recaudado en relación a lo fijado, y finalmente lo realmente ingresado al tesoro, de forma tal que surja fácilmente el residuo activo (ingresos fijados que restan recaudar). De esta forma el Parlamento conoce la exactitud con lo cual se realizó el cálculo de recursos.

En cuanto a los gastos se refieren a los que se hubieren autorizado, el monto comprometido en relación a los créditos, los gastos incluidos en libramientos de pago y lo efectivamente pagado. De esta manera se conoce el residuo pasivo (compromisos imputados pero impagos al cierre del ejercicio)

La cuenta de inversión debe contener estados que reflejen el movimiento del tesoro, es decir información sobre las entradas y las salidas operadas durante el ejercicio por los distintos conceptos, y los movimientos operados por créditos a corto plazo. Incluye también los estados de activo y pasivo del tesoro, es decir: la existencia de fondos y valores negociables, los créditos de cualquier naturaleza, los recursos fijados y no recaudados, o residuos activos; y, por otro lado, la deuda exigible (gastos imputados y no pagados) o residuos pasivos, y la deuda a corto plazo consistente en anticipos bancarios y letras de tesorería. Se excluye la deuda consolidada – deuda del estado y no del tesoro -, que va en otra relación con el monto de los empréstitos emitidos durante el ejercicio, lo amortizado, tomando cada una de las emisiones con respecto a lo autorizado, y el saldo de la deuda.

Es de suma relevancia reseñar las variaciones patrimoniales sufridas por la hacienda del estado en el curso del ejercicio, haciendo una separación entre las provenientes de la ejecución presupuestaria y las ajenas a ésta y que bien pueden haber aumentado el patrimonio – donaciones hechas al estado – o bien pueden haberlo disminuido, por desgaste, consumo o eliminación de ciertos bienes.

La cuenta de inversión también deberá  referirse a los actos cumplidos por parte del poder administrador o del órgano jurisdiccional independiente, para asegurar la responsabilidad de los agentes de la hacienda del Estado, con indicación de los juicios que en su consecuencia se hubieran promovido, junto con las resoluciones recaídas en cada caso.

11.4 REGULACIÓN DEL COMERCIO EXTERIOR E INTERPROVINCIAL: ¿QUÉ ES COMERCIO? JURISPRUDENCIA. CIRCULACIÓN ECONÓMICA Y CIRCULACIÓN TERRITORIAL. JURISPRUDENCIA.

El inc. 13 del art. 75 de la Constitución le atribuye al congreso de la nación la facultad de reglar el comercio con las naciones extranjeras, y de las provincias entre sí. Ente principio está tomado casi textualmente del anterior art. 67 inc. 12, y es conocido en la doctrina constitucional con el nombre de cláusula comercial. El término comercial debe ser entendido en sentido amplio como comprensivo de toda forma  de comunicación. Abarca desde el tráfico o intercambio hasta la navegación, el transporte de personas o cosas, la transmisión de mensajes, etc.

La competencia será federal siempre que exista comercio interprovincial. Quedan incluidos los supuestos en que haya:

1) comunicación, transporte o actividad que físicamente traspase los limites de una provincia o de ciudad de Bs.As.

2) casos en que la mercadería continúa en transporte aunque el medio usado para transportarla no supere los limites interprovinciales.

Según Quiroga Lavié se encuentran comprendidas en esta facultad:

· la atribución del Congreso de reglamentar la libre navegación de los ríos interiores (art 75 inc. 10 CN)

· la atribución del Congreso de habilitar los puertos que considere convenientes (art 75, inc. 10 CN). La Corte Suprema ha sostenido que esta atribución sólo importa el permiso de cargar y descargar mercaderías, y embarcar y desembarcar pasajeros (caso “Puerto de Rosario”, fallos 111:179)

· la atribución del Congreso de regular el sistema de comunicaciones interprovinciales e internacionales: entre otras, las del telégrafo, teléfono u otros medios (caso “Transradio Internacional” fallos 269:92); la de regular el transporte aéreo de pasajeros y cargas interprovincial e internacional (caso Austral, fallos 279:33); la de regular el transporte de cargas por via fluvial entre puertos argentinos y el extranjero (fallos 278:210)

CIRCULACIÓN ECONÓMICA Y TERRITORIAL

La libertad de la circulación territorial se materializa con el hecho de que los bienes que transitan de un lugar a otro, por el territorio de la República, no son susceptibles de gravamen alguno, por el mero hecho de tránsito.

En cambio, cuando de circulación económica se trata, los estados provinciales tienen plena competencia para gravar esa actividad, toda vez que ella constituye la base del comercio y comprende a las transacciones, actos y contratos que se realizan  con el objeto de  de adquirir y transmitir los bienes sujetos al comercio.

La circulación territorial puede convertirse en económica cuando las mercaderías introducidas al estado provincial llegan a confundirse y mezclarse con la masa general de sus bienes a la cual se incorporan. Por ej. Un cargamento de  maderas que sale de la ciudad de Posadas (Misiones) con destino a Formosa y circula por las rutas de Misiones, Corrientes, Chaco y Formosa, no puede ser gravado por el solo hecho de tránsito. En cambio si, en el mismo itinerario,  se baja madera bruta en algún lugar de estas provincias a fin de aserrarla o vende una parte de ella, para luego continuar su viaje, está incorporando dicho producto a la riqueza  provincial, hecho que habilita a ese estado a tributar tal acto,  porque la circulación territorial ha dejado de ser tal para convertirse en económica. 

La evolución de la jurisprudencia de la Corte Suprema puede dividirse en tres etapas:

A) la primera es la doctrina tradicional y se extiende desde la instalación de la Corte hasta 1966. Se niegan a los gobiernos locales las facultades impositivas en materia de transporte interjurisdiccional. En materia comercial, se admite el ejercicio de facultades impositivas por las provincias en la medida en que no se condicione sus uso, no se discrimine en contra y no se entorpezca la política nacional con excesivas regulaciones.

El vocablo comercio es comprensivo no sólo del tráfico mercantil sino también del transporte de bienes o de personas en el territorio de la Nación (fallos 188:27, 191:502, 230:388). Se debe distinguir entre los derechos de tránsito (prohibidos por la constitución arts 9, 10, 11) del transporte de pasajeros o cargas, que puede ser gravado como contrato de transporte por las provincias, en cuanto revista carácter interprovincial (fallos 188:27, 191:502, 280:388, 279:33, 278:214).

B) Desde 1966 a 1973 se adopta un criterio muy restrictivo en cuanto al alcance de las facultades impositivas de los gobiernos locales. En el fallo recaído en la causa “Transradio Internacional SA v. Provincia de Buenos Aires” el 11/10/1967, el Alto Tribunal invalidó un gravamen que incidía sobre el consumo de energía eléctrica utilizada para la emisión o recepción de mensajes radiotelegráficos al exterior o desde el exterior, destacando que “..la potestad federal de regular el comercio interjurisdiccional es amplia y no puede ser limitada o interferida por las provincias, ya  sea mediante tributos o por otras medidas..” La doctrina mencionada implicó un verdadero cercenamiento de las atribuciones impositivas de los gobiernos locales. En el mismo sentido, con algunos matices, se inscriben distintos pronunciamientos del Alto Tribunal.

En el fallo recaído en la causa “Vila, Luis y otro v. Provincia de Córdoba” la Corte perfecciona la denominada doctrina del “envase original”, conforme a la cual una mercadería se incorpora a la masa local de bienes cuando es tratada como una parte de la masa general de bienes del Estado donde llega, aunque éste en su envase original. 

C) A partir de 1973, la Corte Suprema de Justicia de la Nación, volvió a la doctrina denominada tradicional, generalizándola para los casos de transporte interjurisdiccional. A partir de la sentencia recaída en la causa “Indunor SA”, se estableció como principio que, en la medida en que el tributo local no se aplique por el hecho de la entrada o salida de un producto de determinada jurisdicción, ni importe un tratamiento discriminatorio en beneficio de la producción local, la incidencia económica que el gravamen tenga respecto del negocio interjurisdiccional no es  causa de inconstitucionalidad, ya que la circunstancia de que se tome en cuenta, además de los ingresos por operaciones, actividades o servicios interprovinciales, los de origen interjurisdiccional, interprovincial o internacional, constituye un método razonable de  imposición que responde, en última instancia, a la actividad creadora de riqueza que se produce ene l ámbito físico de la jurisdicción local.

En la causa “Moos, Elias SA v.Provincia de Buenos Aires” la Corte puntualizó la improcedencia de descalificar un gravamen local por su eventual incidencia en el comercio exterior. En el fallo recaído en la causa “Transportes Vidal v. Provincia de Mendoza” del 31/5/1984, la Corte señaló que la protección o inmunidad que los arts. 9, 10, 11 y 67, inciso 12 (actual 75 inciso 13) CN, acuerdan al comercio interprovincial e internacional es la necesaria para evitar medidas con las cuales se pudiera condicionar su curso, discriminar en su contra, someterlo a regulaciones múltiples que lo obstruyan o encarezcan o entorpezcan una determinada política nacional.

11.5 CREAR EL BANCO FEDERAL CON FACULTAD DE EMITIR BILLETES. CREACIÓN DE OTROS BANCOS.

Es atribución del congreso, reconocida por el inc. 6 del art. 75, la de establecer y reglamentar un banco federal con facultad de emitir moneda, así como otros bancos nacionales. Con respecto a la emisión de moneda le corresponde a la nación hacer sellar moneda, fijar su valor y el de las extranjeras; y adoptar un sistema uniforme de pesos y medidas para toda la Nación. 

El Banco Central de la República Argentina tiene funciones específicas de emisión monetaria, también de mantener el valor de la moneda. Así se lo manda su Carta Orgánica, que le asigna ese objetivo como prioritario y también conforme a lo que dispone el art. 75 inc. 6 CN. Fuera del Banco Central esa facultad solo es conservada por el Banco de la Provincia de Bs.As por imperio del Pacto de San José de Flores de 1859, en tanto que esa facultad era ejercida antes de un ingreso a la Confederación. 

La reforma del 94 cambió el término anterior de banco “nacional” por el de banco  “federal”, mostrando mayor énfasis en la participación de las provincias en la dirección política de un banco que, como agente de gobierno, las afecta directamente en sus intereses.

Su actuación debe ser autónoma dentro del gobierno, no fuera del gobierno, para que manteniendo independencia del poder político tenga cierta coordinación con las políticas económicas que se diseñan desde el Ministerio de Economía.

El inciso 6 prevé que el congreso establezca, además del Banco Federal, otros bancos nacionales. Al tener carácter federal el banco aludido en este inciso debe incorporar a representantes de las provincias en sus órganos de conducción y administración. Como la Constitución prohíbe a las provincias en su articulo 126 acuñar monedas, en tanto se les prohíbe también que establezcan bancos con facultad de emitir billetes sin autorización del congreso, por el contrario si este las autorizara por lo tanto podrían emitirlos; siempre que la emisión de estos billetes no circulen legal y obligatoriamente.

11.6 SELLAR MONEDA NACIONAL Y FIJAR SU VALOR. FIJAR EL VALOR DE LA MONEDA EXTRANJERA.

Desde el punto de vista económico, la moneda representa una de las manifestaciones de la soberanía del Estado. El acuñar una moneda para curso legal es una atribución plena, exclusiva e indelegable del Poder Legislativo Federal y no del Poder Ejecutivo, porque afecta la vida económica de todo el país.
Al  sellar la moneda se garantiza bajo la fe del Estado que ella lo representa efectivamente en el mercado de los cambios y transacciones comerciales, y la capacidad del Estado de tener su propia moneda, de cotizarla en el mercado mundial, comparándola con las extranjeras, hace la personalidad del Estado, a su prestigio y a su crédito en el exterior. Como señalaba Juan Bautista Alberdi, es en ese crédito, en ese prestigio de la Nación dado por la fortaleza de su moneda, donde se basa la capacidad o la posibilidad de conseguir empréstitos del exterior. La atribución del Congreso de fijar el valor de la moneda  de curso legal ha sido implementada en el código civil a través del principio nominalista, según el cual el valor del dinero es exclusivamente nominal. 
Al fijar  el valor de las monedas extranjeras, esta atribución se ha desvirtuado en la práctica, por la delegación de dichas funciones a un órgano administrativo (el Banco Central).

Con la jurisprudencia de la Corte, se entiende que la facultad congresional de fijar el valor de las monedas extranjeras es exclusiva cuando se trata de administrarlas en la circulación con el carácter de moneda legal para los pagos. Por ende, la facultad del articulo 75 inciso 11 se refiere a la admisión de circulación de moneda extranjera como de curso legal para los pagos internos, pero no obsta a que el poder ejecutivo fije el cambio de nuestra moneda con relación a la de otros estados.

11.7 POSTAS Y CORREOS. LEY DE BANCARROTAS.

 Según el inc. 14 del art. 75 le corresponde al congreso de la nación arreglar y establecer los correos generales de la nación.

El correo tiene la particularidad de ser el primer servicio público regulado en el país. En 1876, durante la presidencia de Nicolás Avellaneda, se sancionó la ley 816, mediante la cual se dispuso que la Dirección General de Correos y Telégrafos controlara y prestara de manera exclusiva, el servicio postal. 
Esta ley rigió durante 96 años, hasta que en 1972 fue reemplazada por la ley 20216, que creó la empresa ENCOTEL, ratificó el monopolio estatal del servicio y estableció los derechos del usuario frente al operador postal.
En 1993, cuando el Poder Ejecutivo aprueba el Decreto 1187, se concluye el denominado proceso de desregulación, al suprimir la reserva postal exclusiva a favor del Estado Nacional. 
El carácter público del correo emana de la Constitución Nacional. En el texto original de 1853/60, se estipuló que sus rentas integrarían los fondos del Tesoro Nacional y que una de las atribuciones del Congreso es la de arreglar y establecer los correos generales de la Nación. Tales disposiciones no fueron alteradas en la reforma constitucional de 1994.
En 1997, se decidió la privatización del servicio postal estatal (por dos decretos, de llamado a licitación y de concesión respectivamente) y se adjudicó el negocio a un consorcio empresario que debía abonar un canon anual de 102.300.000 pesos. 
Esa suma se pagó sólo durante los primeros dos años y en septiembre de 2001, la empresa concesionaria entró en concurso de acreedores. El Tesoro Nacional dejó de recibir el aporte de fondos previsto en la Constitución y, en 2003, el Poder Ejecutivo determinó el regreso de Correo Argentino a manos del Estado.
La eliminación de la reserva postal exclusiva significó la apertura de un mercado que actualmente se divide entre el correo oficial y firmas privadas. En efecto, del análisis del mercado postal se observa la existencia de dos sectores diferenciados. 
En el primero de ellos operan Correo Argentino y prestadores privados de gran tamaño. Son empresas con alcance nacional e internacional. En el restante, hay más de 120 pequeñas empresas que solo actúan en algunas áreas geográficas del país. 
Los correos privados brindan trabajo a unas 21.000 personas y el oficial cuenta con un plantel de casi 15.000 empleados. Correo Argentino debe mantener sus servicios en zonas de escasa o nula rentabilidad, donde no hay otros correos.

LEY DE BANCARROTAS

Para Bidart Campos tiene naturaleza federal y aún incorporada al código de comercio, no es de derecho común ni puede ser aplicada por los tribunales locales. Lo mismo las disposiciones sobre concurso civil y ello porque el articulo 75 inciso 12 confiere al congreso la competencia para dictar la ley sobre bancarrotas como legislación específicamente federal y distinta de los códigos comunes. La aplicación debe también ser propia de la justicia federal. No obstante, en la constitución material las leyes de quiebras y concursos son consideradas de derecho común y no son aplicadas por tribunales de la justicia federal. 

11.8 NACIONALIDAD, NATURALIZACIÓN Y CIUDADANÍA. CONCEPTO. CÓMO LOS TRATABA A ESTOS INSTITUTOS ANTES DE LA REFORMA DE 1994. LEY 346. JURISPRUDENCIA DEL CASO VILLALONGA NAZAR. EL NUEVO ART. 75 INC 12 CN. CONTENIDO Y ALCANCE DE LA REFORMA.

La nacionalidad es un concepto que se utiliza para identificar el status de una persona en relación al vínculo que ella tiene con el Estado.

La ciudadanía en cambio, comporta la atribución de los derechos políticos en cabeza de las personas, sean nacionales o extranjeras. 

La naturalización importa para el Estado conceder oficialmente a un extranjero la calidad de nacional.

COMO LOS TRATABA A ESTOS INSTITUTOS ANTES DE LA REFORMA DE 1994

En la constitución histórica, se empleó indistintamente las nociones de nacionalidad y ciudadanía. Así, en el artículo 8, ciudadanía está usada como sinónimo de habitante; en el articulo 67 inciso 11 (antes de la reforma del 1994) se la tomaba como sinónimo de nacionalidad, al igual que en el articulo 20; en los artículos 48 y 55 se la refiere al titular de derechos políticos.

LEY 346

Dicho instrumento legal dictado en 1869, fue restablecida en 1984 por la ley 23.059,que derogó la ley de facto 21.795, la cual entró a regir incluso para las causas judiciales en trámite iniciadas durante la vigencia de la norma de facto derogada. El Poder Ejecutivo reglamentó nuevamente el texto de la  antigua ley por decreto 3213/84. Con arreglo a él, existen tres categorías de nacionales argentinos:

A) Los nativos, que comprende a las personas nacidas en el territorio argentino, sus legaciones, buques o aeronaves con bandera argentina.

B) Los naturalizados, a ellos se refiere el artículo 20 CN que dispone que: Los extranjeros… no están obligados a admitir la ciudadanía… obtienen nacionalización residiendo dos años continuos en la Nación; pero la autoridad puede acortar este término a favor del que lo solicite, alegando y probando servicios a la República.
C) Los nacionales por opción. Dicha calidad deviene de los artículos 1°, 2° y 4° de esta ley, que confiere la nacionalidad a los hijos de argentinos que habiendo nacido en el extranjero optan por seguir la nacionalidad de sus padres. 

JURISPRUDENCIA VILLALONGA NAZAR

1935-  F: 172:220

El citado caso había nacido en Francia, en el cual se opta por la nacionalidad argentina por ser hijo de un argentino nativo. Tanto el juez como la Cámara Federal de Apelación de Capital le concedieron la opción, pero González Calderón, integrante de la Cámara, votó en disidencia y sostuvo la inconstitucional del inciso 2°, articulo 1, ley 346 por entender que violaba el principio de la ciudadanía natural (ius soli) dispuesto en el ex inciso 11 del artículo 67 de la CN y por ello, los hijos de argentinos nativos nacidos en el extranjeros sólo podían naturalizarse.

La Corte le reconoció el derecho de opción del peticionante  y desestimó la mentada inconstitucionalidad, fundándose en que dicha disposición incorporaba el ius soli con opción al ius sanguinis, en tanto que en la anterior ley de octubre de 1857 se consagraba el ius sanguinis con opción ius soli, y que la disposición ya tenía fundamento en el ex artículo 76 de la CN (actual art. 89) que consagra el derecho de los hijos de ciudadanos nativos que han nacido en el extranjero, a ser elegidos presidente o vice.

EL ARTICULO 75 INCISO 12. CONTENIDO Y ALCANCE DE LA REFORMA

Tras la reforma de 1994, la ley fundamental admite ambos sistemas. Esto es cuanto se desprende de la norma que faculta al Congreso en el articulo 75 inciso 12: Dictar… leyes generales para toda la Nación sobre naturalización y nacionalidad natural y por opción en beneficio de la Argentina., con sujeción al principio de ciudadanía natural y se sustituyó el término de ciudadanía natural por nacionalidad. Además se agregó a continuación del principio de nacionalidad natural, al que debe sujetarse la legislación, la nacionalidad por opción, con la aclaración de que el reconocimiento  de esa opción se hace en beneficio de la argentina, lo cual significa que no podrá invocarla un argentino nativo para obtener otra nacionalidad por el hecho de que sus padres fueran extranjeros.

Esto se ha resuelto de este modo una añeja cuestión, intensamente debatida por la doctrina y jurisprudencia, que impugnó acertadamente la constitucionalidad de la nacionalidad por opción habilitada por la ley 346, en relación al texto del viejo artículo 67 inciso 11.

11.9 ARREGLAR LOS LÍMITES INTERNACIONALES Y FIJAR LOS LÍMITES INTERPROVINCIALES.

El art. 75 inciso 15, faculta al Congreso a Arreglar definitivamente los límites del territorio de la Nación, fijar los de las provincias.

El “arreglo” compatibiliza con el proceso negociador que naturalmente importan las cuestiones limítrofes cuando ellas  atañen a nuestro país con sus vecinos; al Congreso le compete además  su intervención en el proceso de aprobación o rechazo de documento que las contiene.

Distinta es la hipótesis de la fijación de los límites interprovinciales, ejerciéndose esta atribución cuando los lindes no están fijados, pues si lo estuvieran y existieran conflictos, decide lo mismo la Corte Suprema (art. 117 CN).

11.10 ART. 75 INC 30. LUGARES ADQUIRIDOS POR COMPRA Y CESIÓN. FACULTADES QUE SE RESERVAN LAS PROVINCIAS. LEGISLACIÓN EXCLUSIVA EN CAPITAL FEDERAL.

El Inc. 30 del Art. 75; "ejercer una legislación exclusiva en el territorio de la capital de la nación, y dictar la legislación necesaria para el cumplimiento de los fines específicos de los establecimientos de utilidad nacional en el territorio de la republica. Las autoridades provinciales y municipales conservaran los poderes de policía e imposición sobre estos establecimientos, en tanto no interfieran en el cumplimiento de aquellos fines."

LUGARES ADQUIRIDOS POR COMPRA O CESIÓN

 El anterior artículo viene a reemplazar al impreciso ex articulo 67, inc. 27 (“lugares adquiridos por compra y cesión en cualquiera de las provincias para establecer fortalezas, arsenales, almacenes u otros establecimientos de utilidad Nacional”), solucionando una antigua polémica surgida en torno al alcance que cabria darle a la norma derogada acerca del deslinde entre las competencias federal y provincial relativas a estos establecimientos. Es por lo tanto una legislación necesaria, en donde comprende las facultades de legislar, administrar y juzgar sobre estos lugares.

Nunca se exigió que las Legislaturas provinciales autorizasen la instalación a cualquier título (no sólo por compra o cesión como decía el ex art. 67 inc. 27) de enclaves federales en su territorio. Claro que es al menos de dudosa compatibilidad con el sistema Federal adoptado por la Constitución, atento a que implica un cercenamiento de las facultades de la provincia implicada.

La reforma de 1994 ha procurado eliminar toda duda y evitar conflictos al limitar el alcance de la competencia federal solo a los fines específicos del establecimiento, sin afectar en todo lo demás las potestades provinciales: el lugar donde se instalan los establecimientos de utilidad Nacional (parques nacionales, universidades, puertos y aeropuertos, zonas de exploración y de explotación de hidrocarburos, obras hidroeléctricas centrales nucleares) no se federalizan. 

FACULTADES QUE SE RESERVAN A LAS PROVINCIAS

Son aquellas exclusivas expresamente retenidas por las provincias por pactos especiales al tiempo de su incorporación (art. 121 in fine CN). Es una excepción a la  igualdad entre las provincias, ya que admite que una de ellas goce de ciertas facultades de las que carecen las demás.

El caso se presento con el Pacto de San José de Flores, con motivo de la incorporación de Buenos Aires a la Confederación Argentina; por ese pacto yodas las propiedades Bonaerenses, existentes en esa época, seguían gobernadas y legisladas por las autoridades locales (art. 7 del pacto).

Las atribuciones exclusivas de las provincias son remanente de las atribuidas al Gobierno Federal y se formulan tanto de manera expresa como tácita, y excepcional y expresamente, a contrario sensu, de los denominados poderes prohibidos.

También tienen atribuciones de organización:

· Derivadas de su autocefalía: elegir sus gobernantes sin intervención del Gobierno Federal (art.122 CN) y establecer su propio régimen electoral.

· Se ocupa también de la administración de justicia (crear tribunales locales, dictar Códigos de procedimiento), establecer el régimen municipal e impartir la educación primaria.

 En cuanto a las atribuciones del Estado Federal se exige  que los actos públicos y procedimientos judiciales ocurridos en una provincia gocen de entera fe en las demás (art. 7 CN), que los Gobernadores hagan cumplir las Constitución y las leyes de la Nación (art. 110 CN).

Con respecto a las atribuciones económicas financieras: deben establecer impuestos, reglar su comercio interno y expropiar el dominio privado (con la lógica excepción de los bienes del Estado Federal).

Las atribuciones del Poder de Policía puede ser: preventivo (en materias de moralidad, salubridad y seguridad) delegado al área municipal y de la prosperidad (en materias indicadas en la Constitución- art. 125, párrafo 1° CN- o cuando no hubieran sido delegadas y no fueran concurrentes como ser el caso de la construcción de ferrocarriles y canales navegables; exploración de los ríos provinciales; colonización de tierras de tierras de propiedad provincial).

En cuanto a las atribuciones legislativas dictan el derecho público local y el derecho procesal objetivo.

Con  respecto a las atribuciones judiciales: los tribunales locales aplican el derecho común si las cosas o las personas cayeren bajo su jurisdicción (art. 75 inc. 12, parte 1° CN) y el derecho ambiental (art. 41, párrafo 3 CN); conocen en los juicios criminales ordinarios mediante el sistema de jurados (art. 118, parte 1° CN) y exigen la extradición de los criminales a la provincia donde se encontrare (art. 8 CN).

Las Provincias tienen dominio sobre sus recursos naturales (art. 124, párrafo 2° CN); pueden celebrar tratados interprovinciales (art. 125 párrafo 1° CN) para fines de administración de justicia, de intereses económicos y trabajos de utilidad común, con conocimientos del Congreso Federal; también pueden realizar acuerdos interjurisdiccional (art.125) es decir celebrarlos también con el Estado Federal; y convenios internacionales, con ciertas limitaciones a partir de la previsión incorporada por la reforma de 1994 en el art. 124, párrafo 1° CN. Esta reforma avanza también sobre la propuesta de regionalización del país como forma de corregir las disparidades territoriales mediante nuevas formas de injerencias estatales de neto corte descentralizador: como facultad del Congreso (artículo 75, inciso 19, párrafo 2°, CN) o por parte de las provincias (art. 124, párr. 1°, CN) mediante la potestad concertada de crear regiones para el desarrollo económico y social.

LEGISLACIÓN EXCLUSIVA EN CAPITAL FEDERAL

En virtud de esta norma el congreso continúa reteniendo su carácter de legislatura local de la capital federal. La ciudad de buenos aires mientras retenga el carácter de capital federal, el congreso solo podrá legislar para su ámbito específico con el objetivo bien concreto de garantizar los intereses del estado federal, conforme al Art. 129.

De tal modo, la letra del Art. 75 Inc. 30, en cuanto otorga al congreso la competencia de "ejercer una legislación exclusiva en la capital de la nación", debe entenderse así;

a. Mientras que buenos aires sea la capital, esa legislación del congreso no puede ser exclusiva, porque el Art. 129 confiere a la ciudad "facultades propias de legislación";

b. La "exclusividad de la legislación del congreso en la capital federal solo regirá cuando al capital se traslade a otro lugar que no sea la ciudad de buenos aires;

c. Lo dicho en los párrafos se esclarece con la disposición transitoria 15ª; "hasta tanto se constituyan los poderes que surjan del nuevo régimen de autonomía de la ciudad de buenos aires, el congreso ejercerá una legislación exclusiva sobre su territorio, en los mismos términos que hasta la sanción de la presente."

11.11 LAS CLÁUSULAS DEL PROGRESO. DICTAR LEYES QUE SEAN CONDUCENTES PARA EL ADELANTO Y PROSPERIDAD DEL PAÍS. DESARROLLO HUMANO. EDUCACIÓN. CULTURA. IDENTIDAD Y PLURALIDAD CULTURAL. ART. 75 INCS. 18 Y 19. CÁMARA DE ORIGEN.

El inc. 18 del art. 75 estatuye que le corresponde al congreso de la nación proveer lo conducente a la prosperidad del país, al adelanto y bienestar de todas las provincias, y al progreso de la ilustración, dictando planes de instrucción general y universitaria, y promoviendo la industria, la inmigración, la construcción de ferrocarriles y canales navegables, la colonización de tierras de propiedad nacional, la introducción v establecimiento de nuevas industrias, la importación de capitales extranjeros y la exploración de los ríos interiores, por leyes protectoras de estos fines y por concesiones temporales de privilegios y recompensas de estímulo.

Esta disposición constitucional, que es conocida con el nombre de cláusula del progreso, de la prosperidad o del bienestar, tiene su origen en la constitución de 1853 y es de clara inspiración alberdiana. El proyecto de constitución para la Confederación Argentina de Alberdi preveía una disposición similar en su art. 67 inc 3.

DICTAR LEYES QUE SEAN CONDUCENTES PARA EL ADELANTO Y LA PROSPERIDAD DEL PAÍS

También prevé lo atinente al dictado de leyes de organización (dirigidas a los órganos públicos y de carácter irrenunciable, no pudiendo alterar éstos el marco constitucional).

Por lo tanto todos estos medios debían ser facilitados por el Congreso mediante leyes protectoras y por concesiones temporales de privilegios y recompensas de estímulo. Las mismas previsiones de promoción estatal de lo económico también han sido establecidas en relación a las provincias en el art. 124 CN.

DESARROLLO HUMANO

La constitución da una directiva general como valor básico, que nunca deberá ser perdida de vista por el legislador, y es que cualquier norma que dicte debe tener como norte tanto el desarrollo humano en sus aspectos físico y espiritual, como el desarrollo institucional de la Nación y de las provincias. En la medida que se promuevan los desarrollos propuestos en esta cláusula  habrá respeto y protección a la vida.

El término desarrollo humano debe vincularse con la interpretación dada por la Organización de las Naciones Unidas en tanto se toma el índice de desarrollo humano (IDH)para medir el grado de avance de los países, con par que no sólo contemplen el crecimiento económico, sino también los niveles de educación, de ocupación, de vivienda, de cultura, etc.

Se trata de una idea receptada por todos los países ratificantes de las distintas declaraciones universales que intentan promover el progreso social y elevar el nivel de vida dentro de un concepto más amplio de libertad. En este sentido se debe evitar el crecimiento sin empleo, sin equidad, sin voz de las comunidades, sin raíces y sin futuro, en suma, el desarrollo que perpetúe las desigualdades actuales no es sostenible ni vale la pena sostenerlo. Mediante la integración de políticas e instrumentos dirigidos a incorporar de manera eficiente a todos los miembros de la sociedad al proceso de crecimiento, en un contexto de aumento general del bienestar, permitiendo el acceso de toda la población a las oportunidades económicas en condiciones que equilibren la productividad creciente y la equidad, generando empleo y seguridad en los medios de ganarse el sustento; propicia la libertad de las personas y su potenciación; distribuye equitativamente los beneficios, promueven la cooperación y salvaguarda el desarrollo humano futuro.

Un indicador importante a tener en cuenta para el desarrollo es la tasa de desempleo, la pobreza y su evolución en el país.

EDUCACIÓN 

En la cláusula constitucional se resalta el valor prominente que nuestro constituyente originario le asignó a la educación, al atribuirle al congreso de la nación, como primera misión para el logro de la prosperidad del país, la de dictar planes de instrucción general y universitaria.

Asegurando la unidad nacional, conservando las particularidades provinciales; fijando la indelegable responsabilidad del Estado, de la familia y de la sociedad  en la promoción de los valores básicos de la argentinidad.

El inc. 19 del art. 75 incorporado por la reforma de 1994, completa en sus dos primeros párrafos los enunciados anteriores, agregando que es, asimismo, atribución del congreso de la nación proveer lo conducente al desarrollo humano, al progreso económico con justicia social, a la productividad de la economía nacional, a la generación de empleo, a la formación profesional de los trabajadores, a la defensa del valor de la moneda, a la investigación y al desarrollo científico y tecnológico, su difusión y aprovechamiento. 

IDENTIDAD Y PLURALIDAD CULTURAL.

Se  ha entendido que el Estado debe garantizar, a través de la legislación adecuada, la integración de todos los habitantes de la Nación y de sus manifestaciones culturales diversas, no desde la tentación unificadora y masificante, sino desde el respeto y la promoción del desarrollo, la formación y la difusión de cada expresión cultural que forma parte de nuestra amplia y plural identidad. 

Es reconocer la preexistencia étnica y cultural de los pueblos indígenas argentinos y garantizar el respeto a su identidad y el derecho a una educación bilingüe e intercultural; reconocer la personería jurídica de sus comunidades, y la posesión y propiedad comunitarias de las tierras que tradicionalmente ocupan; y regular la entrega de otras aptas y suficientes para el desarrollo humano; ninguna de ellas será enajenable ni transmisible. 
ARTÍCULO 75 INCISOS 18 Y 19. 

En la cláusula constitucional (art. 75 inc 18 CN) se resalta el valor prominente que nuestro constituyente originario le asignó a la educación, al atribuirle al congreso de la nación, como primera misión para el logro de la prosperidad del país, la de dictar planes de instrucción general y universitaria.

El inc. 19 del art. 75 incorporado por la reforma de 1994, completa en sus dos primeros párrafos los enunciados anteriores, agregando que es, asimismo, atribución del congreso de la nación proveer lo conducente al desarrollo humano, al progreso económico con justicia social, a la productividad de la economía nacional, a la generación de empleo, a la formación profesional de los trabajadores, a la defensa del valor de la moneda, a la investigación y al desarrollo científico y tecnológico, su difusión y aprovechamiento.

CÁMARA DE ORIGEN.

Para estas iniciativa la cámara de origen será el Senado, en las leyes en que el congreso ejerce la facultad de proveer al crecimiento armónico de la Nación y al poblamiento de su territorio; promover políticas diferenciadas que tienden a equilibrar el desigual desarrollo relativo de provincias y regiones (art. 75 inc. 19).
11.12 PRIVILEGIOS Y RECOMPENSAS DE ESTÍMULO. REQUISITOS CONSTITUCIONALES: TEMPORALIDAD.

El inciso 18 del artículo 75 arbitra expresamente algunos medios para darles cumplimiento. A la mención de leyes protectores de esos fines añade las concesiones temporales de privilegios y recompensas de estimulo.

Son privilegios de derecho público que tienen base en la misma constitución y que las leyes están habilitadas a establecer en beneficio del interés general o publico a favor de personas, empresas, etc. Por supuesto que deben  tener un contenido ético y ser interpretados restrictivamente, su carácter temporal está prescripto explícitamente.

Los principales privilegios son la exclusividad, el monopolio y la exención impositiva. Como además la constitución habla de recompensas de estimulo, queda espacio para conceder otras ventajas o franquicias, algunas de las cuales son mas propias del derecho privado que del derecho público. 

11.13 ORGANIZACIÓN DE LAS FUERZAS ARMADAS. JURISDICCIÓN MILITAR. CÓDIGO DE JUSTICIA MILITAR
Le corresponde al congreso de la nación fijar las fuerzas armadas en tiempo de paz y guerra y dictar las normas para su organización y gobierno (art. 75 inc. 27). El anterior inc. 23 del art. 67 solo hacía referencia a fijar la fuerza de línea de tierra y de mar. Esta atribución debe ser interpretada en armonía con los incs. 12 y 14 del art. 99. 

En primer lugar hay que reparar bien la frase “para” dichas fuerzas.

El “para” da idea del fin. Que la ley ha de tener ese fin significa, a los efectos de nuestro tema, que solamente puede instituir el fuero  militar como fuero real “para” tutelar bienes jurídicos de específica y estricta naturaleza militar

 Por lo tanto esta atribución  consiste en disponer el reclutamiento de tropas, su número y oportunidad, lo cual solo se hace por ley iniciada en la cámara de diputados art 52 CN, es decir, lo relativo al servicio militar y al presidente le corresponde su organización  art 99  inciso 14 CN en sentido operativo, técnico y administrativo, por lo cual dispone el funcionamiento de las FF.AA.

JURISDICCIÓN MILITAR

Es necesario deslindar dos ámbitos:

· La jurisdicción militar meramente disciplinaria 

· La jurisdicción militar penal.

La primera es, sin lugar a dudas propia y privativa del presidente de la republica como comandante en jefe de las fuerzas armadas. La segunda no, porque se trata de una jurisdicción especial-al margen del poder judicial- pero al margen del poder de mando militar del presidente. La jurisdicción militar no disciplinaria o sea la penal, está a cargo de tribunales militares y emana de facultad congresional y no presidencial, de dictar normas para la organización y el gobierno de las fuerzas armadas, es una jurisdicción creada por la ley, en cumplimiento de competencias constitucionales para establecer la constitución, organización, competencia y procedimiento de los tribunales militares.

El tratamiento de los delitos esencialmente militares en la órbita de la jurisdicción federal con lo cual se elimina el fuero militar para juzgar los delitos cometidos por miembros de las Fuerzas Armadas. De esta manera se resguardarían las garantías de independencia, imparcialidad e igualdad de los militares que cometan los delitos que son descriptos en el proyecto. En 1984 se había logrado un avance en este sentido, mediante la ley N° 23.049 en la cual se determinó que, además de quedar la jurisdicción militar estrictamente reservada para la investigación y juzgamiento del los “delitos esencialmente militares”, no podrán ser sometidos a la misma a los civiles. Este importante paso anterior permite progresar en el proyecto de una propuesta para brindar un adecuado tratamiento a los delitos militares con garantías de igualdad y acceso a la jurisdicción única como los demás ciudadanos. En definitiva la reforma indica que los principios del derecho penal común deberán regir de la misma manera sobre el derecho penal militar.

En el artículo 108 se establece que: la jurisdicción militar comprende los delitos y faltas esencialmente militares, considerándose como de este carácter todas las infracciones que, por afectar la  existencia de la institución militar, exclusivamente las leyes militares prevén y sancionan. En tiempo de Guerra, la jurisdicción militar es extensiva a: a) Los delitos y faltas que afectan directamente el derecho y los intereses del estado o de los individuos, cuando son cometidos por militares o empleados militares en actos del servicio militar o en lugares sujetos exclusivamente a la autoridad militar, como ser plazas de Guerra, teatro de operaciones, campamentos, fortines, cuarteles, arsenales, hospitales y demás establecimientos militares o durante los desembarcos o permanencia en territorio extranjero, cuando no hayan sido juzgados por las autoridades de dicho territorio: b) Los delitos cometidos por individuos de las fuerzas Armadas en desempeño de un servicio dispuesto por los superiores militares, a requerimiento de las autoridades civiles o en auxilio de aquellas; c) Los delitos cometidos por militares retirados, o por civiles, en los casos especialmente determinados por este código o por leyes especiales; d) Todos los demás casos de infracción penal que este código expresamente determina".

CÓDIGO DE JUSTICIA MILITAR

 El Código de Justicia Militar  en la República Argentina (Ley 14.029 del 9 de julio de 1951) es una ley de naturaleza federal y el resultado de la obra encomendada al entonces auditor de las Fuerzas Armadas Oscar Ricardo Sacheri, que es en realidad una copia del Código Bustillo del siglo XIX, cuya estructura fundamental se mantiene, y al que solo le efectuaron retoques parciales.

La misma contiene normas administrativas, disciplinarias, penales y procesales, aplicables al conjunto de las Fuerzas Armadas (…) y en la existencia de un cuerpo especializado de jueces y auxiliares que lo ponen en práctica”.
11.14 DIMISIÓN DEL PRESIDENTE Y VICEPRESIDENTE. DECLARACIÓN DE NECESIDAD DE UNA NUEVA ELECCIÓN. ART. 75 INC. 21

Atribuciones organizativas del Poder Legislativo: Estas facultades se hallan alojadas en los incisos 20 y 21 del artículo 75, aunque también las encontramos en los artículos 85,86 y 114 de la C.N. El inciso 20 del art. 75 admite la potestad del Congreso para crear tribunales inferiores a la Corte Suprema de Justicia, y también a crear y suprimir empleos, determinando sus atribuciones. Por el inciso 21, el Congreso puede aceptar o rechazar los motivos de la renuncia que presenten tanto el 15 Presidente como el Vicepresidente de la República, como asimismo la obligación del cuerpo para convocar a una nueva elección en caso de ser aceptada tal renuncia.

Sin efectuar importantes innovaciones, la reforma de 1994 ha adecuado aquí el texto constitucional teniendo en consideración que actualmente la forma de elección del presidente y vicepresidente ha cambiado, y por lo tanto carecía de fundamento mantener las facultades del Congreso para escrutar los votos y definir el resultado de la contienda electoral.

Los artículos 85,86 y 114 asignan al Congreso el importante rol de

“culminar” la labor de la Convención Constituyente, elaborando las leyes que articulen el funcionamiento del Defensor del Pueblo, la Auditoría General de la

Nación y el Consejo de la Magistratura. A la fecha el órgano legislativo ha cumplimentado aquí sus funciones respecto de las leyes orgánicas mencionadas.
ACEFALÍA PRESIDENCIAL: ANTECEDENTES LEGISLATIVOS
Constitución Nacional

"Art. 88. En caso de enfermedad, ausencia de la Capital, muerte, renuncia o destitución del presidente, el Poder Ejecutivo será ejercido por el vicepresidente de la Nación. En caso de destitución, muerte, dimisión o inhabilidad del presidente y vicepresidente de la Nación, el Congreso determinará qué funcionario público ha de desempeñar la Presidencia, hasta que haya cesado la causa de la inhabilidad o un nuevo presidente sea electo."

"Art. 75 inciso 21. Corresponde al Congreso (...) "Admitir o desechar los motivos de dimisión del presidente o vicepresidente de la República; y declarar el caso de proceder a una nueva elección."

LEY DE ACEFALÍA. TEXTO VIGENTE ORDENADO SEGÚN LEYES 20.972 Y SU MODIFICATORIA 25.716
ARTICULO 1º — En caso de acefalia por falta de Presidente y Vicepresidente de la Nación, el Poder Ejecutivo será desempeñado transitoriamente en primer lugar por el Presidente Provisorio del Senado, en segundo lugar por el Presidente de la Cámara de Diputados y a falta de éstos, por el Presidente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, hasta tanto el Congreso reunido en Asamblea, haga la designación a que se refiere el artículo 88 de la Constitución Nacional.

ARTICULO 2º — La designación, en tal caso, se efectuará por el Congreso de la Nación, en asamblea que convocará y presidirá quien ejerza la Presidencia del Senado y que se reunirá por imperio de esta ley dentro de las 48 horas siguientes al hecho de la acefalía. La asamblea se constituirá en primera convocatoria con la presencia de las dos terceras partes de los miembros de cada Cámara que la componen. Si no se logra ese quórum, se reunirá nuevamente a las 48 horas siguientes, constituyéndose en tal caso con simple mayoría de los miembros de cada Cámara.

ARTICULO 3º — La designación se hará por mayoría absoluta de los presentes. Si no se obtuviere esa mayoría en la primera votación se hará por segunda vez, limitándose a las dos personas que en la primera hubiesen obtenido mayor número de sufragios. En caso de empate, se repetirá la votación, y si resultase nuevo empate, decidirá el presidente de la asamblea votando por segunda vez. El voto será siempre nominal. La designación deberá quedar concluida en una sola reunión de la asamblea.

11.15 RÉGIMEN DE SEGURIDAD SOCIAL ESPECIAL E INTEGRAL EN PROTECCIÓN DEL NIÑO Y DE LA MADRE. ART. 75 INC. 23 2ª PARTE. C.N. – ART. 4º CONVENCIÓN DE LOS DERECHOS DEL NIÑO – LEY 26061 DE PROTECCIÓN INTEGRAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES.-
   La Constitución Nacional establece que "... El Estado otorgará los beneficios de la seguridad social, que tendrá carácter de integral e irrenunciable. En especial, la ley establecerá: ... la protección integral de la familia; la defensa del bien de familia; la compensación económica familiar y el acceso a una vivienda digna. ...”Art. 14 bis. Asimismo determina como facultades legislativas “ Legislar y promover medidas de acción positiva que garanticen la igualdad real de oportunidades y de trato, y el pleno goce y ejercicio de los derechos reconocidos por esta Constitución y por los tratados internacionales vigentes sobre derechos humanos, en particular respecto de los niños, las mujeres, los ancianos y las personas con discapacidad.” Art. 75  inciso 22  y  “Dictar un régimen de seguridad social especial e integral en protección del niño en situación de desamparo, desde el embarazo hasta la finalización del período de enseñanza elemental, y de la madre durante el embarazo y el tiempo de lactancia. ..." Art.75 inciso 23.

- Art. 75: “Corresponde al Congreso: ... inc. 23: Dictar un régimen de seguridad social especial...” 

Régimen especial: Implica una obligación específica dentro del régimen general de la Seguridad Social, en protección de sectores particularmente vulnerables. Los constituyentes de 1994 que fundamentaron el despacho de mayoría, adujeron que las protecciones previstas para la familia en el art. 14 bis beneficiaban únicamente a los trabajadores en relación de dependencia (interpretación que no compartimos), por lo que esta incorporación tutelaría a las personas que no estuvieran cubiertas por aquellas protecciones y, adicionalmente, frente a una situación de desamparo 

“... e integral...”

Reiteración del Principio de Integralidad: deberá cubrir la mayor cantidad de contingencias posibles respecto a sus beneficiarios. Pese a esta postulación de integralidad, en la Convención Constituyente se puso el acento en las contingencias vinculadas a la salud y nutrición del niño y de su madre. Ello no autoriza, no obstante, a una interpretación limitativa.

“...en protección del niño en situación de desamparo, desde el embarazo hasta la finalización del período de enseñanza elemental,…”

Sector especialmente tutelado por su particular vulnerabilidad. Pero, la protección especial al niño está condicionada a que éste se encuentre en condición de desamparo, lo que podría llevar a la diferenciación entre niños para tener derecho a ser beneficiarios del sistema especial. Además, durante la Convención Constituyente fue criticada la referencia a la “enseñanza elemental”, debido a que esa terminología prácticamente ha sido abandonada en la mayoría de las jurisdicciones educativas, reemplazándola por enseñanza básica, la que conceptualmente comprende un período mayor al que antes comprendía la enseñanza elemental.

“… y de la madre durante el embarazo y el tiempo de lactancia.”

En relación con la mujer en situación de embarazo y durante la lactancia, la norma no expresa la misma limitación que con relación al niño. Sin embargo, el contexto de la misma y las opiniones de los constituyentes orientan esta norma a la protección a las mujeres en estado de desamparo, entendiendo por tal a la falta de cobertura por los sistemas vigentes o a la cobertura insuficiente
CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO
Artículo 4
Los Estados Partes adoptarán todas las medidas administrativas, legislativas y de otra índole para dar efectividad a los derechos reconocidos en la presente Convención. En lo que respecta a los derechos económicos, sociales y culturales, los Estados Partes adoptarán esas medidas hasta el máximo de los recursos de que dispongan y, cuando sea necesario, dentro del marco de la cooperación internacional. (Derecho al ejercicio de los derechos)

LEY DE PROTECCIÓN INTEGRAL DE LOS DERECHOS DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES



 

LEY 26.061

Esta ley tiene por objeto la protección integral de los derechos de las niñas, niños y adolescentes que se encuentren en el territorio de la República Argentina, para garantizar el ejercicio y disfrute pleno, efectivo y permanente de aquellos reconocidos en el ordenamiento jurídico nacional y en los tratados internacionales en los que la Nación sea parte.

 

Los derechos aquí reconocidos están asegurados por su máxima exigibilidad y sustentados en el principio del interés superior del niño.

 

La omisión en la observancia de los deberes que por la presente corresponden a los órganos gubernamentales del Estado habilita a todo ciudadano a interponer las acciones administrativas y judiciales a fin de restaurar el ejercicio y goce de tales derechos, a través de medidas expeditas y eficaces (art. 1).

INTERES SUPERIOR. A los efectos de la presente ley se entiende por interés superior de la niña, niño y adolescente la máxima satisfacción, integral y simultánea de los derechos y garantías reconocidos en esta ley.

 

Debiéndose respetar:

 

a) Su condición de sujeto de derecho;

 

b) El derecho de las niñas, niños y adolescentes a ser oídos y que su opinión sea tenida en cuenta;

 

Cuando exista conflicto entre los derechos e intereses de las niñas, niños y adolescentes frente a otros derechos e intereses igualmente legítimos, prevalecerán los primeros.

MEDIDAS DE PROTECCION DE LA MATERNIDAD Y PATERNIDAD. Las medidas que conforman la protección integral se extenderán a la madre y al padre durante el embarazo, el parto y al período de lactancia, garantizando condiciones dignas y equitativas para el adecuado desarrollo de su embarazo y la crianza de su hijo.

La Ley Nº 26.061 de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes, se ha sancionado en el marco de los principios de sus decretos reglamentarios y los tratados internacionales de los que la Nación es parte y los cuales mantienen jerarquía constitucional. 

12.  AUDITORIA GENERAL DE LA NACIÓN
ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO. COMPETENCIA. FUNCIONES. ART. 85 C.N. ÁREAS SUJETAS AL CONTROL. 
Auditoría General de la Nación: Ente contemplado por el art. 85 de la CN. 
Art. 85.- El control externo del sector público nacional en sus aspectos patrimoniales, económicos, financieros y operativos, será una atribución propia del Poder Legislativo.
El examen y la opinión del Poder Legislativo sobre el desempeño y situación general de la administración pública estarán sustentados en los dictámenes de la Auditoría General de la Nación.
Este organismo de asistencia técnica del Congreso, con autonomía funcional, se integrará del modo que establezca la ley que reglamenta su creación y funcionamiento, que deberá ser aprobada por mayoría absoluta de los miembros de cada Cámara. El presidente del organismo será designado a propuesta del partido político de oposición con mayor número de legisladores en el Congreso.
Tendrá a su cargo el control de legalidad, gestión y auditoría de toda la actividad de la administración pública centralizada y descentralizada, cualquiera fuera su modalidad de organización, y las demás funciones que la ley le otorgue.
Intervendrá necesariamente en el trámite de aprobación o rechazo de las cuentas de percepción e inversión de los fondos públicos.

La Auditoría General de la Nación es el máximo órgano técnico de control externo del Sector Público Nacional. Es un organismo con rango constitucional que tiene a su cargo el control de legalidad, gestión, y auditoría de toda la actividad de la Administración Pública centralizada y descentralizada, cualquiera sea su forma de organización

La Constitución Nacional dispone que la Auditoría General de la Nación debe intervenir necesariamente en el trámite de aprobación y rechazo de las cuentas de percepción e inversión de los fondos públicos, de manera que el examen de la Cuenta de Inversión constituye una actividad clave de este órgano de control, que debe brindar en consecuencia un informe técnico al Congreso para que éste efectúe las evaluaciones de la gestión realizada, que constituye una valiosa herramienta de análisis político del cumplimiento de la voluntad del cuerpo legislativo.

Además, la Auditoría General de la Nación tiene a su cargo la emisión del dictamen profesional, en el que formula su opinión técnica con relación a los saldos de las cuentas que integran el balance.

En materia de control de gestión las funciones de la Auditoría prevén el análisis de los programas presupuestarios de distintas jurisdicciones de la Administración Nacional. Asimismo, le corresponde la evaluación de los fondos transferidos por la misma a las Provincias, Municipios, y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires con el propósito de evaluar los programas, proyectos y/o acciones que se transfieren como contraparte de la partida financiera; así como los recursos transferidos al sector privado en cuanto a las rendiciones de cuenta contempladas en el artículo 8 de la Ley N° 24.156 de Administración Financiera y los Sistema de Control del Sector Público Nacional, verificando el cumplimiento de las condiciones estipuladas en la transferencia.

 Dentro del marco del accionar institucional se incluye también el control permanente de las prestaciones del Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados.

En materia de deuda pública, el control que realiza la AGN permite determinar el grado de cumplimiento de las obligaciones previstas en el Presupuesto Nacional y contempladas en la Cuenta de Inversión, como así también la verificación de la aplicación de fondos provenientes de empréstitos con organismos internacionales a sus destinos específicos, desarrollándose tareas de control y seguimiento del endeudamiento contraído por el Estado Nacional.

También se encuentran alcanzados por el sistema de control externo previsto por la Constitución Nacional y a cargo de la AGN la intervención del Estado en el sistema financiero, como partícipe a través de entidades financieras estatales; en su carácter de regulador de la circulación de dinero y del crédito en la economía; como administrador de distintos fondos fiduciarios; y como responsable del dictado de normas en materia financiera y cambiaria; siendo de aplicación en todos estos casos los principios de eficacia, eficiencia, economía, rendición de cuentas y legalidad de la administración y aplicación de los recursos públicos.

13. DEFENSOR DEL PUEBLO

DESIGNACIÓN. REMOCIÓN. INMUNIDADES Y PRIVILEGIOS. DURACIÓN EN EL CARGO. ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO. LEGITIMACIÓN PROCESAL. JURISPRUDENCIA. FUNCIONES. ARTS. 43 Y 86 DE LA C.N. ÁMBITO DE ACTUACIÓN.

Defensor del Pueblo: Es una institución  que actúa con plena independencia y autonomía funcional, sin recibir instrucciones de ninguna autoridad. Esta figura proviene del derecho escandinavo y se lo integró al orden normativo argentino, en la reforma constitucional de 1994, con el fin de mejorar los mecanismos de control entre los tres poderes clásicos de las democracias liberales: Ejecutivo, Legislativo y Judicial, así como para combatir la corrupción y hacer más accesible la justicia para muchos sectores de la población a través de su legitimación procesal.

La Institución tiene los siguientes rasgos característicos:

_No es un órgano del gobierno de turno, apéndice de algún partido político ni amortiguador de disputas políticas; es, sin lugar a dudas, una Institución de la República;

_Es una figura seria y objetiva;

_Se caracteriza por su prudencia;

_No se arroga la pretensión de sustituir a los órganos y procedimientos de control existentes, los complementa;

_Su perfil es el de colaborador crítico de la administración;

_A esos fines, y siempre que las circunstancias lo permitan, agota sus esfuerzos para perseverar en una gestión mediadora entre la Administración y el ciudadano;

_Ayuda a la solución de los problemas particulares planteados por los quejosos, sin olvidar, en ningún momento, que esos problemas son síntoma u efecto de causas, seguramente más profundas, las cuales tiende a superar;

_Es un instrumento de diálogo, honda comunicación y profunda solidaridad entre los hombres.

Está instituido en el ámbito del Congreso de la Nación y su competencia surge:

Del artículo 86 de la Constitución Nacional:

Art. 86 - El Defensor del Pueblo es un órgano independiente instituido en el ámbito del Congreso de la Nación, que actuará con plena autonomía funcional, sin recibir instrucciones de ninguna autoridad. Su misión es la defensa y protección de los derechos humanos y demás derechos, garantías e intereses tutelados en esta Constitución y las leyes, ante hechos, actos u omisiones de la Administración; y el control del ejercicio de las funciones administrativas públicas. El Defensor del Pueblo tiene legitimación procesal. Es designado y removido por el Congreso con el voto de las dos terceras partes de los miembros presentes de cada una de las Cámaras. Goza de las inmunidades y privilegios de los legisladores. Durará en su cargo cinco años, pudiendo ser nuevamente designado por una sola vez.
La organización y el funcionamiento de esta institución serán regulados por una ley especial.

El artículo 43 de la Constitución Nacional:

Art. 43 - Toda persona puede interponer acción expedita y rápida de amparo, siempre que no exista otro medio judicial más idóneo, contra todo acto u omisión de autoridades públicas o de particulares, que en forma actual o inminente lesione, restrinja, altere o amenace, con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, derechos y garantías reconocidos por esta Constitución, un tratado o una ley. En el caso, el juez podrá declarar la inconstitucionalidad de la norma en que se funde el acto u omisión lesiva. Podrán interponer esta acción contra cualquier forma de discriminación y en lo relativo a los derechos que protegen al ambiente, a la competencia, al usuario y al consumidor, así como a los derechos de incidencia colectiva en general, el afectado, el Defensor del Pueblo y las asociaciones que propendan a esos fines, registradas conforme a la ley, la que determinará los requisitos y formas de su organización. Toda persona podrá interponer esta acción para tomar conocimiento de los datos a ella referidos y de su finalidad, que consten en registros o bancos de datos públicos, o los privados destinados a proveer informes, y en caso de falsedad o discriminación, para exigir la supresión, rectificación, confidencialidad o actualización de aquéllos. No podrá afectarse el secreto de las fuentes de información periodística. Cuando el derecho lesionado, restringido, alterado o amenazado fuera la libertad física, o en caso de agravamiento ilegítimo en la forma o condiciones de detención, o en el de desaparición forzada de personas, la acción de habeas corpus será interpuesta por el afectado o por cualquiera en su favor y el juez resolverá de inmediato, aun durante la vigencia del estado de sitio.

Su misión es la defensa y protección de los derechos humanos y los demás derechos, garantías e intereses tutelados en la Constitución y en las Leyes; y el control del ejercicio de las funciones administrativas públicas.

A tal efecto, puede realizar investigaciones conducentes al esclarecimiento de los actos, hechos u omisiones de la Administración Pública y sus agentes, ante violaciones a los Derechos Humanos y el ejercicio ilegítimo, defectuoso, irregular, abusivo, arbitrario, discriminatorio, negligente, gravemente inconveniente o inoportuno de sus funciones, incluyendo aquellos capaces de afectar los intereses difusos o colectivos; tiene legitimación procesal, es decir que está facultado para presentarse en sede judicial.

En el ejercicio de las misiones que la Constitución Nacional y la Ley le encomiendan, el Defensor del Pueblo de la Nación podrá iniciar y proseguir de oficio o a petición del interesado cualquier investigación en todos aquellos casos originados por:

Cualquier repartición de la Administración Pública Nacional -en todo el territorio del país- y las empresas prestadoras de servicios públicos, aún las privatizadas, en relación a los siguientes temas:

_Mal funcionamiento

_Ilegitimidad

_Falta de respuesta a reclamos efectuados

_Mala prestación, atención o trato

_Insuficiencia de información

_Violaciones a los derechos humanos, del usuario y del consumidor

_Cuestiones atinentes a la preservación del medio ambiente

    Tiene también competencia para actuar, ante casos de incumplimiento de sentencias judiciales por parte del Estado. No puede intervenir:

_En conflictos entre particulares.

_Cuando respecto a la cuestión planteada se encuentre pendiente resolución administrativa o judicial.

_Cuando hubiera transcurrido más de un año calendario contado a partir del momento en que ocurriere el hecho, acto u omisión del motivo de la queja.

Puede requerir la intervención de la justicia para obtener la remisión de toda la documentación que le hubiere sido negada.

El Defensor del Pueblo de la Nación, también está facultado para proponer al Poder Legislativo y a la Administración Pública la modificación de aquellas normas cuyo cumplimiento riguroso pueda provocar situaciones injustas o perjudiciales.

El titular de esta institución nacional deber ser argentino, nativo o por opción, y es elegido por el Honorable Congreso de la Nación, con el voto afirmativo de las dos terceras partes de los miembros presentes de cada una de las Cámaras que lo componen.

La duración del mandato del Defensor del Pueblo es de cinco años y puede ser reelegido por una única vez. Goza de las inmunidades y privilegios de los legisladores.

ARTÍCULO 12.- Inmunidades. El Defensor del Pueblo gozará de las inmunidades establecidas por la Constitución Nacional para los miembros del Congreso. No podrá ser arrestado desde el día de su designación hasta el de su cese o suspensión, excepto en el caso de ser sorprendido in fraganti en la ejecución de un delito doloso, de lo que se deberá dar cuenta a los Presidentes de ambas Cámaras con la información sumaria del hecho. Cuando se dicte auto de procesamiento por la justicia competente contra el Defensor del Pueblo por delito doloso, puede ser suspendido en sus funciones por ambas Cámaras hasta que se dicte sobreseimiento definitivo a su favor.

             ARTÍCULO 18.- Legitimación. Puede dirigirse al Defensor del Pueblo toda persona física o jurídica que se considere afectada por los actos, hechos u omisiones previstos en el artículo 14. No constituye impedimento para ello la nacionalidad, residencia, internación en centro penitenciario o de reclusión y, en general, cualquier relación de dependencia con el Estado.


             Una de las dudas que se plantearon acerca de la competencia del defensor del pueblo giró acerca de la posibilidad de ejercer el control sobre el Poder Judicial. La Convención rechazó la hipótesis, que también había desestimado, expresamente la ley 24284 en el artículo 14. En efecto, esa norma dispuso que “quedan exceptuados del ámbito de competencia de la defensoría del pueblo, el Poder Judicial, el Poder Legislativo, la municipalidad de Buenos Aires y los organismos de defensa y seguridad”. Por su parte, la propia Corte Suprema de Justicia resolvió, en un brevísimo fallo, atento a lo dispuesto en el art. 86 de la C.N. y en los artículos 14, 15, 16 y 21, inciso b) de la ley 24284, modificada por la ley 24379, que el “Defensor del pueblo carece de competencia para formular exhortaciones al Tribunal sobre las causas en trámite”.

Pero el defensor posee legitimación activa en toda clase de procesos sin que por su intervención quede, desde luego, excluida la parte afectada. Sobre el punto, debe tenerse en cuenta lo que dispone el artículo 43 en materia de amparo, norma que le concede al defensor legitimación activa en resguardo de los derechos de incidencia colectiva, junto a las organizaciones de defensa de esos derechos y al afectado.

14. MINISTERIO PÚBLICO
UBICACIÓN CONSTITUCIONAL. ÓRGANO EXTRAPODER. LEY ORGÁNICA DEL MINISTERIO PÚBLICO 24946. AUTONOMÍA FUNCIONAL. AUTARQUÍA FINANCIERA. COMPOSICIÓN DEL ÓRGANO. FUNCIONARIOS DE GOBIERNO DEL MINISTERIO PÚBLICO: MODO DE ELECCIÓN Y REMOCIÓN. COMPETENCIA: FISCAL, TUTELAR Y DE LA DEFENSA PÚBLICA. FUNCIONARIOS QUE LO COMPONEN CONFORME A LA LEY 24946. GARANTÍAS. FUNCIONES. DESIGNACIÓN Y REMOCIÓN DE SUS MIEMBROS.

El Ministerio Público de Argentina es un órgano constitucional bicéfalo integrado por el Ministerio Público Fiscal, dirigido por el Procurador General de la Nación y encargado de la acción de los fiscales, y el Ministerio Público de la Defensa dirigido por el Defensor General de la Nación y encargado de la acción de los defensores oficiales o públicos. Los fiscales son los encargados de defender los intereses públicos en los procesos judiciales, instando la acción pública, en tanto que los defensores públicos son los encargados de defender los derechos de las personas perseguidas por los tribunales del país o que, por alguna circunstancia no pueden ejercer su defensa, como en el caso de los menores, incapaces o afectados por discriminaciones.

De las tres posturas existentes en cuanto a la ubicación institucional del Ministerio Público, esto es, la que lo ubica dentro del Poder Ejecutivo, la que lo considera en el ámbito o en la órbita del Poder Judicial con independencia funcional y la que lo ubica formalmente fuera de alguno de los poderes del Estado como verdadero órgano extrapoder, triunfa ésta última postura. Prueba de ello es que en la estructura formal de la Constitución se encuentra fuera de los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial.

En este sentido la Sección Cuarta del Título Primero de la Segunda Parte de la Constitución Nacional reformada en 1994 dispone en el art. 120 que: "El Ministerio Público es un órgano independiente con autonomía funcional y autarquía financiera, que tiene por función promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad, de los intereses generales de la sociedad, en coordinación con las demás autoridades de la República. Está integrado por un procurador general de la Nación y un defensor general de la Nación, y los demás miembros que la ley establezca. Sus miembros gozan de inmunidades funcionales e intangibilidad de sus remuneraciones".

   EL CORRECTO ENCUADRAMIENTO PROVINCIAL DEL MINISTERIO PÚBLICO
Como es sabido, en las Provincias argentinas y en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, salvo el caso de la Provincia de Salta, el Ministerio Público tiene rango constitucional y ha sido ubicado formalmente dentro del Poder Judicial con independencia funcional. Ello armoniza plenamente con nuestra arquitectura constitucional que sólo reconoce la existencia de tres poderes del Estado siguiendo el modelo americano y se ajusta a las más refinadas doctrinas europeas referenciadas supra.

En la mayor parte de las Provincias, el constituyente local le reconoce al Ministerio Público una independencia funcional, tanto en relación a los órganos jurisdiccionales, como de los poderes políticos (Ejecutivo y Legislativo) pero no les otorga autarquía financiera, dependiendo en aspectos administrativos del Tribunal Superior de Justicia. Es decir, que en lo que respecta a su organización, los aspectos materiales, informáticos, tecnológicos y humanos quedan sujetos a las acciones y atribuciones de superintendencia del Tribunal Superior. Todo ello con la participación del Ministerio Público.

Sostiene Gordillo que la relación jerárquica existe siempre que: "a) haya superioridad de grado en la línea de competencia, y al mismo tiempo, b) igual competencia en razón de la materia entre el órgano superior y el inferior; cumplidos estos dos requisitos, está dada la relación jerárquica...".

Ello es lo que acaece en muchas Provincias Argentinas con el Ministerio Público. En efecto: a) El Ministerio Público es ubicado por la Constitución dentro del Poder Judicial. En su correcta interpretación, sólo en lo que hace a la superintendencia depende jerárquicamente del Tribunal Superior de Justicia; b) La igual competencia en razón de la materia, se cumplimenta en la especie, precisamente, en relación a todo lo que comprende a materias relacionadas con la superintendencia que expresamente la Constitución la pone en cabeza del Poder Judicial sin perjuicio de su "intervención". Se dan en consecuencia los dos requisitos que la doctrina exige para que estemos frente a una relación jerárquica. Es obvio, que se trata de una vinculación jerárquica "atípica" por cuanto a diferencia de lo que ocurre entre el gobernador o el presidente y sus ministros donde la jerarquía es en todas las materias, aquí sólo es con relación a la superintendencia.

Respecto a la vinculación existente entre el Tribunal Superior y cada uno de los Fiscales, sólo en lo que concierne a materias vinculadas con la superintendencia, resulta de aplicación tanto la clásica organización administrativa lineal (licencia, asistencia, remuneración, algunas sanciones, entre otras) y lo que modernamente se propugna como de doble o múltiple comando, en el cual se admite la relación de jerarquía a efectos de dar órdenes a los inferiores, no sólo por parte del superior jerárquico inmediato (Fiscal General o Procurador del T.S.J), sino también por parte de otro superior jerárquico (Tribunal Superior), siempre, desde luego, que las órdenes se refieran a las cuestiones de superintendencia que comparte tanto el jefe máximo del Ministerio Público como el Tribunal Superior en los límites reseñados oportunamente.

En definitiva, el Tribunal Superior tiene a su cargo la atribución de superintendencia del Poder Judicial, sin perjuicio de la intervención del Fiscal General, de modo que como cabeza de poder es el titular de la dirección y del control, y debe ejercer la primacía jerárquica con el fin de garantizar el correcto o administrativo.

La independencia funcional en cambio no reconoce ni admite potestad jerárquica alguna con respecto al Tribunal Superior. Tampoco hay posibilidad de avocamiento ni relación de dependencia.

Como dice Bidart Campos"...la autonomía funcional traza, en primer lugar, una frontera externa que impide cualquier injerencia de los otros poderes. En segundo término, implica internamente que las relaciones dentro del organismo son conducidas por quien inviste su jefatura máxima".

En general el Ministerio Público Nacional como provincial tiene como misión esencial: a) promover la actuación de la justicia activando y ejercitando la acción penal pública; b) promover el accionar de la justicia en procesos no penales tutelando la legalidad y los intereses generales de la sociedad; c) intervenir en los procesos judiciales en defensa de la legalidad conforme las normas procesales; d) intervenir en los procesos judiciales asumiendo la defensa de los intereses generales de la sociedad; e) ejercitar el control de constitucionalidad en el marco de las normas procesales pertinentes; f) efectuar la defensa oficial de pobres, menores, incapaces, etc.

Todo este ámbito de importantes funciones jurisdiccionales es lo que conforma "la zona de reserva constitucional" asignada al Ministerio Público, esto es, su "independencia funcional" que debe ser respetada tanto por los poderes del Estado y la sociedad como por la propia cabeza del Poder Judicial. Es decir que en este marco funcional no puede recibir instrucciones de nadie. Este es el ámbito dentro del cual debe predicarse su absoluta independencia para ejercer tan relevantes funciones sin dependencia de ninguna especie.

LEY ORGÁNICA DEL MINISTERIO PÚBLICO

COMPOSICION

ARTICULO 2°—El Ministerio Público está compuesto por el Ministerio Público Fiscal y el Ministerio Público de la Defensa.

ARTICULO 3°—El Ministerio Público Fiscal está integrado por los siguientes magistrados:

a) Procurador  General de la Nación.

b) Procuradores Fiscales ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación y Fiscal Nacional de Investigaciones Administrativas.

c) Fiscales Generales ante los tribunales colegiados, de casación, de segunda instancia, de instancia única, los de la Procuración General de la Nación y los de Investigaciones Administrativas.

d) Fiscales Generales Adjuntos ante los tribunales y de los organismos enunciados en el inciso c.

e) Fiscales ante los jueces de primera instancia: los Fiscales de la Procuración General de la Nación y los Fiscales de Investigaciones Administrativas.

f) Fiscales Auxiliares de las fiscalías de primera instancia y de la Procuración General de la Nación.

ARTICULO 4°—El Ministerio Público de la Defensa está integrado por los siguientes magistrados:

a) Defensor General de la Nación.

b) Defensores Oficiales ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

c) Defensores Públicos de Menores e Incapaces ante los Tribunales de Segunda Instancia, de Casación y ante los Tribunales Orales en lo Criminal y sus Adjuntos; y Defensores Públicos Oficiales ante la Cámara de Casación Penal, Adjuntos ante la Cámara de Casación Penal, ante los Tribunales Orales en lo Criminal, Adjuntos ante los Tribunales Orales en lo Criminal, de Primera y Segunda Instancia del Interior del País, ante los Tribunales Federales de la Capital Federal y los de la Defensoría General de la Nación.

d) Defensores Públicos de Menores e Incapaces Adjuntos de Segunda Instancia, y

Defensores Públicos Oficiales Adjuntos de la Defensoría General de la Nación.

e) Defensores Públicos de Menores e Incapaces de Primera Instancia y Defensores Públicos Oficiales ante los Jueces y Cámaras de Apelaciones.

f) Defensores Auxiliares de la Defensoría General de la Nación.

Integran el Ministerio Público de la Defensa en calidad de funcionarios los Tutores y Curadores Públicos cuya actuación regula la presente ley.

DESIGNACIONES

ARTICULO 5°—El Procurador General de la Nación y el Defensor General de la Nación serán designados por el Poder Ejecutivo nacional con acuerdo del Senado por dos tercios de sus miembros presentes. Para la designación del resto de los magistrados mencionados en los inciso b), c), d), e) y f) de los artículos 3° y 4°, el Procurador General de la Nación o el Defensor General de la Nación, en su caso, presentara una terna de candidatos al Poder Ejecutivo de la cual éste elegirá uno, cuyo nombramiento requerirá el acuerdo de la mayoría simple de los miembros presentes del Senado.

MECANISMOS DE REMOCION

ARTICULO 18. —El Procurador General de la Nación y el Defensor General de la Nación sólo pueden ser removidos por las causales y mediante el procedimiento establecidos en los artículos 53 y 59 de la Constitución Nacional.

Los restantes magistrados que componen el Ministerio Público sólo podrán ser removidos de sus cargos por el Tribunal de Enjuiciamiento previsto en esta ley, por las causales de mal desempeño, grave negligencia o por la comisión de delitos dolosos de cualquier especie.

AUTARQUIA FINANCIERA

ARTICULO 22. —A los efectos de asegurar su autarquía financiera, el Ministerio Público contará con crédito presupuestario propio, el que será atendido con cargo a rentas generales y con recursos específicos.

El Procurador General de la Nación y el Defensor General de Nación, elaborarán el proyecto de presupuesto y lo remitirán al Congreso para su consideración por intermedio del Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos.

El Poder Ejecutivo sólo podrá formular las observaciones que estime apropiadas, pero sin modificar su contenido, debiéndolo incorporar en el proyecto de presupuesto general de la Nación. 

 

Las funciones que le competen al Ministerio Público por la Ley Orgánica son las siguientes:

_Promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad y de los intereses generales de la sociedad.

_Representar y defender el interés público en todas las causas y asuntos que conforme a la ley se requiera.

_Promover y ejercer la acción pública en las causas criminales y correccionales, salvo cuando para intentarla o proseguirla fuere necesario instancia o requerimiento de parte conforme las leyes penales.

_Promover la acción civil en los casos previstos por la ley.

_Intervenir en los procesos de nulidad de matrimonio y divorcio, de filiación y en todos los relativos al estado civil y nombre de las personas, venias supletorias, declaraciones de pobreza.

_Intervenir en los que se alegue privación de justicia.

_Velar por la observancia de la Constitución Nacional y las leyes de la República.

_Velar por el efectivo cumplimiento del debido proceso legal.

_Promover o intervenir en cualesquiera causas o asuntos y requerir todas las medidas conducentes a la protección de la persona y bienes de los menores, incapaces e inhabilitados, de conformidad con las leyes respectivas, cuando carecieren de asistencia o representación legal; fuere necesario suplir la inacción de sus asistentes y representantes legales, parientes o personas que los tuvieren a su cargo; o hubiere que controlar la gestión de estos últimos.

_Defender la jurisdicción y competencia de los tribunales.

_Ejercer la defensa de la persona y los derechos de los justiciables toda vez que sea requerida en las causas penales, y en otros fueros cuando aquellos fueren pobres o estuvieren ausentes.

_Velar por la defensa de los derechos humanos en los establecimientos carcelarios, judiciales, de policía y de internación psiquiátrica, a fin de que los reclusos e internados sean tratados con el respeto debido a su persona, no sean sometidos a torturas, tratos crueles, inhumanos o degradantes y tengan oportuna asistencia jurídica, médica, hospitalaria y las demás que resulten necesarias para el cumplimiento de dicho objeto, promoviendo las acciones correspondientes cuando se verifique violación; y

_Intervenir en todos los procesos judiciales en que se solicite la ciudadanía argentina.

MINISTERIO PÚBLICO FISCAL
El encargado de dirigir el Ministerio Público Fiscal es el Procurador General de la Nación, destacándose como sus principales funciones ser: Procurador Fiscal ante la CSJN y desenvolverse como tal en los asuntos judiciales en los que tiene intervención el organismo, dictaminando en las causas judiciales que a tal efecto le son remitidas; y es el superior jerárquico de todos los Fiscales, en tal sentido, dirige y coordina su accionar, estableciendo potestades y deberes, es el encargado de diseñar la política de persecución penal sobre la base de las necesidades prácticas que la Institución está llamada a satisfacer aunque ciertos lineamientos básicos perduran y conforman las políticas de persecución penal del organismo.

En el Ministerio Público Fiscal existen distintos fueros, independientes unos de otros, integrados cada uno por una Fiscalía General ante la Cámara de Apelaciones y sus respectivas Fiscalías de Primera Instancia. Asimismo, dichos fueros se subdividen en jurisdicción Federal y jurisdicción Ordinaria.

 

REQUISITOS DE INGRESO

 

El Presidente de la Nación es quien propone al Procurador General de la Nación al igual que al Defensor General de la Nación son nombramientos que revisten un carácter puramente político, al igual que los Ministros de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, y que deben contar con el acuerdo de los dos tercios de los miembros presentes del Senado para su aprobación. Su designación es vitalicia hasta que dure su buena conducta; y, al igual que el resto de los funcionarios del Ministerio Público Fiscal, gozan de inmunidad funcional e intangibilidad salarial.

 

Los restantes fiscales del organismo que actúan ante la primera y segunda instancia son seleccionados por concurso público que organiza la Procuración General de la Nación. En función al resultado del concurso, el Procurador remite al Poder Ejecutivo una terna vinculante, de la cual el Presidente de la Nación escoge un candidato, que luego deberá obtener el acuerdo del Senado Nacional con el voto de la mayoría simple.

 

Cabe destacar que, con el objeto de proporcionar una mayor transparencia al proceso, en el año 2003 el Presidente de la Nación mediante el decreto Nro. 588/03, hizo público previamente la nominación y currículum del candidato a un cargo vacante, para de este modo, adoptar mecanismos tendientes a conocer las observaciones fundadas, puntos de vista y objeciones de los particulares, colegios profesionales, asociaciones que nuclean a sectores vinculados con el quehacer judicial, de los derechos humanos y otras organizaciones que por su naturaleza tuviesen interés en el tema, constituyendo un importante avance en la jerarquización de la carrera judicial.

EL MINISTERIO PÚBLICO DE LA DEFENSA
El Ministerio Público de la Defensa es la institución encargada de asegurar la efectiva asistencia y defensa judicial de los derechos de las personas.
El servicio es brindado por los defensores públicos, tutores y curadores públicos, que integran el organismo, a nivel nacional, en el ámbito de la Capital Federal, y a nivel federal, en todo el país.

FUNCIONES
El Ministerio Público de la Defensa de la Nación Argentina, como institución encargada de asegurar la efectiva asistencia y defensa judicial de los derechos de las personas, tiene entre sus principales funciones:
-Ejercer la defensa del imputado y el condenado en causas penales.

-Patrocinar a las personas en situación de pobreza, a los ausentes y a los menores e incapaces (incluyendo su representación promiscua) para garantizar sus derechos ante la Justicia.

-Velar por la defensa de los derechos humanos, promoviendo las acciones correspondientes cuando se verifique su violación.

-Diseñar y ejecutar políticas para facilitar el acceso a la justicia de los grupos especialmente vulnerables.

ÁMBITO DE ACTUACIÓN
 El Ministerio Público de la Defensa tiene actuación en todos los fueros, de acuerdo a la siguiente especificación:

DEFENSA PENAL: en materia penal, asume la defensa de toda persona imputada de un delito, siempre que no haya designado abogado particular.
El ordenamiento procesal penal vigente prevé al derecho de defensa como un derecho del imputado, quien tiene la facultad de elegir quién será el abogado que lo defienda. Si dentro de un plazo determinado no lo hiciera, el Tribunal debe designarle de oficio al defensor público que corresponda, conforme el orden de turnos establecido por el Ministerio Público de la Defensa.
El servicio es gratuito. (arts. 63 y 64, Ley Orgánica del Ministerio Público).


DEFENSA EN MATERIA NO PENAL: En materia no penal, el Ministerio Público de la Defensa asume la asistencia y patrocinio gratuito de las personas que deseen hacer valer sus derechos e invoquen y justifiquen pobreza.
También debe asumir la representación en juicio de quienes se encuentran ausentes en ocasión de requerirse la defensa de sus derechos (defensores de pobres y ausentes).


REPRESENTACIÓN DE MENORES DE EDAD E INCAPACES: Asimismo, el Ministerio Público, a través de los defensores públicos de menores e incapaces, tiene a su cargo la representación promiscua de los menores de edad e incapaces, conforme lo establece el artículo 59 del Código Civil.

TUTELA Y CURATELA PÚBLICAS: Por último, el Ministerio Público de la Defensa debe asumir funciones de tutela y curatela a través de los tutores y curadores públicos que ejercen, mediante mandato legal, la representación de la persona de los incapaces. 

En todos los casos mencionados, el Ministerio Público de la Defensa interviene desde el inicio del proceso y en todas las instancias, inclusive en la etapa de la ejecución de la pena; y está legitimado, además, para actuar ante los organismos y tribunales internacionales que corresponda.

ORGANIZACIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO DE LA DEFENSA: ESTRUCTURA E INTEGRACIÓN
El Ministerio Público de la Defensa tiene una organización jerárquica, cuya máxima autoridad es el Defensor general de la Nación.
La organización de las dependencias que lo integran se encuentra adecuada a la estructura de la justicia nacional y federal del país, de acuerdo al siguiente detalle: Está conformado por la Defensoría General de la Nación, que es el órgano de gobierno y administración del Ministerio Público de la Defensa, y a la vez es la sede de actuación del Defensor General de la Nación y de los Defensores de la Defensoría General y de los Defensores ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, y de ella dependen todas las Defensorías Públicas nacionales y federales del país, organizadas por fuero e instancia, y las Tutorías y Curadurías Públicas.

DEFENSORÍA GENERAL DE LA NACIÓN
Tiene una estructura propia en la que se desempeñan las diferentes áreas que coadyuvan con el Defensor General para el mejor cumplimiento de sus tareas.
El Defensor General de la Nación tiene, además de las funciones vinculadas con el gobierno, administración y financiación del Ministerio Público de la Defensa, funciones relacionadas con la actuación judicial, nacional e internacional, y de promoción de políticas de protección de los derechos humanos.
Efectivamente, el legislador le ha dado legitimación no sólo para asumir la representación de los justiciables en el caso individual que corresponda, sino que ha ido un paso adelante en materia de protección de derechos, y ha encomendado al Defensor General de la Nación las funciones de «Realizar todas las acciones conducentes para la defensa y protección de los derechos humanos » y «Promover y ejecutar políticas para facilitar el acceso a la justicia de los sectores discriminados»
En esa orientación, y teniendo especialmente en cuenta la situación de vulnerabilidad en que se encuentran ciertos grupos, se han instado diversas acciones tendentes a la remoción de obstáculos para el acceso a la justicia de las personas especialmente desprotegidas, con la misión fundamental de procurar una protección más integral de los derechos de las personas.
En ese sentido, funcionan en el ámbito de la Defensoría General los siguientes programas y Comisiones que, en su mayoría, se encuentran a cargo de defensores públicos del organismo:

-Comisión de Cárceles
 -Programa de atención a las problemáticas sociales y relaciones con la comunidad
-Comisión de seguimiento del tratamiento institucional de niñas, niños y adolescentes
-Comisión para la asistencia integral y protección al refugiado y peticionante de refugio
-Comisión sobre temáticas de género
-Comisión de seguimiento del tratamiento institucional neuropsiquiátrico
-Programa piloto para la asistencia jurídica a mujeres privadas de libertad
 -Comisión del migrante
-Programa sobre diversidad cultural.

 DEFENSORÍAS, CURADURÍAS Y TUTORÍAS PÚBLICAS

-Las Defensorías Públicas de la Capital Federal están organizadas de acuerdo al fuero e instancia de los Tribunales ante los cuales se desempeñan: actúan 83 unidades funcionales que se encuentran a cargo de un defensor público cada una y poseen un plantel de funcionarios y empleados asignados para que colaboren con su titular.

-Las defensorías públicas oficiales del interior del país se encuentran organizadas de acuerdo a la división judicial territorial del país y a la instancia de los Tribunales ante los cuales ejercen su ministerio: son 100 unidades funcionales, cada una está a cargo de un defensor público y cuenta con un plantel de personal (funcionarios y empleados) asignado para que colabore con su titular.

-Tutores y curadores públicos de la Capital Federal; se desempeñan en el ámbito de la Capital Federal 2 tutorías y 18 curadurías públicas, cada una a cargo de un tutor, curador público o funcionario asignado, según sea el caso, con un plantel de personal propio.

PODER EJECUTIVO

Se denomina poder ejecutivo a aquel órgano del Estado que ejerce, como poder constituido, la dirección política de éste y es el encargado de su administración.

El poder ejecutivo ostenta, primaria y principalmente, el ejercicio de la función administrativa, aún cuando también hay competencia de esta índole en los órganos legislativo y judicial.

Es función del poder ejecutivo la conducción de la política gubernativa. Es este órgano el que ejerce el liderazgo político y tiene a su cargo la aplicación no sólo de sus propias decisiones, sino también de las que derivan de los otros órganos del poder.

Se trata de un poder continuo, porque no admite interrupciones en su accionar, no conoce ni admite recesos de ningún tipo. El órgano ejecutivo debe solucionar, los asuntos ordinarios y extraordinarios que afectan la unidad política del estado y los intereses nacionales.

Hay varios criterios a tomar en cuenta con respecto a la composición del Poder Ejecutivo, pero se pueden nombrar a los que participan en él; formando o no parte de él, el Presidente, el Vicepresidente, el jefe de gabinete de ministros y los ministros de despacho.

En nuestra constitución se lo caracteriza unipersonal: art. 87 lo identifica con el “Presidente de la Nación Argentina.”

SISTEMAS EN EL DERECHO COMPARADO

El parlamentarismo: tuvo origen en Inglaterra, de donde pasó a toda Europa. En estos sistemas el poder ejecutivo es dual, existe un jefe de estado, investido de autoridad moral y símbolo de la unidad nacional; y un jefe de gobierno responsable de la dirección política de éste ante el parlamento. La dualidad del régimen lo hace compatible con sistemas, monárquicos, donde el jefe de estado es el Rey (Inglaterra y España), y compatible con gobiernos republicanos donde el jefe de estado es un presidente. El jefe de gobierno es habitualmente el primer ministro, puede llamarse también, canciller (Alemania), presidente (España), o presidente del consejo de Ministros (Italia).

El régimen parlamentario es de colaboración de poderes y se caracteriza por tres ideas básicas: 1) están diferenciadas las funciones confiadas a distintos órganos; 2) los órganos no están rigurosamente especializados; y 3) los poderes políticos ejercen una acción recíproca, careciendo de una diferenciación rigurosa. En consecuencia, la diferenciación de poderes, la colaboración funcional y la dependencia orgánica son las notas que distinguen al sistema parlamentario. 

El presidencialismo: tuvo origen en los Estados Unidos. Nuestra constitución nacional adoptó el sistema presidencialista en 1853. La elección del titular del Poder ejecutivo emana directa o indirectamente del pueblo, lo cual contribuye a otorgarle un acentuado liderazgo político. Funcionalmente se resume en su titular que suele denominarse presidente. Siempre se da en una República a diferencia del parlamentarismo. En el régimen presidencialista hay separación de poderes, porque cada órgano estatal ejerce su competencia sin perjuicio del control y la fiscalización recíprocos entre ellos. La separación no es absoluta, pues cada órgano lleva a cabo también en su esfera algunos actos propios de la naturaleza de otros órganos.

El poder ejecutivo colegiado: es aquel cuya titularidad está en manos de más de dos personas, es una forma poco común. La constitución de Suiza de 1874 dispone que “la autoridad directorial y ejecutiva suprema de la Confederación es ejercida por un consejo federal compuesto por siete miembros". Estos miembros deben pertenecer a cantones distintos, son elegidos por la ciudadanía por un período de cuatro años.

El régimen de asamblea: son aquellos regímenes políticos que constitucionalmente consagran la preeminencia formal del Poder Legislativo sobre los demás poderes del Estado. La supremacía del órgano legislativo es aparente, debido a que el régimen está fundado sobre la base de un partido político único. Es el que determina quienes integrarán dicha asamblea y quien desempeñara la presidencia del Consejo.
2 PODER EJECUTIVO EN EL ESTADO CONTEMPORÁNEO

El desarrollo y posterior aceptación del principio de división de poderes, permitió luego que facultades que originariamente correspondían al Ejecutivo fueran distribuidas entre el Legislativo y Judicial.

No obstante ese proceso, en el mundo contemporáneo la referencia al Ejecutivo es alusión al gobierno. En todas las latitudes y en todas las formas que instrumenta un Estado, siempre o casi siempre el Ejecutivo es la expresión más acabada de poder.

Si esto es así en todos los Estados, el fenómeno se acrecienta en aquellos que optaron por el presidencialismo, pues  las constituciones depositan el una considerable masa de varias potestades. 
LIDERAZGO 

El liderazgo es el núcleo del poder ejecutivo, que junto a la capacidad ejecutiva han sido temas de profundos debates en las ciencias sociales y amplias diferencias se han suscitado sobre lo que consistirían los rasgos básicos de un líder.

Esto se relaciona con la representatividad que en general es simbolica en cuanto representan o encarnan la unidad del pueblo, identificándose asi con la comunidad política, estableciendo con los miembros que la integran una serie de vinculaciones afectivas. 

Se trata del líder artífice de símbolos y la representación se identifica con el liderazgo eficaz, que siguiendo a esta perspectiva obliga a sus seguidores a adaptarse a sus intenciones y deseos, y la representación se convierte asi en una relación de poder del líder sobre sus seguidores que se manifiesta y afianza aún mas en épocas de crisis y emergencias.

Entre las causas políticas que influyen en esta supremacía, cabe mencionar: el carácter unipersonal o dual de la mayoría de los regímenes políticos del mundo; la continuidad del Poder Ejecutivo como rasgo diferenciador del resto de los poderes; la superior dinámica e inmediatez que esta forma de organización presenta con referencia a los órganos colegiados. Como componentes sociológicos dignos de análisis, podemos citar los requerimientos de la comunidad, en oportunidades mas proclive a la aceptación de una autoridad personal, siempre mas accesible e inmediata, que la que emana de las leyes y de los órganos pluripersonales.

Karl Friedrich evidenció que un sistema constitucional jamás es la obra de un gran líder y resulta evidente “…que son muchas las mentes y muchas, muchísimas las manos que recopilaron y siguen recopilando las disposiciones de detalle, que idearon e idean soluciones particulares para problemas particulares, y que nadie sabe lo suficiente como para inventar un Estado. El concepto de Estado como tal fue un desarrollo de la nocion opuesta: una nocion construida para justificar y racionalizar los poderes despóticos de los gobernantes monárquicos del siglo XVII”.
3. PODER EJECUTIVO EN LA ARGENTINA

En el pensamiento de Alberdi estaba implícito un claro respaldo al régimen presidencialista. Sin embargo, advertía que en la constitución del Poder Ejecutivo nuestra ley fundamental debía establecer diferencias con respecto a la constitución norteamericana de 1787. Opinaba que había que darle al poder ejecutivo todo el poder posible, pero por medio de una constitución.

El poder ejecutivo argentino posee las siguientes cualidades: El presidente es jefe supremo y tiene a su cargo la administración general del país. Participa en la formación de las leyes. Concede jubilaciones, retiros, licencias. Concluye y firma tratados de paz, de comercio, de navegación, de alianza, limites, de neutralidad con las potencias extranjeras 

PODER EJECUTIVO EN LA CONSTITUCIÓN JURÍDICA Y EN LA CONSTITUCIÓN REAL

En lo que llamaríamos la “letra” de las normas constitucionales nuevas que son producto de la reforma de 1994, el sistema presidencial ha cambiado algo. Las normas apuntan a una moderación al presidencialismo, esto queda expresado en tres aspectos: 

a) la prohibición de que el presidente ejerza facultades delegadas por el congreso-con las excepciones habilitantes del art. 76.

b) la competencia del congreso para remover al jefe de gabinete en las condiciones del art. 101;

c) la prohibición de que el presidente dicte decretos de necesidad y urgencia-con las excepciones autorizantes del art. 99, inc. 3°.

Si de la letra de las normas pasamos a la realidad del mundo jurídico y de sus conductas vamos a percibir que el estilo político con que desde la reforma se ejerce el poder ejecutivo acusa una concentración muy fuerte de poder aun donde se aplicó el principio del federalismo, con pretensión evidente de predominio sobre el congreso, a lo que añade una imagen muy desfavorable-en sentido institucional-hacia el poder judicial, incluida la Corte Suprema.

CAUDILLISMO EN LATINOAMÉRICA

La figura de los caudillos latinoamericanos en el siglo XIX se evidencio a través de los  dirigentes: Antonio López de Santa Anna, José Manuel de Rosas, Francisco Solano López, José Gaspar Rodríguez de Francia... El siglo XX tiene también una galería nutrida de caudillos: Porfirio Díaz y Álvaro Obregón en México; José Domingo Perón, Getúlio Vargas, fundador del Estado Novo en Brasil, y hasta Rafael Trujillo, y la lista no se agota. El siglo XXI cuenta con Hugo Chávez, quien ha puesto al día el caudillismo latinoamericano, y de quien hoy, pese a muchos, solamente se puede hacer un balance provisional. Cada uno de los caudillos tiene su propio estilo, algunos han sido dictadores, como Santa Anna y Díaz; otros, razonablemente democráticos, como Hipólito Irigoyen –la figura sobresaliente en la Unión Cívica Radical durante el primer tercio del siglo XX, y derrocada por el general José F. Iraburu.1

Las sociedades latinoamericanas difieren al paso del tiempo. A manera de ejemplo, la Argentina de Rosas abrumadoramente rural, que atraviesa por un difícil proceso de unificación política; la de Perón es la de la prosperidad agropecuaria, de las exportaciones y de la industrialización en ascenso. En dos épocas, Argentina es como si fuera dos países distintos. El caudillismo en este país, por lo tanto, tendrá sus diferencias según la época.

Una línea que distingue a los "viejos" y a los "nuevos" caudillos es su manera de ejercer el poder. Los caudillos decimonónicos tenían escasa o nula noción del significado de la legitimidad; de manera contraria a los del siglo XX, ya que muchos de estos accedieron al poder por medios democráticos e hicieron uso generoso de las políticas de masas y de los recursos estatales a favor de los "desposeídos" a fin de atraer, mantener y refrendar su apoyo, en lo que se ha llamado "populismo". Una de las dimensiones más críticas de cualquier cultura política involucra la noción de legitimidad política, esto es, la serie de creencias que conducen a la gente a considerar la distribución del poder político como justa y apropiada para su propia sociedad. La legitimidad política se funda sobre tres elementos: la tradición, la legalidad racional y el carisma. Los hombres obedecen (cuando es voluntariamente) a una mezcla desigual de hábito, interés y devoción personal.5 En otras palabras, la legitimidad provee la racionalidad para la sumisión voluntaria a la autoridad política. El caudillo tiene mucho de dictador, pero no todo dictador es un caudillo. De aquí que el concepto de legitimidad es crucial para esta distinción.

Peter H. Smith considera que las dictaduras y el caudillismo no son aberraciones, sino fenómenos que pueden explicarse dentro de la cultura política de la región en un largo periodo de tiempo. Obviamente, los conceptos de legitimidad pueden variar grandemente de cultura a cultura: un orden político que es moralmente aceptable para miembros de una sociedad podría ser completamente aborrecible para miembros de la otra. Su propuesta básica es que las políticas autoritarias han dominado la historia latinoamericana porque ellos han sido en buena medida "legítimas"; en otras palabras, que segmentos políticamente relevantes en la sociedad latinoamericana han considerado a las estructuras autoritarias como legítimas y por lo tanto dignas de ser aceptadas o apoyadas, esta legitimidad no debe ser vista como absoluta o total. Así se explica que caudillos nacionales, de corte autoritario, hayan logrado permanencias tan largas en el poder. El caudillo, que en su momento podía gozar de una amplia legitimidad en los círculos políticamente poderosos, pasa a ser la cabeza de un aparato político y militar cuyo mejor argumento de defensa es la procuración de la paz y el progreso. Puesto que las experiencias latinoamericanas muestran que los caudillos–dictadores son echados por la fuerza, se abre un nuevo ciclo de desorden e inestabilidad, y las fuerzas destruyen la centralidad obtenida a través de ellos. 
EL PODER EJECUTIVO EN LA CONSTITUCION ARGENTINA

El artículo 87 dispone que El Poder Ejecutivo de la Nación será desempeñado por un ciudadano con el título de “Presidente de la Nación Argentina”
En la constitución formal a este órgano-institucion se lo denomina Poder Ejecutivo y se individualiza en el presidente de la Nacion Argentina. La misma no deberá llevar una interpretación tan literal porque no sugiere que las mujeres están inhabilitadas por la constitución.

¿Quién lo ejerce?

Se ha entendido que la adjudicación de tan alta magistratura debía diferirse a sus nativos; admitiendo una excepción en su ley fundamental para los hijos de argentinos nacidos en el extranjero. 
4. ELECCIÓN DEL PRESIDENTE Y VICEPRESIDENTE

El actual artículo 94 de la constitución establece la elección directa por el pueblo, a cuyo fin todo el territorio nacional conforma un distrito único. El mismo artículo señala que se hará por sistema de doble vuelta, pero a esa segunda vuelta solamente se recurre cuando ninguna de las formulas obtenga el 45% de los votos validos afirmativos, conforme a lo que establece el artículo 97. Si supera tal porcentaje, la más votada será proclamada como presidente y vicepresidente de la Nación. 
4. LAS CONDICIONES DE ELEGIBILIDAD DEL PRESIDENTE Y VICEPRESIDENTE 

Para ser elegido presidente o vicepresidente de la Nación, se requiere haber nacido en el territorio argentino, o ser hijo de ciudadano nativo, habiendo nacido en país extranjero; y las cualidades exigidas para ser elegido senador, conforme lo establece el art.89 CN.

La reforma de 1994 eliminó el requisito anterior de pertenencia a la religión católica apostólica romana porque se afirma el pluralismo. En cuanto a las demás condiciones para ser elegido senador, se remite al nuevo art.55 (ex 47) donde establece como requisitos: la edad de treinta años (para ser elegido), haber sido seis años ciudadano de la Nación, disfrutar de una renta anual de dos mil pesos fuertes o de una entrada equivalente (en desuso), y ser natural de la provincia que lo elija, o con dos años de residencia inmediata en ella.

 PERÍODO PRESIDENCIAL.

El nuevo artículo 90, dispone: “El presidente  y vicepresidente duran en sus funciones él termino de cuatro años y podrán ser reelegidos o sucederse recíprocamente por un solo período consecutivo. Si han sido reelectos o se han sucedido recíprocamente no pueden ser elegidos para ninguno de ambos cargos, sino con el intervalo de un período”.

TÉRMINO

Finalizado el lapso de cuatro años el presidente termina su mandato. De ello trata el artículo 91 cuando expresa que “El Presidente de la Nación cesa en el poder el mismo día en que expira su período de cuatro años, sin que evento alguno que lo haya interrumpido pueda ser motivo de que se le complete mas tarde”.

REELECCIÓN 

El Pacto de Olivos, entre el presidente Carlos Menem y el ex presidente Raúl Alfonsín abrió las puertas de una reforma constitucional buscada por el oficialismo con el indisimulado propósito de obtener la reelección del presidente y vicepresidente.

Está fundado en aquel principio natural a la condición humana  de tratar permanecer en el poder durante el mayor tiempo posible, descripto con maestría por Maquiavelo diciendo que al poder político no se lo reclama, sino que se lo ejerce. Y que el primer objetivo una vez alcanzado el poder consiste en permanecer en el mismo durante todo el tiempo que sea posible.

El ejemplo extranjero más traído para fundamentar la idea de reelección presidencial fue, una vez más la Constitución de los Estados Unidos: se dijo así que un mandato de cuatro años ponía a prueba las cualidades del presidente y que si ese presidente ratificaba la confianza del electorado  en una nueva elección, al fin y al cabo elevar el mandato a ocho años en lugar de seis  como el plazo de la Constitución de 1853 no significaba agravar tanto las cosas.

SUELDO

Durante el ejercicio de su mandato El presidente y vicepresidente disfrutan de un sueldo pagado por el  Tesoro de la Nación, que no podrá ser alterado en el período de sus nombramientos. Durante el mismo período no podrán ejercer otro empleo, ni recibir ningún otro emolumento de la Nación ni de provincia  alguna (artículo 92). 

Su monto no puede alterarse en el periodo de sus nombramientos, o sea, ni aumentarse ni disminuirse. La Constitución ha querido evitar que el Congreso sea quien la fije para no utilizarla facultad como instrumento de presión. 

EL JURAMENTO 

El art. 93 de la Constitución Nacional establece que al tomar posesión de su cargo el presidente y vicepresidente prestarán juramento, en manos del presidente del Senado y ante el Congreso reunido en Asamblea, respetando sus creencias religiosas, de: "desempeñar con lealtad y patriotismo el cargo de presidente (o vicepresidente) de la Nación y observar y hacer observar fielmente la Constitución de la Nación Argentina. 

El juramento es un requisito sustancial e indispensable para el desempeño del cargo. El presidente lo presta una sola vez durante el ejercicio de su mandato. Esto quiere decir que si por ausencia, enfermedad o cualquier causa delegara sus funciones en el vicepresidente u otro sustituto legal, no deberá prestar nuevo juramento al recuperar el ejercicio de su función. En cuanto al vicepresidente, presta el juramento al solo efecto del ejercicio de su función de tal;  si asumiera definitivamente el poder ejecutivo en reemplazo del presidente, deberá prestar nuevo juramento es parte del protocolo que el nuevo presidente reciba los símbolos del mando que son el bastón y la banda presidencial.

SISTEMA DE ELECCIÓN. EN QUE CASOS PROCEDE LA SEGUNDA VUELTA

El presidente y el vicepresidente de la Nación serán elegidos directamente por el pueblo, en doble vuelta, según lo establece esta Constitución. A este fin el territorio nacional conformará un distrito único. 

La elección se efectuará dentro de los dos meses anteriores a la conclusión del mandato del presidente en ejercicio. 

La segunda vuelta electoral, si correspondiere, se realizará entre las dos fórmulas de candidatos más votadas dentro de los treinta días de celebrada la anterior. 

Cuando la fórmula que resultare más votada en la primera vuelta, hubiere obtenido más del cuarenta y cinco por ciento de los votos afirmativos válidamente emitidos, sus integrantes serán proclamados como presidente y vicepresidente de la Nación. 

Cuando la fórmula que resultare más votada en la primera vuelta hubiere obtenido el cuarenta por ciento por lo menos de los votos afirmativos válidamente emitidos y, además, existiere una diferencia mayor de diez puntos porcentuales respecto del total de los votos emitidos sobre la fórmula que le sigue en número de votos, sus integrantes serán proclamados como presidente y vicepresidente de la Nación. 

La doble vuelta no se realiza cuando: a) en el primer acto electoral la fórmula las votada supera el 45% de los votos afirmativos válidamente emitidos; b) en ese primer acto electoral la fórmula más votada alcanza el 40% al menos de los votos afirmativos válidamente emitidos, y además hay una diferencia mayor del 10% respecto del total de votos afirmativos emitidos válidamente a favor de la fórmula que le sigue en número de votos. Cundo no ocurre ninguna de estas dos hipótesis, se debe realizar un segundo acto electoral para que el electorado activo elija entre las dos fórmulas más votadas en la primera vuelta. La segunda tiene lugar dentro de los treinta días de realizada la anterior. 

Con respecto, a la doble vuelta es viable que alguna vez ocurra una de las siguientes hipótesis:

a) Que el partido que ha postulado la fórmula que debe competir en la segunda vuelta, decida retirarse y abstenerse; b) que sean los candidatos de la fórmula, los que adoptan similar decisión, lo que abre alternativas: que el partido no acepte la declinación personal de los candidatos o que la admita; c) que un candidato fallezca; d) que un candidato incurra en una causal de inhabilitación. Cualquiera de tales situaciones bloquea la segunda vuelta, y parece necesario que tal bloqueo encuentre la vía de superación.

Según la ley 24444 del Código Nacional Electoral en sus artículos 151 a 155 afirma:

Artículo 151: En la segunda vuelta participarán las dos fórmulas mas votadas en la primera, resultando electa la que obtenga mayor número de votos afirmativos válidamente emitidos.

Artículo 152: Dentro del quinto día de proclamadas las dos fórmulas más votadas, éstas deberán ratificar por escrito ante la Junta Electoral Nacional de la Capital Federal, su decisión de presentarse a la segunda vuelta. Si una de ellas no lo hiciera, será proclamada la otra.

Artículo 153: En caso de muerte o renuncia de cualquiera de los candidatos de la fórmula que haya sido proclamada electa, se aplicará lo dispuesto en el artículo 88 de la constitución nacional. 

Artículo 154: En caso de muerte de los dos candidatos de cualquiera de las dos fórmulas más votadas en la primera vuelta electoral y antes de producirse la segunda, se convocará a una nueva elección. En caso de muerte de uno de los candidatos de cualquiera de las dos fórmulas más votadas en la primera vuelta electoral, el partido político o alianza electoral que represente, deberá cubrir la vacancia en el término de siete días corridos a los efectos de concurrir a la segunda vuelta.

Artículo 155: En caso de renuncia de los dos candidatos de cualquiera de las dos fórmulas mas votadas en la primera vuelta, se proclamará electa a la otra. En caso de renuncia de uno de los candidatos de cualquiera de las dos fórmulas más votadas en la primera vuelta electoral, no podrá cubrirse la vacante producida. Para el caso que la renuncia sea del candidato a Presidente ocupará su lugar el candidato a Vicepresidente.
5. EL VICEPRESIDENTE: NATURALEZA Y FUNCIONES 

Esta institución presenta, en cuanto a su naturaleza, características complejas: no forma parte del poder ejecutivo, porque este es unipersonal y el vicepresidente no comparte las atribuciones de su titular. Su ubicación efectiva es, por tanto, el poder legislativo, donde desempeña la presidencia del Senado. Sin embargo, al no ser senador no puede ejercer las funciones de estos, y solo vota en caso de empate.

FUNCIONES CONSTITUCIONALES

La Constitución Nacional le asigna al vicepresidente de la República dos funciones relevantes: una potencial que ejercerá ante la falta, ausencia, enfermedad, muerte, renuncia o destitución  del presidente, ocupando el lugar de este y otra permanente, que es la de presidir el senado de la nación, pero sin votar, salvo en caso de empate.
ACEFALIA

Acefalía del poder ejecutivo quiere decir que el poder ejecutivo queda sin cabeza, o sea, sin titular; siendo el ejecutivo unipersonal, eso ocurre cuando falta el único titular que tiene, es decir, el presidente. El poder ejecutivo está acéfalo cuando por cualquier causa no hay presidente, o si lo hay no puede ejercer sus funciones.

CASOS Y NORMAS CONSTITUCIONALES

Existen cuatro causales de acefalía: 

a) enfermedad o inhabilidad: si el presidente no reconoce su inhabilidad, la doctrina puede pensar tres soluciones para dar por comprobada y configurada la causal de acefalía, y para declarar que se ha producido a fin de abrir el reemplazo. 1) Que el vicepresidente llamado a suceder al presidente declare que hay acefalía y acceda a la presidencia por su propia decisión; 2) que el congreso declare que hay acefalía; 3) que el presidente sea destituido por juicio político. La primera solución nos parece improcedente. La tercera solución nos permite comentar que el juicio político puede ser una vía apta, si la inhabilidad configura mal desempeño; pero no resulta imprescindible. Nos queda, pues, la competencia del congreso para declarar, sin necesidad de juicio político, que se ha configurado la causal de acefalía llamada inhabilidad o enfermedad.   

b) ausencia: Esta causal ha de entenderse actualmente como ausencia del país. Por un lado, si el constituyente configuró como causal de acefalía a la ausencia de la capital con más razón quiso prever dentro de ella a la ausencia del país. La ausencia presidencial es importante cuando se trata de salidas al exterior. Allí debe concurrir el permiso del congreso, por imperio del art. 99, inc. 18, que no admite esquivamiento de su aplicación para viajar al extranjero.   

c) muerte y renuncia: la muerte y la renuncia son situaciones tan objetivas que no ofrecen duda. Pero la renuncia debe ser aceptada por el congreso. El art. 75 inc. 21 se refiere a admitir o desechar los motivos de dimisión del presidente o vicepresidente, lo que también revela que la renuncia debe ser fundada. 

d) destitución: la constitución prevé el juicio político para el presidente y el vicepresidente, con el resultado de que, si prospera, el fallo del senado importa por lo menos destituir al acusado. La constitución no conoce otro mecanismo destitutorio.   

TEXTO CONSTITUCIONAL

El art. 88 enfoca dos supuestos: a) que una causal de acefalía afecte únicamente al presidente de la república, en cuyo caso el poder ejecutivo es ejercido por el vicepresidente (es lo que llamamos la sucesión del vicepresidente); b) que tanto el presidente como el vicepresidente estén afectados por una causal de acefalía, en cuyo caso le cabe al congreso determinar el funcionario público que ha de desempeñar la presidencia.

COMPETENCIA DEL CONGRESO

El art. 88 dice expresamente: En caso de destitución, renuncia, muerte, dimisión o inhabilidad del presidente y vicepresidente de la Nación, el congreso determinará que funcionario público ha de desempeñar la presidencia, hasta que haya cesado la causa de inhabilidad o un nuevo presidente sea electo. El artículo autoriza, a nuestro juicio, dos interpretaciones igualmente válidas. La determinación puede hacerla el congreso: a) en forma anticipada y general, mediante una ley que para los casos futuros ordene la sucesión al poder (y así se hizo dictando las leyes de acefalía 252 y 20972); b) en cada caso particular, una vez producida la acefalía presidencial e impedida la sucesión del vicepresidente.

LAS LEYES N°252 Y 20.972 : ANTECEDENTES Y APLICACIÓN
La primera ley de acefalía fue la 252 dictada en 1868. En 1975 fue derogada la ley 252 y sustituida por la 20.972. Esta ley dispuso dos etapas para cubrir la acefalía: una provisoria hasta que el congreso elija el nuevo presidente, y otra definitiva a cargo del presidente electo por el congreso reunido en asamblea. Si la causal de acefalía es transitoria, la segunda etapa no se cumple. 

El texto de la nueva ley 20972 es el siguiente:

Artículo 1: En caso de acefalía por falta de presidente y vicepresidente de la nación, el poder ejecutivo será desempeñado transitoriamente en primer lugar por el presidente provisorio del senado, en segundo por el presidente de la cámara de diputados y a falta de éstos, por el presidente de la Corte Suprema, hasta tanto el congreso reunido en asamblea, haga la elección a que se refiere el artículo 88 de la Constitución nacional.

Artículo 2: La elección, en tal caso, se efectuará por el congreso de la nación, en asamblea que convocará y presidirá quién ejerza la presidencia del senado y que se reunirá por imperio de esta ley dentro de las 48 horas siguientes al hecho de la acefalía. La asamblea se constituirá en primera convocatoria con la presencia de las dos terceras partes de los miembros de cada cámara que la componen. Si no se logra ese quórum, se reunirá nuevamente a las 48 horas siguientes constituyéndose en tal caso con simple mayoría de los miembros de cada cámara.

Artículo 3: La elección se hará por mayoría absoluta de los presentes. Si no se obtuviere esa mayoría en la primera votación se hará por segunda vez, limitándose a las dos personas que en la primera hubiesen obtenido mayor número de sufragios. En caso de empate, se repetirá la votación, y si resultase nuevo empate, decidirá el presidente de la asamblea votando por segunda vez. El voto será siempre nominal. La elección deberá quedar concluida en una sola reunión de la asamblea.

Artículo 4: La elección deberá recaer en un funcionario que reúna los requisitos del artículo 89 de la constitución nacional y desempeñe alguno de los siguientes mandatos populares electivos: senador nacional, diputado nacional o gobernador de provincia.

Artículo 5: Cuando la vacancia sea transitoria, el poder ejecutivo será desempeñado por los funcionarios indicados en el artículo 1 y en ese orden, hasta que reasuma el titular.

Artículo 6: El funcionario que ha de ejercer el poder ejecutivo en los casos del artículo 1 de esta ley actuará con el título que le confiere el cargo que ocupa, con el agregado en ejercicio del poder ejecutivo. Para el caso del artículo 4, el funcionario designado para ejercer la presidencia de la república deberá prestar el juramento que prescribe el artículo 93 de la constitución nacional ante el congreso y en su ausencia, ante la Corte Suprema de Justicia.

Artículo 7: Derogase la ley  Nº 252 del día 19 de setiembre de 1868.  

ACEFALÍA DEFINITIVA Y ACEFALIA TRANSITORIA

Si la acefalía es definitiva, el presidente cesa y la vacancia debe cubrirse en forma permanente: el vicepresidente ejerce el poder ejecutivo por todo el resto del período presidencial pendiente y asume el cargo en sí mismo y se convierte en presidente; no es el vicepresidente en ejercicio del poder ejecutivo, sino el presidente; con eso, desaparece la acefalía, porque definitivamente el ejecutivo tiene un nuevo titular.

Si la acefalía no es definitiva, por ejemplo por ausencia o enfermedad transitoria del presidente, el ejercicio que el vicepresidente hace del poder ejecutivo es algo así como una suplencia, hasta que el presidente reasuma sus funciones, en esos casos, el vicepresidente es sólo vicepresidente en ejercicio del poder ejecutivo; el presidente sigue siendo tal, solo que es pero no ejerce, y por eso, cuando reasume, no presta nuevo juramento. El vicepresidente sigue siendo vicepresidente. O sea que no sucede al presidente en el cargo, sino solo lo reemplaza en las funciones del cargo.  
EL JEFE DE GABINETE

La jefatura de gabinete es un órgano dependiente del poder ejecutivo, y su titular el jefe de gabinete es uno de los ministros del Poder Ejecutivo, que tiene como tal, las atribuciones que la Constitución le otorga en su art. 100.

Con la reforma de 1994 ha aparecido el jefe de gabinete de ministros que, sin ser un primer ministro, ha recibido competencias especiales y diferentes a las genéricas ministeriales.

DESIGNACIÓN Y REMOCIÓN 

El jefe de gabinete es nombrado por el presidente de la nación. Por el voto de la mayoría absoluta de los miembros de cada una de las cámaras el jefe de gabinete puede ser removido de su cargo; aquí hace falta la coincidencia de las dos cámaras en la remoción, con el quórum de votos indicado.

Para tratar una moción de censura como etapa previa a la remoción del jefe de gabinete es menester que cualquiera de las cámaras alcance favorablemente la interpelación ante sí, con el voto de la mayoría absoluta, computada sobre la totalidad de miembros que la componen.

Si una sola cámara logra, con ese quórum de votos, interpelar al jefe de gabinete y censurarlo, su voto de censura no surte efecto destitutorio, porque la remoción precisa decisión concordante de las dos cámaras. En cambio, si la interpelación y el recíproco voto de censura se producen en las dos cámaras, la remoción se opera cuando amas así lo resuelven por mayoría absoluta de sus miembros.  

En síntesis, la remoción solo es viable cuando la ha precedido un voto de censura conjunto de ambas cámaras, y cuando a continuación también las dos coinciden en la sanción destitutoria.

 ATRIBUCIONES 

Procurando reagrupar sus competencias podemos intentar una rápida clasificación:

1) Expedición de actos y reglamentos necesarios para ejercer las facultades que le acuerda el art. 100 y las que le delegue el presidente; todo ello conforme al inc. 2. 

2) Ejercicio directo de las funciones y atribuciones que le delegue el presidente, según el inc. 4.

3) Resolución, en acuerdo de gabinete, sobre materias que le indique el poder ejecutivo, y resolución por decisión propia en las materias que estime necesario por su importancia en el ámbito de su competencia; todo ello conforme al inc. 4.

4) Nombramiento de empleados de la administración, con excepción de los que corresponden al presidente

5) Coordinación, preparación y convocatoria de las reuniones de gabinete de ministros y presidencia de las mismas en ausencia del presidente; todo ello conforme al inc. 5.

6) Remisión al congreso de los proyectos de ley de ministerios y de presupuesto, una vez que se han tratado en acuerdo de gabinete y han sido aprobados por el poder ejecutivo; todo ello conforme al inc. 6.

7) Concurrir a las sesiones del congreso y participar, sin voto, en sus debates, según el inc. 9, y producir los informes y explicaciones verbales o escritos que sean solicitados por cualquiera de las cámaras al poder ejecutivo según el inc. 11; presentar junto a los demás ministros, al iniciarse las sesiones ordinarias del congreso, una memoria detallada del estado de la nación en cuanto a los negocios de los respectivos departamentos, según el inc. 10; concurrir como mínimo una vez por mes al congreso, alternativamente a cada cámara, para  informar sobre la marcha del gobierno, conforme al art. 101. 

8) Tomar intervención en el procedimiento inmediato al dictado de decretos de necesidad y urgencia para someterlos a la Comisión Bicameral Permanente, conforme al inciso 13 en relación con el art. 99 inc. 3 y en el correspondiente a decretos de promulgación parcial de leyes, conforme al inc. 13 en relación con el art. 80 y en el correspondiente a decretos dictados en ejercicio de facultades delegadas por el congreso, al poder ejecutivo, conforme al inc. 12 en relación con el art. 76, para control de la Comisión Bicameral Permanente.  

9) Refrendar los decretos del poder ejecutivo: que prorrogan las sesiones ordinarias del congreso y que convocan a sesiones extraordinarias, todo ello conforme al inc. 3; que reglamenten leyes, según el inc. 8; que ejerzan facultades delegadas por el congreso al poder ejecutivo, según el inc. 12; que se dictan por razones de necesidad y urgencia, según el inc. 13; que promulgan parcialmente una ley, según el inc. 13. 

10) Refrendar los mensajes del presidente que promuevan la iniciativa legislativa, según el inc. 8.

SU RELACIÓN CON EL PODER LEGISLATIVO

El art. 101 de la Constitución obliga, al jefe de gabinete a concurrir al congreso al menos una vez por mes, alternativamente a cada una de sus cámaras. El objetivo de esa asistencia consiste en informar a los legisladores sobre la marcha del gobierno.

El jefe de gabinete, por el voto de la mayoría absoluta de la totalidad de miembros de cualquiera de las cámaras puede ser interpelado. La interpelación tiene como objetivo el tratamiento de una moción de censura. 

DEBERES. ANÁLISIS DE LOS ART. 100 Y 102.

Propias y exclusivas:

· “enviar al Congreso los proyectos de ley de Ministerios y de presupuesto nacional” (art. 100, inc. 6, CN).

· “producir los informes y explicaciones verbales o escritos que cualquiera de las Cámaras solicite al Poder Ejecutivo” (art. 100, inc. 11, CN).

· “someterá personalmente y dentro de los diez días de su sanción” los decretos de necesidad y urgencia y de promulgación parcial “a consideración de la Comisión Bicameral Permanente” (art. 100, inc. 13, parte 2da, CN; reitera el art. 99, inc. 3, párrafo 4to, CN).

· “concurrir al Congreso al menos una vez por mes, alternativamente a cada una de sus Cámaras, para informar de la marcha del gobierno” (art.101, parte 1era, CN).

· “ser interpelado a los efectos del tratamiento de una moción de censura” por cualquiera de las Cámaras (art. 101, parte 2da, CN).

Obligaciones comunes con los demás Ministros:

· “concurrir a las sesiones del Congreso y participar en sus debates, pero no votar” (art. 100, inc. 9no = art. 106).

· “presentar junto a  los restantes ministros una memoria detallada del estado de la Nación en lo relativo a los negocios de los respectivos departamentos” (art. 100, inc. 10 = art. 104 CN).

· ir a cada una de las Cámaras cuando lo requieran para dar “las explicaciones e informes que estimen convenientes” (art. 71 y 101, parte 1ª in fine CN).
 Esto se establecerá de acuerdo a  los alcances de la responsabilidad individual y solidaria que sigue los casos que prevé al Art. 102.
8. LOS MINISTROS DEL PODER EJECUTIVO.

Los ministros son los colaboradores mas directos del presidente de la República y están a cargo de un área específica de gobierno, bajo la jefatura de aquel.

El ministerio es un órgano de rango constitucional, colegiado y complejo. Como órgano colegiado y complejo, el ministerio actúa junto al poder ejecutivo, en dos tipos de relaciones:

1) mediante el refrendo, que puede ser múltiple, o no 

2) mediante las reuniones de gabinete, que fueron práctica constitucional cuando, antes de la reforma de 1994, no contaban con norma expresa y que también se han denominado acuerdo de ministros o acuerdo de gabinete.

La Constitución de 1853 había establecido en cinco la cantidad de ministros del Poder Ejecutivo, asignándole a cada uno de ellos la materia o rubro de su incumbencia. La reforma constitucional de 1898 amplió a ocho aquel número y dejó condicionada a una ley del Congreso la asignación de la materia de cada uno. La última reforma introducida en 1994 suprimió del texto constitucional la referencia a la cantidad de ministros, dejando a criterio del Congreso establecer su número y competencia.

 SU DESIGNACIÓN Y REMOCIÓN

Tanto el jefe de gabinete como los demás ministros son nombrados y removidos por el presidente. Todos son, asimismo, susceptibles de ser destituidos mediante juicio político (acusación por la cámara de diputados y juzgamiento por el senado). El jefe de gabinete, además, puede ser removido por el voto de la mayoría absoluta de los miembros de cada una de las cámaras del congreso.

FUNCIÓN CONSTITUCIONAL

Las funciones constitucionalmente asignadas a los ministros son políticas y administrativas. En cuanto a las primeras, refrendan los actos del presidente, cumplen sus directivas políticas, sugieren y proponen medidas que orienten las decisiones de gobierno en su área específica. En lo que atañe a la función administrativa, los ministros tienen la jefatura de sus respectivos departamentos y pueden tomar por sí solos resoluciones concernientes únicamente al régimen económico y administrativo de aquellos. 

Los ministros del poder ejecutivo tienen previstas en la constitución nacional las siguientes atribuciones: 

1) Están a cargo del despacho de los negocios de la Nación; 

2) Refrendan y legalizan los actos del presidente por medio de su firma, sin cuyo requisito carecen de eficacia. La legalización implica certificar que el documento y la firma del presidente son auténticos. 

3) Pueden adoptar resoluciones en lo concerniente al régimen económico y administrativo de sus respectivos departamentos.

4) Pueden concurrir a las sesiones del congreso y tomar parte en sus debates, pero no votar. La prohibición de votar está plenamente justificada por la falta de representatividad de los ministros. Su designación no emana de la voluntad popular, sino de una decisión del presidente.

El jefe de gabinete de ministros y los demás ministros secretarios cuyo número y competencia será establecida por una ley especial, tendrán a su cargo el despacho de los negocios de la Nación, y refrendarán y legalizarán los actos del presidente por medio de su firma, sin cuyo requisito carecen de eficacia. 
El refrendo es el acto por el cual el ministro competente se responsabiliza con su firma de un decreto o mandato suscritos por el jefe de estado y le da fuerza de obligar.

¿HACEN DEL PODER EJECUTIVO UN ÓRGANO COLEGIADO?

El Poder Ejecutivo es unipersonal, no es un cuerpo colegiado, sino un centro de decisión encarnado en un  órgano vivo: el Presidente de la Nación. Los ministros, si bien forman un gabinete con poderes propios, están en un todo en relación de dependencia con el Presidente. 

RESPONSABILIDAD 

La responsabilidad de los ministros puede ser individual por los actos que refrenda y legaliza o solidaria si los acuerda con sus colegas (art.102 CN). Dicha responsabilidad es política frente al Congreso por juicio político y frente al presidente, pues él los puede remover, y es criminal o civil frente a los jueces ordinarios.

9. JEFATURAS QUE EJERCE. ATRIBUCIONES DEL PRESIDENTE EN EL EJERCICIO DE CADA JEFATURA.

LA JEFATURA DE ESTADO 

El inciso 1 del artículo 99 de la constitución dispone que el presidente es el jefe supremo de la Nación. La jefatura de estado implica la potestad de representar al estado interna y externamente, como una unidad. Es una jefatura exclusiva, del poder ejecutivo, por lo tanto no compartida con ningún otro poder. De allí la denominación de primer mandatario, a quien se le puede reclamar razones y explicaciones (responsabilidad).

En este carácter el Presidente: representa al Estado en la reuniones o instancias a las cuales concurren los demás jefes de Estado; nombraa y remueve a los embajadores con acuerdo del Senado y, por si solo, a los agentes consulares (art. 99, inc. 7, CN); concluye y firma tratados con potencias extranjeras (art. 99, inc. 11, CN); declara la guerra con autorización del Congreso (art. 99, inc. 15, CN) y el estado de sitio por ataque exterior con acuerdo del Senado (art. 99, inc. 16, CN).

JEFATURA  DE GOBIERNO
En nuestro sistema institucional, en la jefatura de gobierno resalta el carácter unipersonal del poder ejecutivo, indicando que en el ámbito de ese poder del estado su autoridad está por encima de la de cualquier otro órgano o autoridad. El inciso 1 del art. 99 de la Constitución Nacional expresa que el presidente de la Nación es el jefe de gobierno. La referencia a esa jefatura fue incorporada por la reforma constitucional de 1994.

La necesidad de incorporar esta nueva jefatura debe buscársela en el reforzamiento de su supremacía con motivo de la creación de la Jefatura de Gabinete de Ministros. La norma constitucional pretendió, así, aventar cualquier tipo de duda, manteniendo indemne el carácter unipersonal del poder ejecutivo.

En  tal carácter nombra y remueve a sus ministros y al Jefe de Gabinete (art. 99, inc.7°, parte 2ª, CN); hace nombramientos en comisión en receso del Senado (art. 99, inc. 19, CN); nombra a los empleados de la administración cuyo nombramiento no está reglado de otra manera por la Constitución,  tal el caso de los secretarios del Estado (art. 99, inc. 7°  in fine, CN). Con relación a la remoción discrecional de los empleados de carrera, la norma debe armonizarse con el art. 14 bis en cuanto consagra la estabilidad del empleado público. 

LA RESPONSABILIDAD DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 

La Constitución nacional (art. 99, inc. 1° in fine, CN) le atribuye al presidente la calidad de responsable político de la administración general del país. Ello es consecuencia de la creación de la Jefatura de Gabinete de Ministros, a la cual se le ha atribuido la facultad de ejercer la administración general del país. 

El presidente sigue desempeñando la jefatura de la Administración pública, pero en ella han sido diferenciados dos aspectos: a) la titularidad, que sigue a cargo del presidente de la República; y b) su ejercicio que es derivado por la reforma al jefe de gabinete de ministros.

Que el presidente de la república ejerce la jefatura de la Administración pública significa que es la autoridad superior o cabeza de toda la actividad administrativa que se desarrolla en el ámbito del poder ejecutivo y por medio de cualquiera de los órganos que de el dependen. 

El carácter de responsable político habilita al Ejecutivo a solicitar al Jefe de Gabinete y a los jefes de los ramos y departamentos de la administración los informes que crea convenientes (art. 99, inc. 17, CN); supervisar la recaudación de la rentas de la Nacion (art. 99, inc. 10, CN) e incluso puede darle instrucciones cuyo incumplimiento puede acarrear la remoción del Jefe de Gabinete por parte del Presidente.

De ningún modo el Presidente podrá avocarse la competencias del Jefe de Gabinete, ni reasumirlas genéricamente.

LA JEFATURA DE LAS FUERZAS ARMADAS 

La constitución dispone que el presidente es comandante en jefe de todas las fuerzas armadas de la Nación. El término comandante se refiere a quien ejerce el mando superior de la fuerza militar; y el vocablo jefe a quien es cabeza de ella.

El comandante en jefe es la autoridad superior que manda a las fuerzas armadas administrativa y militarmente en ejercicio de un poder constitucional y el presidente ejerce la facultad disciplinaria, administrativa y jerárquica sobre todos los grados y jerarquías de las fuerzas armadas. Estas atribuciones son ejercidas tanto en tiempo de paz como en caso de guerra. El presidente puede ejercer directamente esta potestad o puede hacerlo por delegación, como por lo general ocurre.  

En este carácter provee empleos militares (art. 99, inc. 13, CN), dispone de las fuerzas armadas y corre con su organización y distribución (art. 99, inc. 14, CN).

10. ATRIBUCIONES 

1.1 DE CARÁCTER EJECUTIVO.

i. NOMBRAMIENTO DE MAGISTRADOS JUDICIALES

El inciso 4to del art. 99 sobre competencias presidenciales estipula:

“Nombra los magistrados de la Corte Suprema con acuerdo del Senado, por dos tercios de sus miembros presentes, en sesión pública, convocada al efecto.

Nombra los  demás jueces de los tribunales federales inferiores en base a una propuesta vinculante en terna del Consejo de la Magistratura con acuerdo del Senado, en sesión pública, en la que se tendrá en cuenta la idoneidad de los candidatos.

Un nuevo nombramiento precedido de igual acuerdo, será necesario para mantener en el cargo a cualquiera de esos magistrados, una vez que cumplan la edad de setenta y cinco años. Todos los nombramientos de magistrados cuya edad sea la indicada o mayor se harán por cinco años, y podrán ser repetidos indefinidamente, por el mismo trámite”.

La facultad del Presidente- con acuerdo del Senado- se ha limitado en varios aspectos con respecto al anterior art. 86 en su inc. 5°:

· porque necesita ahora un quórum favorable agravado, que se fija en los dos tercios de los miembros presentes de la cámara, debiendo la sesión ser pública y convocarse a ese efecto;

· para los demás jueces de los tribunales inferiores el procedimiento de designación con acuerdo del Senado viene precedido por la intervención del Consejo de la Magistratura(art. 114), que propone una terna vinculante;

· la norma añade –con carácter obligatorio- que se tendrá en cuenta la idoneidad del candidato y esta indicación imperativa alcanza tanto al Senado para prestar el acuerdo como al Presidente para seleccionar dicho candidato entre los tres propuestos por el Consejo de la Magistratura. Una vez efectuado el nombramiento, los jueces de la Corte solo pueden ser removidos por juicio político y los demás por un jurado de enjuiciamiento. O sea, la voluntad de los órganos designantes no puede revocarles el nombramiento

Respecto de la caducidad de la inamovilidad por edad  se plantea un serio problema, el funcionario público que accede a un cargo adquiere un derecho de función que se rige por la normativa vigente al momento de la designación y no es susceptible de alterarse durante el tiempo de desempeño. Una norma que reduce el periodo es inconstitucional si ha de aplicarse a quien por derecho de función tenía asignado un período mayor. Por lo tanto para aquellos jueces que tenían antes de entrar en vigencia la reforma de 1994 garantizada la inamovilidad vitalicia por el anterior artículo 96 de la constitución, la reforma resulta inconstitucional en la medida en la que les amputa al desempeño al alcanzar los 75 años. En cambio, para aquellos jueces que fueron designados luego de la entrada en vigor de la reforma, esta no plantea problemas de inconstitucionalidad. (Caso Fayt).

ii. NOMBRAMIENTO DE EMBAJADORES Y MINISTROS PLENIPOTENCIARIOS

El Poder Ejecutivo  nombra y remueve con acuerdo del Senado a los embajadores, ministros plenipotenciarios y encargados de negocios. Para el personal diplomático, observamos que el acuerdo senatorial es requisito de designación y de remoción conforme al inc. 7° del art. 99, debiendo determinar concretamente cual es el estado donde el diplomático va a desempeñar su función.

iii. NEGOCIACIÓN Y FIRMA DE TRATADOS INTERNACIONALES
El articulo 99 en su inc. 11 dispone que el Presidente concluye y firma tratados, concordatos y otras negociaciones requeridas para el mantenimiento de buenas relaciones con las organizaciones internacionales y las naciones extranjeras. Según el art.75 inc. 22 el  congreso los aprueba o los desecha. Cuando el congreso los aprueba, el poder ejecutivo tiene competencia para ratificarlos  en sede internacional.

iv. DECLARACIÓN DEL ESTADO DE SITIO POR ATAQUE EXTERIOR
El inciso 16 del art. 99 prevé la declaración del estado de sitio por el presidente de la república, con acuerdo del Senado, en caso de ataque exterior y por un término limitado. En caso de conmoción interior, solo tiene la facultad de declarar el estado de sitio cuando el congreso está en receso, porque es atribución que corresponde a este cuerpo.

v. DECLARACIÓN DE GUERRA
El inciso 15 del art. 99 reconoce la prerrogativa del Presidente de  declarar la guerra y ordenar represalias con autorización y aprobación del Congreso, sin someterse a condicionamientos ni requisitos de situación. Ello implica poner en vigor el estado de guerra como instituto de emergencia (por causa de ataque exterior, la Constitución también admite la declaración del estado de sitio). Pero ese estado de guerra no es ley marcial como transferencia plena de la jurisdicción civil a la jurisdicción militar para toda la población.

vi. NOMBRAMIENTO Y ASCENSO DE LOS OFICIALES DEL EJÉRCITO

El Poder Ejecutivo, a tenor del inc. 13 del art. 99 provee con acuerdo del Senado los empleos militares en la concesión de los empleos o grados de oficiales superiores de las fuerzas armadas. Por si solo y sin acuerdo del Senado ni refrendo de un ministro, lo puede hacer en campo de batalla, sin especificar que la presencia sea del favorecido, del presidente o ambos. Bidart Campos cree que actualmente, con la rapidez de las informaciones, si el presidente no está en el campo de batalla pero toma conocimiento fehacientemente de un acto de arrojo o mérito equivalente puede conferir grado superior por si solo desde la sede de su cargo en cualquier en que se encuentre. 

vii. LA PRÓRROGA DE LAS SESIONES ORDINARIAS Y CONVOCATORIA A EXTRAORDINARIAS
 El inc. 9 del Art. 99 da al presidente la facultad de prorrogar las sesiones ordinarias del congreso (ésta es una facultad concurrente, porque el congreso, como ya se ha visto, también puede disponer la prórroga por sí mismo). El presidente puede además convocar a sesiones extraordinarias cuando un grave interés de orden o de progreso lo requiera, esta es una facultad privativa del presidente ya que solamente puede ser ejercida por él.

1.2 DE CARÁCTER CO-LEGISLATIVO

viii. VETO
Es la facultad de observar los proyectos de ley sancionados por el congreso. Está previsto en el art. 83 de la C.N. “desechado en el todo o en parte un proyecto por el poder ejecutivo, vuelve con sus objeciones a la cámara de origen”. Por lo tanto, es una atribución por medio del cual el  presidente impide transitoriamente que el proyecto sancionado por el Congreso se convierta en ley, ya que demanda una nueva intervención del mismo, quien tiene la posibilidad de insistir en su postura inicial. Hay otra previsión conectada con la promulgación parcial de la parte no vetada  que partir de la reforma del 94 completó su regulación básica con el nuevo art. 80.

VETO TOTAL 
El veto total, es donde el presidente rechaza expresamente firmar la totalidad de la proposición de ley y la devuelve al congreso con una explicación detallada de las razones.
VETO PARCIAL

En cambio si el veto es parcial el art.83 establece que el  proyecto vuelve con sus objeciones a la cámara de origen (lo aprobado y lo objetado). Según Quiroga Lavié el Congreso puede modificar lo no vetado, pues si puede derogar en cualquier momento una ley, cómo no va a poder modificar su criterio frente a las observaciones del Poder Ejecutivo, aunque ellas no se refieran a esa parte del proyecto; el proyecto es una unidad y su sentido total puede cambiar al modificar una parte. Ésta interpretación surge del art. 83 CN que dice “ésta lo discute de nuevo” refiriéndose al proyecto y no sólo a las objeciones y agrega “si ambas cámaras lo sancionan por igual mayoría, el proyecto es ley y pasa al poder ejecutivo para su promulgación”, vale decir que no solo es ley el proyecto insistido por el congreso sin modificaciones.

PROMULGACIÓN PARCIAL

Conforme al art.80 el veto parcial  va acompañado por la promulgación parcial de la parte no vetada que tiene expresamente establecido en el art.100 inc.13 la formalidad del decreto, el refrendo conjunto por el jefe de gabinete y los demás ministerios y el sometimiento a la Comisión Bicameral  Permanente.

El art. 80 dispone:

“se reputa aprobado por el poder ejecutivo todo proyecto no devuelto en el término de diez días útiles. Los proyectos desechados parcialmente no podrán ser aprobados en la parte restante. Sin embargo, las partes no observadas solamente podrán ser promulgadas si tienen autonomía normativa y su aprobación parcial no altera no altera el espíritu ni la unidad del proyecto sancionado por el congreso. En este caso será de aplicación el procedimiento previsto para los decretos de necesidad y urgencia”.

REQUISITOS CONSTITUCIONALES PARA SU PROCEDENCIA

La opción presidencial para promulgar o vetar es solamente un principio, al que la Constitución le pone algunas excepciones:

Por ejemplo:

A) Es clásica la que obliga a promulgar la ley que se convierte en tal porque después de un veto se logra la insistencia de ambas cámaras sobre el proyecto anteriormente sancionado, conforme al art.83, que ha mantenido el texto del anterior art. 72;

B) Es nueva la prohibición explícita de veto que establece el art. 40 cuando el congreso decide someter  a consulta popular vinculante un proyecto determinado. 

En cuanto a la promulgación parcial entre las condiciones de fondo encontramos a la autonomía normativa. Significa que la parte no vetada y promulgada (que se convierte en ley) no está vinculada ni sometida a la parte vetada y por ende, tiene vigencia propia. En este punto se mejoró la propuesta de la ley 24.309 que decía “si constituyen porciones escindibles del texto primitivo” y “no altera el espíritu ni la unidad del proyecto”: se suma a lo anterior, en la medida en que exige que lo promulgado parcialmente no debe afectar la voluntad del Congreso plasmada en el proyecto completo. 

PROCEDIMIENTO

En nuestra constitución en cuanto a su plazo no dice desde cuando se computa los diez días útiles durante el cual el poder ejecutivo puede observar el proyecto de ley, y transcurrido el cual sin haberlo observado, se reputa aprobado; sin la comunicación oficial  del congreso al poder ejecutivo, éste carece de noticia sobre la sanción y no puede promulgar ni vetar.

Con respecto a su forma el  veto presidencial no está supeditado a formas especiales, ya que puede hacerse mediante un  mensaje o por decreto, debidamente fundados ambos. Lo que si necesita, tanto en un caso como en el otro, es el refrendo ministerial.

En cuanto a la promulgación parcial está sujeto a los procedimientos previsto para los decretos de necesidad y urgencia. Es decir, que se produce un reenvío a lo dispuesto por el  art. 99, inciso 3, párrafo in fine y párrafo 4, y al art. 100 inciso 13 CN.

ix. PROYECTO DE LEY
El art. 99 inc. 3° consigna que el presidente “participa de la formación de las leyes con arreglo a la constitución”. 

En primer lugar el art. 77 le reconoce la facultad  de presentar proyectos en cualquiera de las cámaras, salvo las excepciones que establece la constitución.

El presidente no podrá presentar proyectos de ley cuando:

* se trata de la iniciativa popular, porque son los ciudadanos quienes lo hacen en la cámara de diputados (art. 39)

* se trata de someter a consulta popular vinculante un proyecto, porque si es el congreso el que debe decidir hacerlo  a iniciativa de la cámara de diputados  (art. 40), parece claro que el presidente  no puede impulsar  dicho proyecto.

El presidente  no puede presentar un proyecto en cualquiera de las cámaras cuando:

* se trata de proyectos sobre contribuciones y reclutamiento de tropas, porque los debe presentar en la cámara de diputados (art. 52)

* se trata de proyectos de ley-convenio en materia de coparticipación federal (art 75 inc. 2°) y de leyes para proveer el crecimiento armónico de la nación, al poblamiento de su territorio, y a políticas diferenciadas que tiendan a equilibrar el desigual desarrollo relativo de las provincias y regiones (art. 75 inc. 19), porque los debe presentar en el senado. 

x. DECRETOS REGLAMENTARIOS
La Constitución establece en su art.99 inc. 2°, que el presidente expide las instrucciones y reglamentos que sean necesarios para la ejecución de las leyes, cuidando de no alterar su espíritu con excepciones reglamentarias. Allí aparece nítidamente la subordinación de la administración a la legislación.

Según la Corte Suprema son tan obligatorios para los habitantes, como si sus disposiciones se encontraran insertas en la propia ley, siempre que se mantengan dentro de las limitaciones del art.99 inc. 2° de la constitución y se consideran como parte integrante de la misma ley.

 La jurisprudencia de la Corte tiene exigido el requisito de la publicación como condición para su obligatoriedad, habiendo aclarado posteriormente que ello rige únicamente en el caso de decretos dictados en uso de la facultad constitucional que acuerda el art.99 inc. 2°, no extendiéndose a aquellos que carecen de contenido normativo general. 

1.3  DE CARÁCTER LEGISLATIVO

xi. REGLAMENTOS AUTÓNOMOS
Son aquellas que se dan sobre materias no reguladas por ley y reservadas a la administración. Recaen sobre materias propias de la zona de reserva de la administración, que o pueden regularse por ley. Por ej. La regulación de los recursos administrativos y la organización administrativa en el área de la administración dependiente del poder ejecutivo.

Hay doctrina que a la facultad de emanar reglamentos autónomos la estima compartida entre el presidente y el jefe de gabinete.

xii. REGLAMENTOS DELEGADOS
Se dicta en mérito a una habilitación conferida por el  poder legislativo, con plazo fijado para su ejercicio y dentro de las bases de la delegación que el congreso establezca. La reforma del 1994 ha previsto la delegación por el congreso al poder ejecutivo en el marco de excepción que traza el art.76, que la concede para materias determinadas de administración o de emergencia pública. Sin embargo, hay una prohibición que el art.99 inc.3° impide al presidente emitir disposiciones de carácter legislativo.

Solo puede ser efectuada por el congreso a favor del presidente, no al jefe de gabinete, ni a los ministros, ni a organismos administración. 

La ley que confiere la habilitación requiere uno de estos encuadres:

a) Ser una ley asimilable a las leyes penales en blanco,

b) Ser una ley que no quede total o desmesuradamente abierta a disposición de una norma administrativa que individualizara la conducta infractora,

c) En cualquiera de los dos supuestos la ley no puede dejar indeterminada la sanción, de forma que delegue a la administración establecerla a su arbitrio.

De no lograrse la ubicación de la ley en una de estas hipótesis, la misma será inconstitucional.

ARTICULO 76 C.N. TRÁMITE 

En su párrafo primero (ley sobre materias determinadas, plazo y bases), es obvio que es Ejecutivo debe respetarlo al dictar el decreto delegado, el que a su vez, debe cumplir un recaudo adjetivo. Todo esto constituye el presupuesto constitucional que habilita el ulterior dictado de los decretos delegados por parte del Ejecutivo.

· En cuanto a las materias determinadas: excluye la autorización genérica y sin precisión temática. El art.76 párrafo 1° establece uno por el objeto (de administración) y el otro por las circunstancias (de emergencia pública).

· En el ámbito temporal: debe fijar un plazo para que el Ejecutivo dicte el decreto delegado y como límite de vigencia temporal del mismo. Esto surge expresamente del comienzo del 2° párrafo del artículo 76 CN cuando se refiere a la “caducidad resultante del transcurso del plazo previsto”.

· En el ámbito programático: debe delimitar perfectamente el área de la materia delegada “dentro de las bases de la delegación que el Congreso establezca” (art. 76, párr. 1° in fine, CN), estableciendo un marco indicativo (pautas, criterios, directrices).

ARTICULO 100 INC. 12

La norma emitida por el Ejecutivo en ejercicio de facultades delegadas por el Congreso debe tener el refrendo del ministro del ramo y del Jefe de Gabinete (art. 100, inc. 12, CN) lo que conviene a todos ellos en responsable de la medida.

Una vez publicado el decreto delegado, éste tiene una fuerza obligatoria aunque quede sujeto a revisión por parte de la Comisión Bicameral Permanente (art.100 inc.12).

Es obvio que será debidamente publicado en el Boletín Oficial.

CLÁUSULA TRANSITORIA OCTAVA

Señala que la “legislación delegada (tanto las leyes de delegación como los decretos delegados) preexistente (anterior a la reforma de 1994) que no contenga plazo establecido para su ejercicio caducara a los cinco años de la vigencia de esta disposición, excepto aquella que el Congreso de la Nación ratifique expresamente por una nueva ley”.

La regulación constitucional optó por prever lo atinente a la delegación legislativa dentro de la sección correspondiente al Poder Legislativo (art. 76 CN en concordancia con la disposición transitoria 8° CN).

Según Quiroga Lavié se fija límites con obligaciones y restricciones al órgano delegante. Respecto a la actuación del órgano delegado, su regulación aparece prevista en la sección del Poder Ejecutivo (art. 100 inc. 12 CN).

CONTROL DEL CONGRESO: CASO SAN LUIS Y CASO BUSTOS.

Fallos “Provincia de San Luis” y “Bustos”. En el primero la Corte determinó que el Poder Ejecutivo se había excedido del marco de la delegación otorgada por el Congreso, al pesificar las deudas del sistema financiero.

En el fallo “Bustos” nada se dice al respecto,  ni siquiera se rebate el argumento expuesto en el fallo anterior.

Con respecto al tema de fondo en “Provincia de San Luis” se sentenció que la normativa de emergencia importaba una irrazonable limitación al derecho de propiedad, dado que había disminuido sustancialmente el valor de los depósitos.

En “Bustos” en cambio, la Corte concluye que no existe pérdida de poder adquisitivo del dinero depositado y por ende no hay violación del derecho de propiedad.

En esta cuestión no hay demasiado que analizar, la Corte declara primero que se limita irrazonablemente el derecho de propiedad y luego dice exactamente lo contrario. Cabe aclarar que siempre se refiere con relación a la normativa de emergencia y que no se refiere a los casos puntuales, por lo que la posibilidad misma de la existencia de este argumento se debe rechazar. 
Con respecto a la oferta de bonos realizada por el estado ocurre algo parecido: en “Provincia de San Luis” la misma no era un tema a considerar dado que se debatía la constitucionalidad o no de la normativa de emergencia.

En el posterior fallo “Bustos” la oferta de bonos aparece como la alternativa que brinda el Estado para remediar los perjuicios de la pesificación y a partir de ella se considera que no existe  un perjuicio patrimonial a los ahorristas en base a los argumentos reseñados.

xiii. REGLAMENTOS DE NECESIDAD Y URGENCIA
Se dictan sobre materias propias de la competencia legislativa, cuando una urgencia súbita exige emitir las normas que el congreso no ha dictado, o suplirlo lisa y llanamente. La necesidad y urgencia son las razones justificantes para consentir que se margine la división de poderes, y que el ejecutivo ejerza una función del congreso.

ARTÍCULO 99 INCISO 3

Establece la siguiente atribución del presidente de la República: “participa de la formación de las leyes con arreglo a la Constitución, las promulga  y hace publicar. El poder ejecutivo no podrá en ningún caso bajo pena de nulidad absoluta e insanable, e

Solamente cuando circunstancias excepcionales hicieran imposible seguir los trámites ordinarios previstos por esta Constitución para la sanción de las leyes, y no se trate de normas que regulen materia penal, tributaria, electoral o el régimen de los partidos políticos, podrá dictar decretos por razones de necesidad y urgencia, los que serán decididos en acuerdo general de ministros que deberán refrendarlos conjuntamente con el jefe de ministros.

El jefe de gabinete personalmente y dentro de los diez días someterá la medida a consideración de la Comisión Bicameral Permanente, que elevará su despacho en un plazo de diez días al plenario de cada Cámara para su expreso tratamiento. Una ley especial sancionada con la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara regulara el trámite y los alcances de la intervención del congreso”.

TRÁMITE

Sus párrafos tercero y cuarto encauzan y ordenan así su trámite:

a) Solamente circunstancias excepcionales que imposibiliten seguir el procedimiento legislativo ordinario, habilitan el dictado de decretos de necesidad y urgencia, pero:

I. Están absolutamente prohibidos en materia penal, tributaria, electoral y en el régimen de partidos políticos,
b) Deben emanar del presidente de la república, por decisión adoptada en acuerdo general de ministros, los que han de refrendarlos juntamente con el jefe de ministros:

c) El jefe de gabinete de ministros tiene que someter personalmente, dentro de los diez días, el decreto a consideración de la Comisión Bicameral Permanente del congreso;

d) Dicha comisión debe elevar su despacho en el plazo de otros días al plenario de cada una de las cámaras para  su expreso tratamiento

e) Las cámaras han de considerar ese despacho en forma inmediata.

Una ley especial sancionada con la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara regulara el trámite y los alcances de la intervención del congreso”.

Cabe recordar que la norma habilitante ha quedado abierta a reglamentación legal.

PROHIBICIÓN DE APROBACIÓN FICTA

Ante el silencio de la ley reglamentaria del trámite y de la intervención final del congreso, nunca  se puede establecer que la misma es una aprobación tácita del decreto de necesidad y urgencia, ya que el art. 82 contiene una norma, que se reputa general para todos los casos y para cualquiera, conforme a la cual la voluntad de cada cámara debe manifestarse expresamente, agregando para disipar cualquier duda que “se excluye, en todos los casos, la sanción tacita o ficta”

CONTROL DE  CONSTITUCIONALIDAD

Que apunta verificar si concurre en cada caso el presupuesto de doble parámetro y a fiscalizar también si el trámite formal que debe seguir el decreto después de dictado, se ha cumplido correctamente. Si a ello se adelante la convicción de que su esquivamiento, su ausencia o su violación no se subsanan en el supuesto de que el congreso convierta en ley al decreto de necesidad y urgencia. Se comprende que es amplio el espacio para el control judicial de la misma, puede recaer en:

a) La verificación de que ha existido la serie de recaudos que la constitución  exige: *circunstancias excepcionales,*que hacen imposible seguir el trámite legislativo y *necesidad y urgencia en la emisión del decreto.

b) La verificación de que se ha cumplido en todas sus etapas el seguimiento ulterior a su dictado por: *el jefe de gabinete, y *la Comisión Bicameral Permanente, hasta *su ingreso al congreso.
Cuando acaso no se ha cumplido la instancia final en la que el congreso rechaza o aprueba el decreto, también consideramos viable en control judicial acerca de todo cuanto se le propone al juez en causa judiciable por parte interesada; incluso mediante una medida cautelar. Porque el congreso no tiene competencia para convalidar legalmente un decreto, si tal derecho ha carecido de sustentación fáctica en la tipología descriptiva de la misma norma y /o no se ha sometido a todos los pasos ulteriores de seguimiento.

CASO VERROCHI

Fallo 322:1726, año 1999

El Poder Ejecutivo dictó los decretos de necesidad y urgencia Nº. 770/96 y 771/96 mediante los cuáles suprimió las asignaciones familiares a los trabajadores cuyas remuneraciones superaran los $1.000. Afectado por la medida Verrochi presentó una acción de amparo aduciendo de inconstitucionalidad los mencionados decretos por resultar violatorios de la garantía de protección integral de la familia, reconocida en el Art. 14 bis de la Constitución Nacional.
El actor alegó además que el decreto no estaba fundado en una situación de necesidad y urgencia. El amparo resultó procedente tanto en primera como en segunda instancia, por lo que el fisco interpuso recurso extraordinario federal.

La Corte Suprema confirmó la inconstitucionalidad de los decretos impugnados, disponiendo que el Poder Ejecutivo no estaba facultado para dictar disposiciones de carácter legislativo. Agregó que para que fuera procedente la emisión de los decretos de necesidad y urgencia debían concurrir algunas de las circunstancias excepcionales a saber: que el Congreso no puediera reunirse por razones de fuerza mayor o que la situación que requiriera solución legislativa fuera de tal urgencia que no permitiera aguardar el dictado de una ley por el Congreso, causales que no se encontraban en el presente caso.
Además alegó que el Poder Judicial estaba facultado para controlar que en el caso concreto existieran las circunstancias excepcionales alegadas por el Poder Ejecutivo.

1.4 DE CARÁCTER JURISDICCIONAL

EL INDULTO Y LA AMNISTÍA

El art. 99 inc. 5 le otorga al presidente de la Nación la facultad de indultar o conmutar las penas por delitos sujetos a la jurisdicción federal previo informe del tribunal correspondiente excepto en los casos de acusación por la Cámara de Diputados.

La doctrina coincide en señalar, en forma mayoritaria, que el indulto es el perdón de la pena impuesta al autor, cómplice o instigador de un delito; la conmutación, comporta el cambio de una pena por otra menor  o si se quiere la reducción de la sanción.

Son institutos que aparecen en la Ley Fundamental como resabio de los tiempos en que el monarca legislaba, juzgaba y ejecutaba. De modo que si el rey condenaba, también le cabía la gracia del perdón. Superada la acepción de su origen con el principio de división de poderes, a nadie escapa que estamos en presencia de categorías históricas que van a contramano de los principios constitucionales de nuestro país.

Según Bidart Campos el indulto es un acto de una neta y clara naturaleza política y no como algunos sostienen “jurisdiccional”, porque el Poder Ejecutivo no cumple con la tarea de administrar justicia, sino que concede una gracia, y esta prerrogativa presidencial es propia de su actividad política.

DIFERENCIAS ENTRE EL INDULTO Y LA AMNISTÍA

La Corte destacó las diferencias por su naturaleza, objeto y efectos, al fallar en el Caso Irigoyen en 1932. 

El indulto significa el perdón de la pena acordado por el Poder Ejecutivo, para suprimir o moderar en casos especiales el rigorismo excesivo de la ley cuya consecuencia jurídica es la cesación de los efectos de la sentencia condenatoria, en cuanto a la aplicación de la pena impuesta por ella al delincuente, pero sin afectar la existencia del delito, de la sentencia ni de la pena.; mientras la amnistía es el olvido de un hecho delictuoso para establecer la calma y la concordancia social.

El primero extingue la pena del indulto; la segunda la acción y la pena, si antes hubiese sido impuesta, y borra la criminalidad del hecho.

El indulto es particular y se refiere a determinadas personas; la amnistía es esencialmente general y abarca todos los sujetos comprometidos en una clase de delitos.

El primero se aplica a cualquier crimen y corresponde al ejercicio de las facultades del Poder Ejecutivo. Por el contrario, la amnistía es del resorte del Poder Legislativo, único poder que tiene la potestad de declarar la criminalidad de los actos y de crear sanciones, y el único capaz también de borrar sus efectos.

¿SE PUEDE INDULTAR CUANDO NO EXISTE SENTENCIA FIRME?

Bidart Campos interpreta que es menester no solo la existencia de un proceso, sino la sentencia firme imponiendo una pena, es decir, que el indulto presidencial solo puede recaer “después de la condena”, y nunca antes.

Argumentando que el indulto anticipado viola el derecho de toda persona –aún procesada- a la presunción de su inocencia hasta ser convicto de delito por sentencia firme de juez competente. Mientras que Midón postula que no es cierto, porque éste goza de una situación que sólo puede ser destruida por una sentencia condenatoria y si el indulto se anticipa a ella, no existe la posibilidad de modificar el status que la Ley Fundamental reconoce al enjuiciado.

DOCTRINA DEL CASO IBÁÑEZ: MAYORÍA Y MINORÍA.

En 1922 el presidente Yrigoyen indultó a José Ibáñez, condenado a dos años de prisión por el delito de hurto de unas medias, y como la sentencia no se hallaba firme por haberse deducido un recurso de apelación ante la alzada, la Corte se inclinó por el último

En el caso para el tribunal es suficiente la existencia de una causa y la de un juez o tribunal que conoce de ella y que está habilitado para informar al respecto, lo que importa que el Poder Ejecutivo no puede indultar un delito no sometido a juicio, es decir, con anterioridad a la formación del proceso. En correspondencia con ello la facultad de indultar es procedente cuando existe proceso, ya sea antes o después de producida la sentencia firme de condenación, con tal de que proceda el informe del tribunal y no se trate de delitos exceptuados.

Al contrario de lo que postula el sector mayoritario (que determina que basta con la existencia de una causa penal, sin necesidad de un pronunciamiento que ponga fin a la misma)  el sector minoritario exigía  que para su procedencia la imposición de una pena, con sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada.

TESIS PREVALECIENTE

La Corte Suprema sostuvo en un principio que el indulto no puede disponerse antes de la condena, en beneficio del procesado. Años más tarde, varió su criterio para afirmar que el indulto también puede dispensarse al procesado y por fin, retomó su posición originaria, limitando la viabilidad del indulto al caso del condenado.

En 1992 por sentencia del 14 de octubre en el caso “Aquino Mercedes”, la Corte rechazó la impugnación de inconstitucionalidad articulada contra indultos a procesados dispuestos por decreto1002/89. Sagúes apunta que la Corte ha vuelto a su primigenia jurisprudencia admitiendo la validez del indulto a procesados.

INFORME DEL TRIBUNAL CORRESPONDIENTE

La misma no es vinculatoria para el Poder Ejecutivo. Aunque el tribunal opine que no procede el indulto, el presidente puede concederlo.

Este informe puede aconsejar, pero su verdadero sentido no consiste tanto en asesorar al presidente sobre el ejercicio de su facultad de indultar, sino en proporcionarle los antecedentes del caso (circunstancias del delito, personalidad del condenado, pruebas obrantes en el juicio y sobre todo la sentencia). 

JURISPRUDENCIA ACTUAL.

La jurisprudencia actual fijó la inconstitucionalidad de indultos en causas por delitos de lesa humanidad, como el caso "Mazzeo" y además en pactos internacionales a los que el país adhirió de manera vinculante en la reforma constitucional de 1994- "Del análisis efectuado surge clara la imposibilidad sostenida por la Corte Suprema de Justicia de la Nación de dictar indultos sobre hechos calificados como delitos de lesa humanidad".

Al tratarse de un delito de lesa humanidad, no sólo resulta imprescriptible sino que también imposible de indultar y, por tanto, los indultos resultan nulos.
 CASO RIVEROS.

A pesar de que el caso Riveros ya fue juzgado por la Corte en 1990. Obviando el principio de que nadie puede ser juzgado dos veces por el mismo caso, el máximo tribunal de la Nación volvió a pronunciarse sobre el caso Riveros y dispuso el viernes 13 de Julio 2007 la nulidad del indulto concedido por el presidente Carlos Menem a un ex integrante del Ejército, Santiago Riveros, acusado de violaciones de los derechos humanos. Tal sentencia abrió la puerta a la anulación de otros indultos con los cuales fueron beneficiados numerosos militares a quienes se acusa de graves delitos cometidos durante el último régimen de facto. Dos jueces de la Corte, Carlos Fayt y Carmen Argibay, votaron en disidencia. Ambos consideraron que la propia Corte, en 1990, se había pronunciado en favor de la legalidad del indulto que había favorecido al ex general Riveros, por lo cual no podía reabrirse este caso, en tanto la cosa juzgada es una garantía constitucional de derechos individuales. Fayt, además, sostuvo que no es posible aplicar retroactivamente la Convención sobre Imprescriptibilidad de Delitos de Lesa Humanidad, aprobada por la Argentina en 1995, para delitos ocurridos mucho tiempo antes.
La Constitución nacional no permite que sea aplicada una ley penal posterior al delito para incriminar hechos anteriores a su sanción, al tiempo que nadie puede ser juzgado dos veces por el mismo hecho punible.

El fallo  impacta sobre 32 militares que ya están bajo proceso. La sentencia les da a esos casos un aval jurídico y en si es muy impactante: primero, porque no son muchos los países ni los tribunales internacionales que juzgaron hasta el final crímenes de lesa humanidad. Y, segundo, porque la sentencia, implícitamente, determina vencidos (los ex militares) y vencedores (los guerrilleros que, aun habiendo matado a inocentes, no serán juzgados porque sus indultos no son anulados). Desde el punto de vista jurídico, sin embargo, el fallo deja serias dudas sobre la conveniencia de menospreciar principios jurídicos fundamentales de Occidente. Fayt y Argibay hacen hincapié, precisamente, en que el derecho prohíbe juzgar a una persona dos veces por el mismo delito.

Con este fallo, la Corte cerró un ciclo que inició en 2004, cuando el tribunal -ya con algunos de los jueces designados por el presidente Néstor Kirchner- declaró en el caso del espía chileno Enrique Arancibia Clavel que los crímenes de lesa humanidad no prescriben.

LOS TRIBUNALES ADMINISTRATIVOS
El artículo 109 de la CN (ex 95) establece la prohibición para el Ejecutivo, también para el Jefe de Gabinete, los ministros y cualquier dependiente de aquel o éstos de ejercer funciones judiciales, de arrogarse el conocimiento de causa pendiente o restablecer las fenecidas.

 Debido a ello aquel e-ejerce funciones jurisdiccionales a través de órganos de su dependencia que se denominan tradicionalmente tribunales administrativos, precisamente porque si bien ejercen función jurisdiccional están fuera y no pertenecen al Poder Judicial al moverse en la esfera del Ejecutivo (de allí el vocablo de administrativo)

DOCTRINA DEL CASO FERNÁNDEZ ARIAS C/ POGGIO (1960).

El control judicial suficiente quiere decir:

a) Reconocimiento a los litigantes del derecho a interponer el recurso ante los jueces ordinarios;

b) Negación a los tribunales administrativos de la potestad de dictar resoluciones finales en cuanto a los hechos y al derecho controvertido, con excepción de los supuestos en que, existiendo opción legal, los interesados hubiesen elegido la vía administrativa, privándose voluntariamente de la judicial.

La mera facultad de deducir recurso extraordinario basado en inconstitucional o arbitrariedad, no satisface las exigencias que en la especie han de tenerse por imperativas (c.19). De lo contrario, si se impide a las partes tener acceso a una instancia judicial propiamente dicha, habría una doble violación: del artículo 18 CN que incluye la garantía de “ocurrir ante un órgano judicial en procura de justicia”, aunque no requiere “multiplicidad de instancias debe entenderse que sí impone una instancia judicial al menos” (c. 20), y de la división de poderes. (c. 21).

CONSTITUCIONALIDAD

La Corte Suprema de Justicia de la Nación, como último intérprete de la Constitución Nacional, a partir del precedente: “Fernández Arias c/ Poggio”, sentó una doctrina que se ha mantenido inalterable hasta la fecha, por la cual se admite la constitucionalidad de los Tribunales Administrativos, siempre y cuando:

· Se les reconociese a los litigantes, el derecho a interponer un recurso ante los tribunales dependientes del Poder Judicial c/ las resoluciones de dichos tribunales administrativos (supeditadas dichas resoluciones a un “control judicial suficiente”);

· Se negase a los tribunales administrativos, la posibilidad de dictar resoluciones finales en cuanto a los hechos y el derecho controvertido.

La instancia jurisdiccional consagro un avance para la efectiva vigencia del principio de legalidad y los derechos de los contribuyentes (estado de derechos).

CASO ÁNGEL ESTRADA (2005)

En el caso Estrada la empresa efectuó diversos reclamos contra la empresa EDESUR por los daños y perjuicios ocasionados como consecuencia de las sucesivas  interrupciones de energía eléctrica; dicha denuncia fue presentada por la mencionada empresa ante el ENRE de acuerdo a la ley 24.065. El reclamo formulado por la empresa se fundamentó en la necesidad de aplicarse una sanción además del establecimiento de la indemnización por daños y perjuicios provocados a dicha empresa; debemos destacar que el caso mencionado fue resuelto luego de 10 años ya que durante todo ese tiempo se había suscitado ciertos intercambios de criterio entre la Justicia y la autoridad administrativa regulatoria, es así como finalmente la Corte tuvo que decidir sobre el conflicto planteado.

Uno de los aspectos importantes en el Caso mencionado es que el dictamen pronunciado por el supremo tribunal es cuando expresa la garantía constitucional contenida en el artículo 109 de la Constitución Nacional el cual dispone que “ en ningún caso el presidente de la Nación puede ejercer funciones judiciales, arrobarse el conocimiento de causas pendientes o restablecer las fenecidas”; al respecto el distinguido jurista Fernando García Pullés ha manifestado su opinión al fallo de la corte al considerar  que “ la decisión de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en Ángel Estrada ISIA se produce a raíz del cuestionamiento de la propia administración sobre la competencia que le reconocía la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal de modo que no podría extenderse para invalidar otros modos alternativos de resolución de conflictos a los que podría accederse por voluntad de las partes sin grave afectación.

Es importante destacar que el fallo Ángel Estrada ISIA establece una modalidad diferente en el establecimiento de los límites de las facultades del legislador, para dar a los órganos administrativos la facultad de solucionar controversias de intereses suscitados entre la empresa y EDESUR en el caso en cuestión.

EL PODER JUDICIAL EN EL ESTADO DEMOCRÁTICO CONSTITUCIONAL.

En los estados democráticos más desarrollados, el poder judicial, a través de sus resoluciones de constitucionalidad y de su acción jurisdiccional ordinaria, ha generado un complejo entramado que condiciona y orienta las acciones de gobierno y legislativa, de modo que cada vez se habla más de la necesidad de coordinación de los distintos poderes del Estado que de su separación.

Para el desempeño de las funciones que actualmente,  tiene asignadas el poder judicial ha sido necesario que una serie de principios lo configuren. Estos principios básicos configuradores son: 

A. sumisión del juez a la Constitución y a la ley, con absoluto respeto al principio de jerarquía normativa. 

B. Independencia judicial, ante los otros poderes del Estado y como independencia frente a los demás órganos jurisdiccionales y frente a sus propios órganos de gobierno.

C. Responsabilidad judicial: tratan de fijar en qué condiciones los jueces son responsables penal, civil o disciplinariamente en algunas de las funciones que les son propias.

D. Exclusividad y unidad de la jurisdicción: se entiende que ningún otro poder del Estado, ni ninguna otra institución, puede ejercer funciones jurisdiccionales y, por ello, la potestad jurisdiccional reside en un único cuerpo de jueces y magistrados.
1.1 FUNCIÓN JURISDICCIONAL.

Consiste en que: 
a) L a administración de justicia está exclusivamente, y para todos los justiciables, de los órganos (tribunales) del poder judicial; 
b) Hay una jurisdicción judicial única para todos;
c) Por ello, existe simultáneamente la igualdad de todos los justiciables ante la jurisdicción. (única y la misma para todos); 
d) Esa jurisdicción judicial “única” es ejercida por tribunales que deben revestir el carácter de jueces naturales.
También existen jurisdicciones especiales fuera del poder judicial que parecerían desmentir el principio de unidad de jurisdicción y que su competencia  se aplica a determinadas materias- por ejemplo fiscal, administrativa, militar, etcétera. Sin embargo, la unidad de jurisdicción no se altera porque deben contar con posibilidad de revisión judicial suficiente, lo que en definitiva lo reenvía a la jurisdicción judicial. 

1.2 FUNCIÓN DE CONTROL  
El  Poder Judicial federal al ejercer su función jurisdiccional es el órgano de control por antonomasia pues está encargado de aplicar –antes que cualquier otra norma- la Constitución Nacional. Así, tanto los jueces locales como los federales y particularmente la Corte Suprema de Justicia, ponen en funcionamiento el subprincipio de control en la estructura constitucional a fin de asegurar la supremacía federal. La función de control lo ejercen los jueces, fundamentalmente a través de actos de establecimiento.
CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD

La supremacía de la Constitución y los tratados internacionales que comparten con ella ese rango, sobre los demás tratados, leyes, decretos, sentencias y actos emanados de la autoridad o de los particulares, tiene que ser garantizada mediante algún sistema de fiscalización dirigido a asegurar que las normas superiores prevalezcan sobre las normas inferiores del ordenamiento jurídico, y que sea capaz de evitar lesiones que éstas pudieran ocasionarle.

Si no hay control, la supremacía es un simple enunciado y la Constitución dejaría de ser RÍGIDA, pues podría ser modificada por los poderes ordinarios del Estado (Ejecutivo, Legislativo y Judicial) al dictar normas o actos que se opusieran a ella.

Por ello, para los supuestos en que exista violación a la supremacía constitucional, existe el denominado control de constitucionalidad. Este es un mecanismo constitucional que se realiza para hacer garantizar y respetar ese principio de supremacía constitucional.

Por lo tanto significa:

a) La posibilidad de interponer recurso ante los jueces del poder judicial;
b) La negación de la competencia administrativa para dictar pronunciamientos finales y definitivos de carácter irrevisable.
Este debe ser un control “suficiente”, que  quiere decir que la revisión abarque no sólo derecho aplicable, sino también los “hechos y la prueba” del caso al que ese derecho se aplica.
Según Sagúes un sistema completo de control requiere de los siguientes ingredientes:

· Una constitución rígida;

· Un órgano de control independiente del órgano controlado;

· Facultades decisorias del órgano de control;

· Derecho de los perjudicados a reclamar e impulsar el control;

· Sometimiento de todo el mundo jurídico al control.
En el derecho Argentino el control de constitucionalidad es judicial. En el artículo 116 CN se hace reposar en la Corte y demás tribunales inferiores de la Nación, el conocimiento y decisión de todas las causas que versen sobre puntos regidos en la Constitución, las leyes de la Nación y los  tratados con las potencias extranjeras. Sus características son:

· Judicial: llevado a cabo por integrantes del Poder Judicial federal y provinciales.

· Difuso: a cargo de cualquier juez sea nacional o provincial de cualquier fuero o instancia. Sin embargo, el control se concreta, en última instancia, cuando lo ejerce en forma exclusiva, cuando lo ejerce en forma exclusiva la CSJN con motivos de recurso extraordinario.

· Reparador: el control se ejerce sobre  normas o actos vigentes, y es importante que,  al momento de resolverse la cuestión de derechos constitucionales afectados sigan estándolos, para reparar ese daño  causado.

· Efectos inter partes: la sentencia tiene validez, resultados y consecuencias para las partes.

· A pedido de partes: los jueces no pueden declarar por propia iniciativa, de oficio, la inconstitucionalidad de ninguna norma o acto; procediendo sólo a pedido de la parte afectada por la presunta inconstitucionalidad en un pleito.

· Via incidental: los jueces sólo podrán juzgar la constitucionalidad de las normas cuando esta sea necesario para resolver un caso concreto.

1.3 EL PODER JUDICIAL COMO GARANTE DE LA PROTECCION Y DESARROLLO DE LOS DERECHOS CONSTITUCIONALES.

El poder judicial es el garante y protector del sistema constitucional, por lo tanto está obligado a salvaguardar la constitución, para la cual las estructuras deberán repensarse, y también deberá adecuarse a los tiempos actuales.

Esto se basa en  la idea de eficiencia judicial, debiendo responder a lo que la sociedad le exige y le reclama, como ser mayor rapidez, transparencia, inmediatez, etc; dependiendo de la función judicial y el rol que dentro de ella juegan los jueces, los funcionarios judiciales y los litigantes.

1.4 LA INDEPENDENCIA DEL PODER JUDICIAL. IMPORTANCIA

Ello no es consagrado en un precepto supremo y solemne; empero, surge del genérico artículo 11CN ya que es una característica inherente a la República. La reforma de 1994 lo recepta al final del artículo 114, inciso 6° CN al encomendarle al Consejo de la Magistratura “… asegurar la independencia de los jueces…”. Sin perjuicio de ellos, la verdadera independencia se asegura por mecanismos y salvaguardas específicas que, en forma dispersa, si aparecen en el texto constitucional: además de los sistemas de nombramiento y remoción de los jueces, cumplen esa función la tajante prohibición al Presidente de ejercer funciones judiciales (artículo 109 CN) y la prohibición de ejercicios simultáneo de otros cargos estatales dirigida a los propios jueces federales (artículo 34 CN), y especialmente, las cláusulas de la inamovilidad (artículos 100 y 99, inciso 4° párrafo 3 CN) y de la intangibilidad de su remuneración (artículo 110 CN). En todos los casos se procura preservar a los jueces de toda injerencia o presión de los poderes políticos.

INTANGIBILIDAD DE LA REMUNERACIÓN 

Los jueces de la Nación gozan de un sueldo establecido por la ley, que no podrá ser disminuido “de manera alguna” ( artículo 110 in fine CN). El énfasis de la prohibición constitucional permite denominar a esta cláusula como de incolumidad o intangibilidad por la cual se fulmina la rebaja salarial para los jueces, nada más y nada menos. Así no se impone la nivelación remuneratoria judicial con los ingresos de los otros órganos, sin perjuicio de que una abismal diferencia comparativa, pueden afectar la independencia de éste.

Tampoco se prohíbe el aumento de aquellas, no sólo para mantenerlas actualizadas en relación con la desvalorización monetaria (ello, en rigor, no es aumento) sino también para incrementarlas.

CASO BONORINO PERÓ

En el caso “Bonorino Peró” (1985) la Corte Suprema en un ejemplar pronunciamiento unánime de conjueces, confirma la procedencia del amparo acogido en las instancias de grado y manda pagar a los actores las cantidades correspondientes y declara, asimismo, que las retribuciones actualizadas deberán preservarse en el porvenir, es decir que no se limita al “acogimiento retroactivo” del reclamo sino que también da “certeza futura”. Reitera aspectos que no por conocidos carecen de importancia: que la intangibilidad de los sueldos de los jueces, junto con la inamovilidad, son “garantías de funcionamiento” independiente del Poder Judicial, “no para exclusivo beneficio personal o patrimonial de los magistrados… no tiende sólo a defender un derecho de propiedad de los actores como particulares, y a título privado, sino a la ya referida garantía”. Empero, también introduce novedades doctrinales: estima que producido el envilecimiento de esas retribuciones “no es menester probar su repercusión perniciosa para la garantía de independencia del Poder Judicial, porque la cláusula del art. 96 la presume iuris et de iure” y aclara que no se trata de “fijar” judicialmente los sueldos de los jueces, “todo lo cual incumbe al Congreso”; sin embargo, reivindicando la facultad de contralor en causa judicial concreta, dice explícitamente, por vez primera, “que la pérdida no compensada del valor monetario real configura un supuesto de disminución de aquellas retribuciones que transgrede al art. 96”, el cual “aparte de vedar la alteración nominal por `acto de príncipe`, impone la obligación constitucional de mantener su significado económico y de recuperar su pérdida cada vez que se produce con intensidad deteriorante”; que es preciso “conferir operatividad” a la intangibilidad de los sueldos judiciales y que ella también es exigible a las provincias por vía del art. 5º CN; esclarece que en el caso no se trata de una sola y única omisión estatal de no actualizar, sino de omisiones diferenciadas consumadas mes por mes, cuya percepción menguada por los jueces importó “asumir solidariamente como ciudadanos, los efectos generales causados por la inflación” hasta que “la intensidad del aguamiento” remuneratorio determinó la presentación del amparo.

CASO CHIARA DIAZ
Mediante fallo del 07/03/2006 la Suprema Corte nacional, con su integración titular, se expidió en una acción de amparo promovida por magistrados provinciales (de la Pcia. de Entre Ríos) referida a la actualización de sus remuneraciones. La particularidad que el caso planteaba es que dicha Provincia tiene reglamentado por ley el principio de intangibilidad de las remuneraciones judiciales, mediante un sistema de actualización automática (dadas determinadas condiciones: que supere un determinado porcentaje y con una periodicidad específica), remitiéndose a índices generales. En el respectivo amparo el Superior Tribunal local -integrado por conjueces- desestimó la aplicación de dichas normas provinciales luego de sostener –con cita del precedente de la Corte “Mill de Pereyra”- que las  mismas contrariaban las normas federales que prohibían la indexación (Leyes 23.928 y 25.561). Los jueces afectados dedujeron recurso extraordinario federal contra dicho pronunciamiento pero, en el ínterin, el gobierno provincial reconoció la legitimidad de los pagos realizados con aplicación de la actualización respectiva o sea que, la cuestión devino abstracta en el caso concreto. Esta última vía –o sea la declaración de la inoficiosidad- es la adoptada por la Dra. Argibay. Los restantes ministros, por diferentes razones, deciden igualmente expedirse sobre el fondo, formulándose señalamientos de la mayor relevancia para los jueces provinciales, fijándose pautas de carácter general, independientemente de las particularidades del caso concreto, que ameritan un análisis exhaustivo por la trascendencia institucional que invisten.
Lo primero que se advierte es que, al igual de lo que acontece con otros pronunciamientos de la Corte Federal, no resulta fácil establecer cuál es la doctrina del tribunal respecto al tema bajo tratamiento. En ese sentido, si bien se ha coincidido en general (salvo los votos en disidencia de los Dres. Fayt y Argibay) con la solución adoptada (la confirmación de la sentencia apelada) no coinciden los fundamentos que sustentan la posición de los Dres. Petracchi y Maqueda con los que informan los votos de los Dres. Zaffaroni, Lorenzetti y Highton de Nolasco. Es por ello que se hace necesario distinguir tres bloques argumentativos que, en nuestro entender, exhiben palmarias diferencias y justifican una valoración crítica diferente.

El voto concluye en que, en el caso, no se habían vulnerado los criterios expuestos en tanto, por un lado, se sostuvo que la garantía de intangibilidad no es equivalente a la aplicación de cláusulas de actualización –lo que en el voto se comparte- y por el otro que el Gobierno provincial había pagado a los amparistas lo que reclamaban, por lo cual no se configura ninguna lesión sustancial a la garantía invocada. Si el gobierno provincial no hubiera pagado las sumas reclamadas y las remuneraciones hubieran quedado congeladas a valores de 1992, en ese caso, el recurso extraordinario hubiera sido admitido pues concurrirían los “elementos” y “criterios” explicitados en el voto.

INAMOVILIDAD DE LOS JUECES

La reforma de 1994 mantuvo básicamente el clásico sistema de duración ilimitada o de estabilidad absoluta, que se erige a partir de la expresión “mientras dure su buena conducta” según el ex art. 96 CN (actual art. 110). La importante novedad del tope de 75 años de edad (límite objetivo condicionado) del magistrado, es que –sin afectar la inamovilidad- deja de lado el carácter vitalicio del cargo. Además, a fin de aventar cualquier duda sobre el carácter objetivo de esta nueva cláusula, la D. T. 11ª CN postergó su vigencia hasta después de cinco años de la reforma constitucional.

De acuerdo al nuevo sistema, el juez federal mantiene su cargo mientras dure su buena conducta con la previsión de que a partir de los 75 años se produce la siguiente situación: o recibe un nuevo nombramiento de duración limitada (por otros cinco años) o, en caso contrario, deja de ser juez. Si el juez es nombrado cuando tiene más de 75 años, su mandato dura 5 años con posibilidad de renovarse con un nuevo nombramiento. En suma, luego de la reforma de 1994, la “buena conducta” queda limitada por las tres causales clásicas previstas en el art. 53 CN y por el nuevo tope de edad sumado a si no obtiene un nuevo nombramiento.

Sin embargo, la Corte federal en 1999 siguió un criterio diferente. Especialmente en el caso “Fayt” del 19 de agosto de 1999, donde -por vez primera- en la historia de la jurisprudencia suprema se declara la nulidad de una cláusula constitucional federal (el tope de 75 años del art. 99, inc. 4º, párr. 3º y la D. T. 11ª, CN). El Dr. Fayt, invocando su calidad de ministro de la Corte desde fines de 1983 y haber superado la edad de 75 años ya al momento de la reforma de 1994, interpone una acción declarativa a fin de obtener se declare la nulidad en los términos del art. 6º, Ley 24.309 de la reforma introducida en 1994 por el art. 99, inc. 4º, párr. 3º CN al viejo texto constitucional por restringir la garantía de la inamovilidad consagrada en el actual art. 110 CN. En síntesis argumenta dos tipos de vicio: de procedimiento, pues lo impugnado no se encontraba entre los temas habilitados por la Ley 24.309 ni en su “núcleo de coincidencias básicas” y, por tanto, sostiene que la Convención se extralimitó en sus facultades, y de fondo, por cuanto la garantía afectada hace a la independencia del Poder Judicial y esto, a su vez, es esencial a la forma republicana.

CARRERA JUDICIAL

La “Ley Orgánica del Poder Judicial de la Nación” y el “Decreto de Justicia Nacional” regulan la organización del Poder Judicial de la Nación. La carrera judicial está regida por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el Consejo de la Magistratura y las diferentes Cámaras de Apelaciones. La carrera judicial no está completamente regulada dentro del Poder Judicial. Se extiende desde el ingreso en el sistema hasta el rango de prosecretario. Los ascensos son desarrollados por las diferentes Cámaras de Apelaciones, siendo los nominados elegidos por los jueces. Las nominaciones son hechas de acuerdo con un “ranking” preparado por las Cámaras de Apelaciones tomando en cuenta a las calificaciones y los años de servicio. Los secretarios son designados por las Cámaras de Apelaciones, y el nominado, que debe cumplir con ciertos requisitos, es propuesto por el juez que tiene la vacante.

Los jueces no tienen carrera judicial, siendo el proceso de selección desarrollado por el Consejo de la Magistratura por medio de un análisis de antecedentes y prueba de oposición. Este procedimiento se aplica a jueces de 1ª instancia y a jueces de cámara. Una vez confirmados por el Senado, los jueces adquieren el cargo mientras dure su buena conducta. De esta manera, la carrera judicial solo se aplica a oficiales, secretarios y empleados de rango inferior.

2. EL PODER JUDICIAL EN LA CONSTITUCIÓN JURÍDICA. ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO.

En  nuestro sistema constitucional, que adopta el modo de control de constitucionalidad norteamericano, el Poder Judicial es un verdadero poder del Estado y no un simple órgano encargado de aplicar y crear el derecho.

En virtud de la forma federal de Estado, el Poder Judicial federal, junto al de las provincias, ejerce la función jurisdicción o de juzgar.

Es un poder independiente de los restantes órganos políticos, que se distingue plenamente de ellos por carecer de legitimación democrática inmediata. Por aplicación del principio de funcionalidad, dicha independencia es relativa y no absoluta.

Nuestra Constitución se ocupa especialmente del Poder Judicial de la Nación en la Sección Tercera (arts. 108/119) del Título Primero de la Segunda Parte. Allí, siempre a partir de pautas generales, se regula la organización, garantías de independencia y luego determina su competencia.

ORGANIZACIÓN DEL PODER JUDICIAL FEDERAL

El también denominado “Poder Judicial de la Nación” (art. 108, CN) es “ejercido por una Corte Suprema de Justicia y por los demás tribunales inferiores que el Congreso establezca en el territorio de la Nación”. Esta distinción genérica en grados o niveles de la justicia federal fue tomado por la reforma de 1994 para diferenciar los modos de selección y remoción de los jueces federales, modificando así en forma parcial el sistema tradicional que comprendía a todos ellos.

La justicia federal es determinada por la Constitución cuando organiza el poder judicial de la Nación para administrar justicia en los casos sobre personas y en los lugares especiales determinados por la Constitución. El orden jurídico federal esta representado por la Constitución Nacional, los tratados con potencias extranjeras y las leyes que dicta el Congreso. El poder judicial federal se distingue del poder legislativo y ejecutivo en que no existe exclusivamente en la Capital Federal, sino en todo el país.

2.1 LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACIÓN ¿TRIBUNAL O PODER?

La Corte Suprema es una creación novedosa de la constitución, de la nueva y gloriosa Nación que al adoptar la organización nacional tomó el modelo estadounidense para el diseño de sus instituciones, aunque con algunas adaptaciones que contemplaban nuestra realidad, como bien se encargaría de defender Alberdi frente a las críticas.

Es un tribunal de justicia pero también es cabeza de un poder del Estado. En la primera condición no es el tribunal más antiguo, lo preceden en la historia y tradición la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires y la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil de la Ciudad  Autónoma de Buenos Aires, entre ambos  tribunales se disputan la herencia de la Real Audiencia que funcionara durante el virreinato.

COMPOSICION 

De los arts. 59 y 112 CN se infiere que está encabezada por un “presidente”, resultando evidente su carácter colegiado aunque sin determinar el número de sus miembros. La reforma de 1860, al derogar el originario art. 91 de 1853 que fijaba que la Corte estaba compuesta “por nueve jueces y dos fiscales”, deja librada esta cuestión al Congreso. Desde su instalación en 1963 su número fue de 5 hasta que en 1990 se lo eleva a nueve (art. 1º, Ley 23.774)

REQUISITOS 

Como consecuencia de ser el único órgano judicial nominado por el texto constitucional, éste se limita a fijar las condiciones para acceder al cargo de juez de la Corte federal, omitiendo toda referencia al resto de los magistrados. En efecto, el artículo 111 CN exige un solo recaudo específico: “ser abogado de la Nación con ocho años de ejercicio” (sea como abogado o como magistrado: en la práctica sólo se verifica la antigüedad del título y no el ejercicio efectivo), y hace un reenvío al artículo 55 CN al exigir “tener las calidades requeridas para ser senador”.

Estos  requisitos del artículo 111 no pueden ser ampliados – pero tampoco restringidos- por ley.
FORMA DE DESIGNACIÓN

La reforma de 1994 mantiene sustancialmente el sistema clásico de nombramiento de los miembros de la Corte a través de la designación por parte del Poder Ejecutivo con acuerdo del Senado. Empero, el art. 99, inc. 4º, párr. 1º CN innova doblemente respecto a la voluntad senatorial al requerir que ésta se exprese por una mayoría especial (“dos tercios de miembros presentes”) y “en sesión pública convocada al efecto”.

DECRETO NACIONAL 222/03

Es un procedimiento para el ejercicio de la facultad que el inciso 4 del artículo 99 de la Constitución de la Nación Argentina le confiere al Presidente de la Nación para el nombramiento de los magistrados de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, con  acuerdo del Senado por dos tercios de sus miembros presentes, en sesión pública convocada al efecto.  Por lo tanto es el marco normativo para la preselección de candidatos para la cobertura de vacantes.

El  ejercicio de esta facultad será reglamentada estableciendo parámetros a tener en cuenta para mejor selección del candidato propuesto de modo que su designación contribuya de modo cierto en aporte a un efectivo mejoramiento del servicio de justicia, cuya garantía debe el Estado proveer a los ciudadanos, al fortalecimiento del sistema republicano y al incremento de la calidad institucional. Resultará  necesario tener presente las circunstancias atinentes a la composición general del Alto Cuerpo en cuanto a diversidades de género, especialidades profesionales e integración con un sentido regional y federal.

A  ello deben sumarse los requisitos relativos a la integridad moral e idoneidad técnica y el compromiso con la democracia y la defensa de los derechos humanos que el o los postulantes deben reunir, acreditando también los aspectos relativos a su trayectoria profesional y académica, los compromisos públicos y privados que tuvieren, la concurrencia de los requisitos establecidos en la Ley de Ética de la Función Pública y del cumplimiento de sus respectivas obligaciones impositivas.
JUICIO POLÍTICO

El juicio político constituye una institución del sistema de gobierno republicano y democrático que expresa de modo práctico una de las aristas más relevantes de la doctrina de la división o separación de poderes.

El actual art. 53 CN solo incluye a los ministros de la Corte, ya que con el nuevo artículo 115, se dispuso la creación del Jurado de Enjuiciamiento, con la misión de juzgar por las causales del mismo art. 53 a los jueces de los tribunales inferiores.

En la historia argentina ha habido varios casos de juicio político a magistrados judiciales.

El más conocido sucedió en el año 1947, contra los ministros de la Corte Suprema, Roberto Reppeto, Antonio Sagarna, Benito Nazar Anchorena y Francisco Ramos Mejía y contra el procurador general de la Nación, Dr. Juan Álvarez. Esta corte era la que había legitimado al gobierno de facto surgido del golpe militar de 1943, por la acordada del 7 de junio de 1943.

El Dr. Repetto, renunció a la Corte, antes que se iniciará el juicio político.

Según Ekmekdjian, Bidart Campos y Badeni, este juicio estuvo plagado de irregularidades ya que no se había podido probar ningún cargo de los previstos en el entonces Art. 45, sino que los cargos se basaron en la incompatibilidad de los ministros con la política desarrollada por el gobierno peronista.
PEDIDO DE JUICIO POLÍTICO AL MINISTRO DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, DR. EDUARDO MOLINÉ O’CONNOR
Se solicitó la acusación del ministro Eduardo Moliné O´Connor, por “mal desempeño y presunta comisión de delitos en el ejercicio de sus funciones”, en los términos del artículo 53 de la Constitución Nacional.

Este pedido de juicio político se fundamentó en el voto del ministro Moliné O Connor en el caso “Pompas”. Jaime Pompas, presidente del Banco Social de Córdoba, había sido condenado a tres años de prisión, por administración fraudulenta en forma reiterada (dos hechos). Finalmente, cuando el caso llegó a la Corte, ésta -con la firma de Moliné O Connor- revocó el fallo al considerar que los sucesivos hechos delictivos constituían una única unidad delictiva, recurriendo para ello a la figura del mandato. La última modificación al artículo 173 inciso 7 del Código Penal, expresamente dejó de lado la teoría del mandato para este tipo de delitos, por lo que se acusó al Dr. Moliné O Connor por:
a) Mal desempeño, que produce -especialmente tratándose de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en su carácter de intérprete final de la Constitución y de las leyes- un escándalo jurídico con inmediata repercusión en materia de seguridad jurídica. 
b) La posible comisión de delito en el ejercicio de la función jurisdiccional se configura a la luz de lo preceptuado en el artículo 248 del Código Penal, según el cual es reprimido con prisión de un mes a dos años e inhabilitación especial por doble tiempo el funcionario público que dictare resoluciones u órdenes contrarias a las constituciones o leyes nacionales o provinciales, o ejecutare las órdenes o resoluciones de esta clase existentes, o no ejecutare las leyes cuyo cumplimiento le incumbiere.

La acusación ante el H. Senado del Dr. Moliné O’ Connor fue aprobada por los dos tercios de la Cámara de Diputados por el cargo de mal desempeño en las causas Meller y Macri y en el expediente del juez Magariños. La comisión acusadora especial de la Cámara de Diputados estuvo conformada por los Diputados Falú, Iparraguirre y por Nilda Garré.

La acusación fue exitosa, en cuanto consiguió que el Senado destituyera de su cargo al Dr. Moliné O’ Connor, con el voto de más de las dos terceras partes de sus miembros, lo que sucedió el 10 de diciembre del 2003.

CONSEJO DE LA MAGISTRATURA

Este nuevo órgano es introducido por la reforma de 1994 en el art. 114 CN dentro de la sección III relativa al Poder Judicial junto con el Jurado de Enjuiciamiento (art. 115, CN).

En cuanto a las tareas del nuevo órgano, aunque el art. 114, párr.. 1º empieza reduciéndolas a dos (“tendrá a su cargo la selección de los magistrados y la administración del Poder Judicial”), de la lectura de sus atribuciones particulares y concretas, surge claramente que además tiene otra importantes tareas, entre las que se destaca la de intervenir en el procedimiento de remoción de los magistrados de los tribunales inferiores.

DECRETO NACIONAL 558/03

El  Decreto Nº 222 del 19 de junio de 2003  estableció un procedimiento para mejorar la selección de candidatos para integrar la Corte Suprema de Justicia de la Nación, de modo que las designaciones contribuyan a mejorar el servicio de justicia.

Se  consideró adecuado extremar los recaudos de publicidad y transparencia al momento de seleccionar la nominación de uno de los ternados para cada cargo vacante, teniendo en cuenta los principios que inspiraron el dictado del Decreto Nº 222 del 19 de junio de 2003, relativo al procedimiento para la designación de Magistrados de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Junto  con las ternas de candidatos para ocupar cargos en el Poder Judicial de la Nación y en el Ministerio Público, debe adjuntarse los legajos con los antecedentes de los profesionales propuestos, los puntajes obtenidos, como también los diferentes instrumentos donde constan los procesos de selección seguidos para la conformación de las respectivas ternas.
El Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos, realizará rondas de consulta con las entidades representativas antes citadas, respecto de los candidatos incluidos en las ternas enviadas por el Consejo de la Magistratura o por los titulares del Ministerio Público Fiscal o de la Defensa.
Asimismo, se estimará necesaria la difusión en la página oficial de la red informática del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos, del cargo a cubrir, de la integración de cada terna, los puntajes obtenidos por los profesionales propuestos en las etapas de selección cumplidas, y sus antecedentes profesionales para que, dentro del término de quince (15) días hábiles, cualquier otra entidad o particular, pueda hacer llegar sus observaciones fundadas y documentadas.
JURADO DE ENJUICIAMIENTO DE MAGISTRADOS. FUNCIONES

La reforma constitucional de 1994 también modificó el procedimiento de remoción de los magistrados de los tribunales inferiores. Para ello, el art. 115 CN crea un nuevo órgano especial encargado de la remoción de aquellos magistrados que han sido acusados por el Consejo de la Magistratura (art. 114, inc. 5º, CN). De esta forma, el Jurado de Enjuiciamiento cumple el rol que antes le cabía al Senado (que sigue cumpliéndolo respecto de los jueces de la Corte Suprema).

Es un órgano colectivo, plurisectorial e incompleto, pues la Constitución se limita a fijar los sectores que le componen (“legisladores, magistrados y abogados de la matrícula federal”) y remite a la ley especial (la misma que completa al Consejo de la Magistratura) determinar su número, designación, duración, remoción.

La ley no puede alterar los tres sectores que integran el Jurado de Enjuiciamiento, pero puede establecer un órgano encargado de llevar adelante todos los juicios que promueva el Consejo de la Magistratura.

Régimen de la Ley especial

Composición y elección (art. 22): integrado por nueve miembros titulares (y otros tantos miembros suplentes) que se distribuyen de acuerdo a las siguientes pautas:

1.  Sector judicial (3 miembros): un ministro de la Corte Suprema elegido por sus pares, en carácter de presidente, y dos jueces de Cámara elegidos por sus pares.

2. Sector Político (3 miembros): dos legisladores por la Cámara de Senadores (uno por la mayoría y otro por la primera minoría) y un legislador de la Cámara de Diputados elegido por mayoría de votos.

3. Sector abogadil (3 miembros): dos abogados de la matrícula federal en representación de la Federación Argentina de Colegios de Abogados (uno al menos del interior del país), y otro abogado en representación del Colegio Público de Capital Federal.

CONTROL JUDICIAL DE LAS DECISIONES DEL JURADO DE ENJUICIAMIENTO. CASO BRUSA.

El caso "Brusa" fue el primero en el que la Corte tuvo que interpretar el artículo 115 de la Constitución, que estableció el nuevo procedimiento para juzgar a los jueces federales inferiores. Como se dijo, esta norma fijó la irreversibilidad de las sentencias del Jury. La Corte resolvió que, a pesar del sentido literal de aquella cláusula, los jueces conservan la posibilidad de controlar el respeto al derecho de defensa del imputado y debido proceso judicial durante el juicio.

CASO “BRUSA” (RESUELTO 25/05/2004)

Hechos del caso: el juez federal de primera instancia de Santa Fe, Víctor H. Brusa, fue acusado por el Consejo y luego removido por el Jury, por haber incurrido en la causal de mal desempeño en el ejercicio del cargo. Brusa apeló su destitución ante la Corte por entender que, entre otras cosas, se había violado su derecho de defensa al no permitírsele ofrecer prueba respecto de algunas de las imputaciones.

Como se dijo anteriormente, el artículo 115 de la Constitución establece que el fallo del Jury es irrecurrible y, por tanto, una interpretación literal de esta norma llevaría a concluir que en ningún caso la justicia puede revisar tales decisiones. En una sentencia del año 1996, Enrique Petracchi, dijo que aquella norma impedía totalmente la revisión judicial. Si bien en ese caso el artículo no era aplicable, por tratarse de la remoción de un juez provincial y no federal, tal afirmación categórica constituyó un adelanto de lo que podría haber sido una posición respecto de este tema.

Sin embargo, en “Brusa” la Corte resolvió como en “Nicosia”. Dijo que a pesar de la interpretación literal que surge directamente del texto de la Constitución, las decisiones del Jury pueden ser controladas judicialmente para asegurar que se respete la garantía del debido proceso. (Voto de los jueces Petracchi, Zaffaroni. Según su voto: Belluscio, Boggiano, Vázquez y Maqueda)

El máximo tribunal argumentó que el artículo 115 de la Constitución, en cuanto establece la irrecurribilidad de la sentencia, debe ser interpretado de modo integral con la garantía de defensa en juicio y la de protección judicial, que también están reconocidas constitucionalmente.

Además, fijó un límite para lo que se puede controlar. La Corte señaló que no tiene atribuciones para sustituir el criterio del Jury acerca de lo sustancial del enjuiciamiento, esto es, la conducta de los jueces. En cambio, estimó propio de su competencia considerar las eventuales violaciones -nítidas y graves- a las reglas del debido proceso y a la garantía de defensa en juicio. Por último, afirmó que esta clase de revisión judicial debía admitirse a fin de respetar el derecho a la protección judicial reconocido en la CADH, que tiene jerarquía constitucional.

Respecto de los restantes planteos, la Corte dijo que Brusa no había logrado demostrar de forma nítida, inequívoca y concluyente que en el trámite de remoción se hubiera afectado su derecho de defensa. Para llegar a aquella conclusión adoptó como criterio que, a diferencia de lo que ocurre en un juicio penal, en el proceso de juicio político no pueden exigirse reglas tan estrictas en cuanto al procedimiento y evaluación de la prueba.

 EL CASO BUSTOS FIERRO

El primer caso en que el Jurado de Enjuiciamiento tuvo que fijar su postura sobre la responsabilidad política de los magistrados por el contenido de sus sentencias fue el caso del juez Bustos Fierro.

El juez Bustos Fierro fue acusado por mal desempeño por el Consejo de la Magistratura por haber dictado una medida precautoria autorizando la presentación del Presidente Carlos Menem en la elección interna del Partido Justicialista para lograr su segunda reelección presidencial, a pesar de la expresa y terminante prohibición contenida en el art. 90 de la CN y en  la cláusula transitoria novena.

Al resumir la acusación presentada, expresa el Jurado de Enjuiciamiento: “El Consejo de la Magistratura acusó al señor juez a cargo del Juzgado Federal n° 1 de Córdoba, doctor Ricardo Bustos Fierro, por las causales de mal desempeño y presunta comisión del delito de prevaricato, con motivo de la decisión que adoptó en los autos ‘Carbonetti, Domingo Ángel, Partido Justicialista, Distrito Córdoba c/ Estado Nacional y Convención Constituyente, acción declarativa de certeza, art. 322 del CPCCN’. 

La imputación de mal desempeño por ignorancia del derecho se sustentó en la presunta falta de independencia del magistrado por sumisión a la voluntad del Presidente de la Nación y en la ignorancia del derecho. Según la acusación formulada ‘se trata de demostrar el desconocimiento, por parte del juez, de la estructura constitucional básica, de la supremacía constitucional, del alcance del control de constitucionalidad, de la función jurisdiccional y de los deberes de un juez federal’. Asimismo, se consideró que configuraba ignorancia del derecho la manifestación del juez ante la Comisión de Acusación según la cual había examinado la posibilidad de citar a constitucionalistas en calidad de testigos para que lo ayudaran a pensar cómo debía resolver la mencionada acción. 

Por último, la imputación de prevaricato se basó en que el juez habría resuelto dicho caso judicial en contra de las disposiciones legales pertinentes, lo que se reflejaba en la existencia de diversos vicios procesales en la decisión cuestionada: haberse negado a declinar la competencia a favor de la justicia electoral de la Capital Federal, haber impreso a la acción declarativa de certeza un trámite impropio y concedido una medida cautelar en pugna con los requisitos exigidos por el art. 322 del código procesal.

El Jurado de Enjuiciamiento, en fallo dividido de cinco votos contra cuatro, decidió la absolución del acusado.

3.1 COMPETENCIA EN RAZÓN DEL LUGAR.

Con prescindencia de la materia del litigio y de las personas intervinientes en él, la justicia federal conoce en toda las causas producidas en los lugares sujetos a jurisdicción federal. Es decir, en los territorios nacionales (art. 75, inc. 15, CN), en la Capital Federal y en los establecimientos de utilidad nacional ubicados en las provincias en lo relativo al fin específico de ellos (art. 75, inc. 30 CN)

3.2 COMPETENCIA EN RAZÓN DE LA MATERIA.

Causas especialmente regidas por la Constitución Nacional: la regulación constitucional del caso debe ser específica, directa e inmediata, no bastando que el derecho invocado esté garantizado en la Constitución Nacional. Tampoco procede la competencia federal cuando la invocación constitucional la efectúa el demandado como defensa, frente a la pretensión del actor.

Causas especialmente regidas por leyes federales: aquellas leyes sancionadas en ejercicio de los poderes que le asigna el art. 75 CN al Congreso, con la salvedad del inc. 12 del mismo, es decir los códigos de fondo. Sin embargo, si los códigos poseen normas que reglamentan materias específicamente constitucionales en los términos del art. 116 CN.

Causas especialmente regidas por los tratados con las naciones extranjeras: su inclusión se comprende en razón de que los tratados son un típico acto complejo federal.

Causas que tengan por origen actos administrativos del gobierno nacional: aunque no lo mencione el art. 116 CN, por tratarse de actos federales interviene la justicia de excepción cuando el pleito es entre particulares, y también si la Nación fuera parte, aunque aquí la competencia federal está determinada también en razón de las personas.

Causas de almirantazgo y jurisdicción marítima: estas expresiones del art. 116 CN son materias federales por su íntima conexión con la navegación, delegada por las provincias al gobierno federal. Lo de “jurisdicción marítima” impide cualquier interpretación restrictiva del vocablo “almirantazgo” comprendiendo todo pleito de carácter público o privado atinente a la navegación en general, marítima en todos los casos y fluvial en la medida en que sea interjurisdiccional. La navegación debe ser por medio de buques y no a través de embarcaciones menores, salvo que esté en juego la aplicación de un contrato de fletamento. Se ha extendido la jurisdicción federal a los procesos por accidentes de trabajo producidos en la carga o descarga de buques; a los que versan sobre seguros marítimos y a los provenientes de pretensiones emergentes de la navegación o del comercio marítimo.

Causas regidas por el Derecho Aeronáutico: tiene dicho la Corte que las causas que versan sobre navegación aérea o comercio aéreo en general y sobre los delitos que puedan afectar dicho tráfico, caen bajo la jurisdicción federal por razón de la materia, agregando que el Código Aeronáutico no ha sido incluido entre la legislación común que corresponde dictar al Congreso.

3.3 COMPETENCIA EN RAZÓN DE LAS PERSONAS.

Causas en que la Nación sea parte: se extiende a sus entidades descentralizadas o autárquicas, ya sea como actora o como demandada, cualquiera sea la naturaleza del litigio.

Causas en que sean parte vecinos de distintas provincias: se trata no sólo de causas civiles y no administrativas o penales (en cuyo caso conocen los jueces locales). Sólo procede el fuero federal por distinta vecindad cuando ambos litigantes son argentinos. Para ser considerado vecino se requieren 2 años de residencia continua en la provincia, o tener propiedad inmobiliaria o estar establecido con el ánimo de permanecer en el lugar.

Causas en que sean parte un ciudadano argentino y un extranjero: como lo ha sostenido la Corte, el sentido de la norma es evitar que la responsabilidad de la Nación sea comprometida por los jueces provinciales.

Causas en que sea parte un Estado extranjero: si quien litiga con un particular argentino es un Estado extranjero también corresponde la jurisdicción federal.

Causas que versen sobre negocios particulares de un cónsul y de todos los negocios de los vicecónsules: esto significa que se excluye de esta jurisdicción a las causas de los cónsules vinculadas con el ejercicio de sus funciones propias. Por negocios particulares deben entenderse los vinculados a cuestiones de derecho privado. Como estos funcionarios no gozan de exención de jurisdicción no precisan de la autorización de sus gobiernos para ser sometidos a los tribunales del país.
4. COMPETENCIA ORIGINARIA Y EXCLUSIVA DE LA CORTE SUPREMA  DE JUSTICIA DE LA NACIÓN. ART 117 DE LA CONSTITUCION NACIONAL

Una de las clases  de instancias que se prevén para la Corte: es la originaria y exclusiva, en la que conoce como tribunal de instancia única. En los casos de jurisdicción federal que, de modo genérico, enuncia el art. 116, la Corte tendrá competencia por apelación según lo que establezca el congreso, aumentándola o restringiéndola. Pero entre esos mismos casos, hay dos en que la Corte ejercerá competencia a título originario y exclusivo: a) asuntos concernientes a embajadores, ministros y cónsules extranjeros; b) asuntos en los que sea parte una provincia.

Si se lee detenidamente el art. 117 se comprende que la fórmula asuntos concernientes a embajadores, ministros y cónsules extranjeros y en los que alguna provincia fuese parte no hace alusión de ninguna naturaleza a la materia de la causa (o al derecho que la rige); excluida la competencia por razón de materia estamos ante competencia por razón de personas (o partes). 

Causas en que es parte una provincia: Hay cuatro causas que se mencionen en el art. 116 cuando interviene una provincia: 1) provincia con provincia; 2) provincia con vecinos de otra provincia; 3) provincia con ciudadano extranjero; 4) provincia con estado extranjero. En el art. 116 no aparecen causas como provincia con el estado federal y provincia con sus propios vecinos. Para que una provincia pueda ser tenida por parte en la forma prevista por el art. 117, la provincia debe ser parte nominal y sustancial: es parte nominal cuando la provincia figura expresamente como tal en juicio y que es parte sustancial cuando en el mismo juicio tiene un interés directo que surge manifiestamente de la realidad jurídica, más allá de las expresiones formales que puedan utilizar las partes. El derecho judicial emergente de la jurisprudencia de la Corte ha ampliado y disminuido su competencia originaria y exclusiva. La ha ampliado cuando se trata de causas entre una provincia y sus propios vecinos, si la materia es federal y cuando se trata de causas entre una provincia y el estado federal, si la materia es federal en iguales condiciones. La ha disminuido cuando, pese a ser parte una provincia en alguna de las cuatro causas que provocarían su competencia originaria y exclusiva, la materia de esas causas versa sobre cuestiones regidas por el derecho provincial.   

Causas concernientes a embajadores ministros y cónsules extranjeros. Ese  privilegio de inmunidad frente a la jurisdicción del estado en que actúan como representantes del propio, los exime de la jurisdicción de los tribunales de justicia del estado ante el cual ejercen su función. La violación del privilegio origina responsabilidad internacional del estado que lo ha infringido. 

La inmunidad diplomática dura mientras el agente ejerce las funciones correlativas. Ello puede dar lugar a situaciones varias:

a) cuando el agente diplomático se ve afectado en una causa que le concierne por un hecho anterior a su desempeño, la inmunidad lo cubre.

b) si el hecho que origina la causa se produce mientras ejerce su función, pero el juzgamiento es posterior a su cese, ya no hay inmunidad.

c) si la Corte está conociendo de una causa concerniente al agente diplomático y mientras pende el proceso cesa en su función, la Corte se ha de desprender de la causa.

d) una ausencia transitoria de nuestro país no hace decaer la competencia de la Corte.

Las causas y asuntos concernientes a embajadores, etc., no son únicamente aquellos en que procesalmente y formalmente es parte uno de los agentes mentados en el art. 117. Concernir equivale a afectar. Una causa concierne a un diplomático o un cónsul en la medida en que lo afecta, interesa y compromete, sin distinguir entre las causas referidas a actividad propia de su función oficial y las ajenas a ésta (o totalmente referidas a actividad privada). No interesa tampoco la materia de la causa (civil, penal, administrativa, etc.)

Con respecto a los cónsules extranjeros debemos comenzar recordando que: a) los arts. 116 y 117 los colocan en paridad de condiciones con los embajadores y ministros públicos a efectos de hacer surtir la competencia originaria y exclusiva de la Corte en causas o asuntos que les concierne; b) pero según el derecho internacional público, no ostentan carácter de agentes diplomáticos. Los cónsules no gozan en el derecho internacional de una inmunidad de jurisdicción que tenga alcance que la de los diplomáticos. 

5. COMPETENCIA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACIÓN POR APELACIÓN

 Otra de las instancias para la Corte es la apelación, en la que conoce causas que le llegan de un tribunal inferior, donde han sido juzgadas (a veces en más de una instancia, e inclusive por tribunales provinciales, o por tribunales ajenos al poder judicial, como los militares y los administrativos). 

En instancia de apelación, la Corte ejerce actualmente su competencia de acuerdo con una subdivisión: a) por vía ordinaria y b) por vía extraordinaria. Esta última es la que encauza el recurso extraordinario.

5.1 POR APELACIÓN ORDINARIA.

Las causas en que resulta competente la Corte en jurisdicción apelada dependen de lo que establezca la ley que dicta el congreso reglamentando esa jurisdicción de forma que: a) no es imposición constitucional que todas las causas del art. 116 puedan acceder en apelación a la Corte; pero que estando previsto en la constitución que debe existir la jurisdicción apelada de la Corte, algunas de esas causas han de poder llegar a tal jurisdicción, a criterio de la ley del congreso; b) que por lo dicho, la jurisdicción apelada de la Corte puede ser mayor o menor, según lo disponga la ley del congreso con reglas y excepciones; c) que esa jurisdicción no es totalmente suprimible, de forma que sería inconstitucional su inexistencia y la ley del congreso que eliminara en forma absoluta la jurisdicción apelada de la Corte; d) que la primera parte del art. 116, en cuanto prescribe que son de jurisdicción federal todas las causas que versan sobre puntos regidos por la constitución, las leyes del congreso, excepto las de derecho común, y los tratados internacionales, obliga a que tales causas puedan llegar por lo menos una vez en última instancia a jurisdicción federal apelada, pero de ninguna manera significa que necesariamente esa jurisdicción federal apelada deba abrirse ante la Corte, pudiendo la ley del congreso optar porque se abra ante la Corte o se abra ante un tribunal federal inferior a ella.

5.2 POR APELACIÓN EXTRAORDINARIA: RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL
La ley ha regulado, dentro de su margen elástico, los diversos supuestos de acceso a la Corte entre los que citamos las vías recursivas en: a) causas en que el estado es parte; b) causas de extradición de criminales; c) causas de jurisdicción marítima; d) supuestos de revisión, aclaratoria, y queja (por retardo de justicia); e) las cuestiones de competencia y los conflictos que en juicio se planteen entre jueces y tribunales del país que no tengan un órgano superior jerárquico común que deba resolverlos; f) casos en que debe decidir sobre el juez competente cuando su intervención sea indispensable para evitar una efectiva privación de justicia; g) la vía extraordinaria de apelación consistente en el clásico recurso extraordinario del art. 14 de la ley 48, que se llama también remedio federal. 

El  recurso extraordinario es un recurso, o sea una vía de acceso a la Corte que no es originaria, sino posterior a una instancia previa o anterior. En ese sentido, responde a la previsión constitucional de que haya una jurisdicción no originaria (apelada) de la Corte.
De todos modos, sus características son especiales. Por algo se lo llama extraordinario, o sea, no ordinario. Esa naturaleza extraordinaria consiste en que no es un recurso de apelación común, sino excepcional, restringido y de materia federal, puede decirse que es parcial porque recae sobre la parte federal y exclusivamente.

El objeto del recurso extraordinario consiste en asegurar en última instancia ante la Corte el control de la supremacía constitucional. Puede desglosarse este control en dos: a) interpretación constitucional; b) conflicto de constitucionalidad. 

La revisión constitucional en instancia extraordinaria en torno del objeto propio del recurso ante la Corte, confiere primordial importancia a lo que en él se llama cuestión constitucional (o caso federal), requisito imprescindible sin cuya concurrencia el mismo recurso pierde su meollo. En instancia extraordinaria se recurre contra una sentencia que se sitúa dentro del marco de un juicio; la misma debe provenir de tribunales del poder judicial sean federales o provinciales.

Con respecto a los requisitos pueden agruparse en tres grupos:

1) Requisitos comunes:

a) previa intervención de un tribunal judicial federal o provincial que haya tenido lugar en un juicio y concluido con una sentencia. 

b) decisión en la sentencia de una cuestión que sea judiciable.

c) gravamen o agravio para quien deduce el recurso, con interés personal en la cuestión.

d) subsistencia actual de los requisitos anteriores en el momento en que la Corte va a sentenciar la causa.

2) Requisitos propios:

a) existencia en la causa de una cuestión (o caso) constitucional (o federal)

b) relación directa entre esa cuestión constitucional y la solución que la sentencia recurrida ha dado al juicio.

c) que la sentencia recurrida haya sido contraria (y no favorable) al derecho federal invocado por el proponente,

d) existencia de sentencia definitiva dictada por el superior tribunal componente de la causa

3) Requisitos formales:

a) introducción oportuna y clara de la cuestión constitucional en el juicio, por parte de quien luego interpone el recurso.

b) mantenimiento sucesivo de dicha cuestión en todas las instancias del juicio

c) interposición por escrito del recurso, contra la sentencia definitiva, con debido fundamento y con relación completa de las circunstancias del juicio que se vinculan a la cuestión constitucional planteada.

5.3 EL CERTIORARI.  ART. 280 DEL C.P.C y C DE LA NACIÓN

 Se trata de una de las reglas de aplicación creadas por la Corte Suprema de los Estados Unidos que están destinadas a concentrar su competencia en aquellos casos de gran trascendencia jurídica y social y por ello también ha merecido atención en nuestro medio. En aquel país se encuentran reguladas en la Judiciary Act de 1925, de donde se ha entendido que su adopción requiere de sanción legislativa.

El certiorari ha sido incorporado por el art. 280, CPCCN por la ley 23.774 que aumentó de cinco a nueve el número de ministros del Alto Tribunal, sosteniéndose que tales medidas se adoptaban para agilizar las tareas que desarrolla la Corte. 

Con esta reforma se inaugura una nueva etapa del recurso extraordinario, al incorporarse al derecho argentino esta institución inspirada en el modelo norteamericano donde se la conoce con el nombre de writ of certiorari. El mencionado artículo establece que la Corte según su sana discreción y con la sola invocación de esta norma, podrá rechazar el recurso extraordinario, por falta de agravio federal suficiente o cuando las cuestiones planteadas resulten insustanciales o carentes de trascendencia. A esta forma discrecional de rechazar recursos se la ha denominado en la jerga tribunalicia como “certiorari criollo” o negativo. Pues aunque exista cuestión federal el recurso será declarado inadmisible por la Corte si no supera el examen encaminado a seleccionar los casos en que entenderá. Esta facultad discrecional gira en torno del vocablo trascendencia y si el Alto Tribunal considera que existe, la cuestión es sustancial y suficiente.

A pesar de que los nuevos artículos 280 y 285 C.P.C.C solo prevén el arbitrio discrecional para “cerrar” la via extraordinaria, por una interpretación a contrario sensu, no  se ve un obstáculo para que también sirva de base normativa para su funcionamiento inverso: para “abrir” esa via ante la inexistencia o defectos de ciertos recaudos de administración, precisamente por considerar trascendente, sustancial y suficiente la cuestión planteada. En ese caso la Corte ejerce el denominado por la doctrina certiorari positivo, que obviamente no tiene basa legal expresa. En este supuesto la Corte actúa positivamente como lo venia haciendo por la pretoriana doctrina de gravedad institucional,  la cual se ve remozada por el standard de la trascendencia.

6. EL PER SALTUM

Es la creación pretoriana de la Corte a partir de 1990, llamada “per saltum” (salto de instancia) o “by pass” (sin cumplir con la exigencia del articulo 117 parte 1° CN, que dispone que será el congreso el que determinará la jurisdicción por apelación de la Corte).

Se permite al justiciable acceder a la Corte sin cumplir el requisito propio del Superior Tribunal de la causa, empalmando así una instancia anterior directamente con el Alto Tribunal, quien correlativamente pasa a intervenir en ese asunto.

La interposición del escrito recursivo ya no se realiza ante el Superior Tribunal de la causa, sino derechamente ante la propia Corte. La razón de estas excepciones es la  gravedad institucional/trascendencia involucrada en la causa.

CASO DROMI

Se admite por vez primera el per saltum en el orden procesal federal en el caso “Dromi s/ Avocación en autos Frontela c/ Estado Nacional s/ Amparo” (F 313:863), más conocido como causa Aerolíneas Argentinas.

El diputado nacional Fontela impugna el proceso de privatización de la empresa estatal de aviación llevado adelante por el P.E.N, por contradecir la Ley de Reforma del Estado (23.696). El juez de 1° instancia (Garzón Funes), en una fundada decisión, ordenó al estado nacional encuadrar la sociedad a privatizar en la normativa legal y reconoció
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